Preguntero Civil Parte General.
1.- Indique cuándo comienza la vigencia de las leyes.

El artículo 2º, reformado por ley 16504, establece: “Las leyes no son obligatorias sino después de su publicación, y desde el día que determinen. Si no designan tiempo, serán obligatorias después de los ocho días siguientes al de su publicación oficial”.

Por consiguiente, hay que distinguir dos hipótesis distintas: 

1) que la ley designe la fecha de su entrada en vigor;

2) que no la designe.

2.- Enumere los atributos de la personalidad, definiendo cada uno.

Estos atributos son: el nombre, la capacidad, el domicilio, el patrimonio y el estado. El estado es cualidad propia de las personas físicas solamente, no de las jurídicas que tienen los otros cuatro. 

* El nombre es la designación exclusiva que corresponde a cada persona. Perreau lo define como el término que sirve para designar a las personas de una manera habitual.

Llambías lo define como la designación exclusiva que corresponde a cada persona y permite la identificación de ésta con el resto.

* El domicilio es el asiento jurídico de la persona, que es una imposición social, a fin de poder exigir de ella el comportamiento adecuado; para Busso, es el lugar que la ley instituye como asiento de las personas para la producción de determinados efectos jurídicos, que, por ser determinado por la ley, puede no coincidir con su residencia real.

Para Orgaz, es la sede legal de la persona, “centro territorial de las relaciones jurídicas o el lugar donde la ley sitúa a una persona para sus relaciones; para Rivera, es el lugar que la ley fija como asiento principal o sede de la persona para la producción de determinados efectos.

* El estado, Borda lo define como la posición o situación que el sujeto tiene dentro de la familia a la que pertenece; Mazzinghi dice que es el conjunto de derechos y obligaciones que emanan de un vínculo familiar y que atribuyen a la persona una posición dentro de la familia. Zanoni dice que es el conjunto de derechos subjetivos y deberes correlativos que corresponden a las personas en razón de su emplazamiento familiar, que procuran su tutela jurídica; Rivera lo define como el emplazamiento en la familia, posición que se tiene, de la cual surgen relaciones jurídicas familiares, cuyo contenido serán derechos y deberes.

Para Savatier, es el conjunto de cualidades extrapatrimoniales determinantes de su situación individual y familiar; por último, podemos definir al estado como la posición que ocupa el sujeto con relación a la familia, que actúa como causa de relaciones jurídicas familiares, cuyo contenido son derechos y deberes jurídicos recíprocos.
* Capacidad, para Llambías, es la aptitud de la persona para ser titular de relaciones jurídica, para Orgaz es la aptitud que tiene la persona para ser titular de derechos y obligaciones, y para Arauz Castex es la aptitud de la persona para adquirir derechos, a lo que Borda agrega “y de contraer obligaciones”.

Es la aptitud para adquirir derechos y contraer obligaciones. Ser apto significa ser hábil, idóneo, capaz de hacer alguna cosa. En este caso, ser apto para adquirir derechos y obligaciones es ser capaz, es gozar del atributo de la capacidad, de que gozan todas las personas, pues todas las personas, ya sean jurídicas o físicas, son aptas para adquirir algún derecho. Por más mínima o acotada que pueda llegar a ser la capacidad de alguna persona, ella siempre existe. Esta aptitud es la calidad saliente de la personalidad jurídica a tal punto que con razón se ha dicho que no puede faltar en los individuos de una manera absoluta porque tal carencia de capacidad sería contradictoria de la personalidad. Es la misma definición de la capacidad de derecho, porque la capacidad de hecho no es un atributo de la personalidad.

* Patrimonio, es el conjunto de los derechos y obligaciones de una persona, susceptible de apreciación pecuniaria. Así dice al art. 2312: “...El conjunto de los bienes de una persona constituye su ‘patrimonio’”. Consiguientemente, el patrimonio es una masa de bienes que se considera como una entidad abstracta independiente de los elementos que la componen. Cuando dice “bienes” se refiere en forma genérica, es decir, las cosas y los derechos. El patrimonio está compuesto por los activos, que son los bienes que posee una persona, es decir, por todas las cosas y los derechos que posea y que sean susceptibles a tener valor económico, y los pasivos, compuestos por las deudas u obligaciones que constriñen al titular del patrimonio.

Conforme a esto, decimos que el Patrimonio, es el conjunto de cosas y derechos, deudas y obligaciones, pertenecientes a una persona.
3.- Indique el régimen jurídico de los dementes.

Es diverso, ya que hay incapaces que obran con discernimiento, como los dementes interdictos en intervalo de lucidez, que son responsables (art. 1070). Hay, asimismo, personas capaces que obran sin discernimiento, como los insanos no interdictos que están bajo el influjo de su enfermedad.

* Responsabilidad del interdicto: La sentencia de interdicción juega en el plano de la capacidad, pero carece de importancia respecto de la responsabilidad del agente. Siempre habrá lugar a esta responsabilidad cuando el demente haya obrado con discernimiento, y no estará comprometida si el insano no interdicto haya actuado bajo el influjo de la enfermedad.

Estos principios se encuentran consignados en el art. 1070, que dice: “No se reputa involuntario el acto ilícito practicado por dementes en lúcidos intervalos, aunque ellos hubiesen sido declarados tales en juicio...”.

En el orden práctico, parece que la prueba de la sentencia de interdicción debería ejercer alguna influencia, pero tal presunción no tiene base legal, por tanto, la prueba de ausencia de discernimiento incumbe al agente y el damnificado sólo tiene que demostrar la imputabilidad material del hecho al insano.

* Internación: Junto con la declaración de demencia podrá ordenarse la internación del enfermo en instituciones médicas o asistenciales. Es una medida excepcional, y sólo puede tomarse en caso de considerar que el enfermo corra peligro de dañarse a si mismo o  a otros. 

Intervalos lúcidos: Consiste en un lapso de remisión de la enfermedad (no una mejoría superficial), durante el cual el paciente recobra por completo el dominio de sus facultades mentales, éste es un concepto meramente jurídico y no médico.

Los intervalos lúcidos no impiden la declaración de demencia; tampoco restituye capacidad al ya declarado, que sigue siendo incapaz.

El intervalo lúcido carece de significación jurídica en cuanto:

- La posibilidad de declarar la interdicción;

- la aptitud del sujeto para otorgar actos luego de la interdicción.

Pero sí adquiere importancia:

- En cuanto la responsabilidad del enfermo mental por hechos ilícitos realizados en intervalos lúcidos (art. 1070);

- En cuanto a la validez de los actos obrados por enfermos mentales no interdictos (porque son capaces jurídicamente y porque son hechos con discernimiento).

- Pueden testar: la posibilidad de otorgar testamento en intervalos de lucidez, por parte del demente interdicto, ha dividido a la doctrina en una de las más amplias controversias:

a) Para una parte, se hace excepción a la incapacidad, basándose en lo establecido en el art. 3615, que se relaciona con los dementes interdictos; además, se arguye la necesidad de respetar la expresión de la voluntad del testador, cuando hay seguridad que representa el querer de la persona en estado de lucidez.

b) Para la otra parte, no hay motivo para introducir una excepción que la ley no hace, ya que el art. 3615 no alude a la capacidad, sino al discernimiento que debe tener el agente para que su actividad resulte jurídicamente eficaz (arts. 897, 900 y 1045).

* Situación jurídica de los insanos respecto de su capacidad, responsabilidad y validez de sus actos: Capacidad del insano: El principio general es innegable: mientras no se dicte la declaración judicial de interdicción el insano es una persona capaz de gestionar sus derechos y proveer al cuidado o descuido de su persona.

Según el art. 148 cuando la enfermedad sea notoria e indudable el juez, de oficio, adoptará las medidas establecidas en dicho artículo, decretará la inhibición de los bienes y las providencias que crea necesarias para asegurar la indisponibilidad de los bienes muebles y valores.

Si se trata de un presunto demente que ofreciese peligro para sí o para terceros, el juez ordenará su internación en un establecimiento público o privado. La situación mental del insano es un motivo par la suspensión de la patria potestad, y si promedia denuncia de insanía, se lo estima impedido para desempeñarse como administrador de una sucesión.

* Influencia del nombramiento de curador a los bienes sobre la capacidad del insano: Durante la tramitación del juicio de insanía, es posible nombrar al denunciado un curador de bienes. La designación importa automáticamente la suspensión parcial de la capacidad del denunciado, porque siendo inconcebible que el legislador pueda atribuir como válida la realización de un acto a dos personas distintas, se sigue que los actos de carácter patrimonial y los bienes quedan impedidos al representado.

Se trata de una capacidad limitada a los actos de carácter patrimonial, puesto que si estos actos se encuentran bajo curatela, y supeditados al rechazo o no de la insanía, como condición resolutoria, debe considerarse al denunciado como enteramente capaz si otorga algún acto jurídico, en virtud del efecto retroactivo de la condición resolutoria operada.

Cabe concluir que el insano conserva su capacidad general aún después del nombramiento del curador, pero este hecho introduce una restricción importante que debe considerarse suspendida en lo concerniente a los actos patrimoniales; pero dicha suspensión es condicional, de manera que si se declara la interdicción, la incapacidad queda corroborada y definitiva, en cambio si la denuncia es rechazada, la suspensión de la capacidad queda levantada retroactivamente, quedando válidos los actos obrados en ese intervalo.

* Responsabilidad del insano: Esta materia es independiente de la capacidad de las personas y depende, en cambio, del discernimiento que tengan en el momento de obrar; pues por aplicación del art. 900, allí donde hay discernimiento también hay responsabilidad, y donde no hay discernimiento queda excluida la responsabilidad. En cuanto al insano, no es responsable si ha actuado en estado de privación de razón, y sí lo es cuando actúa en intervalos de lucidez (art. 1070).

* Validez de los actos jurídicos: Los actos jurídicos obrados por los insanos no interdictos son “anulables”, es decir, susceptibles de ser anulados. El fundamento reside en la ausencia de discernimiento del agente (art. 897 y 900), por cuya razón las personas no pueden imputar al acto obligación alguna. Pero luego de recobrada la salud, el insano, o su representante, después de la interdicción puedan promover una acción de anulación para que el acto sea anulado (art. 1045).

* Régimen de prueba de la acción: Es necesario acreditar que se encontraba en el “momento” de otorgar el acto, en estado de privación de la razón sin que sea suficiente la prueba de que el sujeto carecía de discernimiento en la “época” del otorgamiento, porque esta facilitación sólo es prevista para los testamentos (art. 3616).

* Paralización de la acción: La ley 17.711 ha agregado al art. 473 el siguiente párrafo: “... Si la demencia no era notoria, la nulidad no puede hacerse valer, haya habido o no sentencia de incapacidad, contra contratantes de buena fe y a título oneroso”.

Con este agregado, la ley ha desvirtuado el alcance de la nulidad de los actos obrados con carencia de discernimiento, y se olvida que la sanción de nulidad tiene el sentido de una protección del insano y no una garantía para el sujeto capaz. Con el agregado se cubre de validez los actos desprovistos del cimiento voluntario que anula el art. 944.

* Capacidad del interdicto: La sentencia de interdicción provoca la incapacidad absoluta del demente interdicto (art. 54, inc. 3), motivo por el cual se procede a designarle un curador definitivo (art. 57, inc. 3) para el gobierno de la persona y sus bienes (art. 475).

El gobierno de la persona se refiere al cuidado del incapaz, y la curación de éste si fuera factible, no pudiendo el curador determinar por sí solo la internación de aquél, pues es asunto que compete al juez (art. 482). En cuanto a la validez de los actos obrados por el demente, es necesario estudiar si fueron realizados antes o después de la interdicción:

* Actos anteriores a la interdicción: Son los actos de quien, con posterioridad a la celebración del acto, es declarado demente y, el juzgamiento de esos actos, acontece luego de la sentencia o interdicción. Es decir, si la demencia a la época del acto no era notoria (pública), sólo se puede anular acreditando que se trataba de un acto a título gratuito o que el contratante era de mala fe.

En el Código, la sentencia de interdicción también ejercía cierta influencia sobre el pasado, haciendo nacer un periodo de “sospecha”, aún durante el juicio antes de la sentencia. Por tanto, es razonable invalidar los actos jurídicos efectuados por el insano, con la sola prueba de que fueron realizados luego de ser públicamente conocida la enfermedad mental.

El antiguo art. 473 expresaba: “Los actos anteriores a la declaración de incapacidad podrán ser anulados, si la causa de interdicción declarada por el juez existía públicamente en la época en que los actos fueron ejecutados”, esta disposición introducía una diversidad de régimen probatorio de la causa de invalidez, según que al tiempo de la impugnación del acto promediara o no la interdicción del autor del acto.

En suma, quien impugnaba el acto podía optar por prescindir de la sentencia, probando la ausencia de discernimiento en el “momento” del acto; o invocar la sentencia de interdicción, probando dos extremos de la norma: 1) la enfermedad se remonta a la “época” de la celebración del acto; y 2) que la enfermedad existía “públicamente” por entonces.

Pero el párrafo introducido por la ley 17.711, desbarata el sistema de nulidades antes mencionado, al agregar al art. 473: “... Si la demencia no era notoria, la nulidad no puede hacerse valer, haya habido o no sentencia de incapacidad contra contratantes de buena fe y a título oneroso”.

* Actos posteriores a la interdicción: Como provienen de un sujeto carente de capacidad, los actos jurídicos otorgados por el demente interdicto son nulos (art. 1041). A esto se refiere el art. 472, que dice: “Si la sentencia que concluya el juicio, declarase incapaz al demandado, serán de ningún valor los actos posteriores de administración que el incapaz celebrase”.

El precepto sólo alude a los actos de administración, pero ello no quiere decir que tengan valor otra clase de actos, pues todos ellos quedarían impedidos por los arts. 1040 y 1041, es que a  disposición expresa que les de valor, deben ser reputados “nulos” todos los actos patrimoniales e inclusive los extrapatrimoniales, inclusive los actos “personalísimos”.

Se les aplica la segunda parte del art. 473 (al decir “haya habido o no sentencia de incapacidad”) y esto da oportunidad al contratante que pueda probar que la nulidad no le es oponible acreditando: 1) que la demencia no era notoria; y 2) que el acto era oneroso (la buena fe se presume).

La notoriedad es el conocimiento de la demencia por las personas que lo trataban en forma habitual, que habitan en el lugar donde se domicilia o vive el insano, aunque no fuese conocida por la persona contra la que se deduce la nulidad.

4.- Defina hecho jurídico, distinguiéndolo del acto jurídico.

Los hechos que interesan al derecho son aquellos que tienen la virtualidad de causar un efecto jurídico, tales son los hechos jurídicos que el art. 896 define como: “Los hechos de que se trata en esta parte del código son todos los acontecimientos susceptibles de producir alguna adquisición, modificación, transferencia o extinción de los derechos u obligaciones”. El art. 944 dice: “Son actos jurídicos los actos voluntarios lícitos, que tengan por fin inmediato, establecer entre las personas relaciones jurídicas, crear, modificar, transferir, conservar o aniquilar derechos”, es decir, que produzcan efectos jurídicos. Esta definición es una elaboración de la ciencia jurídica universal.
Entre hecho y acto jurídico existe la diferencia que hay entre el género y la especie. Todo acto jurídico (especie), es también hecho jurídico (género), pero a la inversa, no todo hecho jurídico es acto jurídico. El hecho jurídico se caracteriza por la ausencia del propósito de causar el efecto jurídico que produce, cosa que es imposible en el acto jurídico.

5.- Indique cuándo comienza la existencia de las personas físicas y de las personas jurídicas.

En nuestro derecho se reconoce la existencia de la personalidad humana desde la concepción del ser en el claustro o seno materno, es decir, desde la fecundación del óvulo materno. Así lo dice el art. 70: “desde la concepción en el seno materno comienza la existencia de las personas; y antes de su nacimiento pueden adquirir algunos derechos, como si ya hubiesen nacido. Esos derechos quedan irrevocablemente adquiridos si los concebidos en el seno materno nacieran con vida, aunque fuera por instantes después de estar separados de la madre”.

Acerca del momento inicial de las personas jurídicas, el art. 45 estatuye: “Comienza la existencia de las corporaciones, asociaciones, establecimientos, fundaciones, etc., con el carácter de personas jurídicas, desde el día en que fuesen autorizadas (reconocidas) por la ley o por el Gobierno (Estado), con aprobación de sus estatutos, y confirmación de los prelados en la parte religiosa...”. 
6.- Describa los requisitos para que un acto sea voluntario (condiciones internas).

Según el art. 897: “Los hechos humanos son voluntarios o involuntarios. Los hechos se juzgan voluntarios, si son ejecutados con discernimiento, intención y libertad”.

Condiciones internas: discernimiento, intención y libertad.

Condiciones internas: Enumeración: Como vimos, se encuentran enumerados en el art. 897, que dice: “Los hechos humanos son voluntarios o involuntarios. Los hechos se juzgan voluntarios, si son ejecutados con discernimiento, intención y libertad”. La ausencia de cualquiera de esos requisitos hace al acto involuntario. Son los requisitos que debe reunir la voluntad para que se la considere sin vicios.

* El discernimiento: Es la facultad que permite a la persona apreciar y saber lo que esta haciendo, de modo tal que le sea posible comprender si lo que está haciendo es conveniente o no. Es la aptitud del espíritu humano que permite distinguir lo verdadero de lo falso, lo justo de lo injusto, y apreciar las consecuencias convenientes o inconvenientes de las acciones humanas. Trae como consecuencia la imputación moral del acto y, por lo tanto, la responsabilidad del acto y sus consecuencias. 

El discernimiento es una aptitud natural, y por esto se distingue de la capacidad que es una aptitud legal. Puede existir capacidad sin discernimiento (pérdida transitoria de la razón), e incapacidad con discernimiento (demente en intervalo lúcido).

* La intención: Es el discernimiento específico sobre un acto en particular. Cuando el acto fue obrado con discernimiento, se presume que también fue obrado con intención. Quien invoque algún vicio de la intención, debe probarlo. Consiste en el propósito de la voluntad en la realización de cada uno de los actos conscientes. La ausencia se caracteriza por la discordancia entre el fin o propósito del acto y el resultado que éste produce; cuando hay concordancia entonces el acto es intencionado.

* Libertad: Es la espontaneidad de la determinación del agente, el acto será efectuado con libertad cuando no se ejerza sobre la coacción externa que excluya la espontaneidad de su determinación. Es el poder de decidir por sí mismo sus propios actos. Presupone discernimiento y la intención. 

Si, por el contrario, concurre una causa que elimina la espontaneidad del sujeto, forzándolo a obrar en un cierto sentido, entonces el acto ha sido realizado sin libertad, y será tratado por la ley como involuntario, con el aditamento de que las consecuencias del acto no serán imputadas a su autor material, sino a su autor moral, que sería quien hubiese ejercido la presión exterior (coacción). La causa obstativa de la libertad es la violencia (física o moral), fuerza o intimidación.
7.- Desarrolle el régimen jurídico de las personas por nacer, indicando qué tipo de incapacidad tienen, quiénes son sus representantes, qué actos pueden realizar válidamente y desde cuándo comienza su personalidad y cuándo cesa su incapacidad.

Son personas todos los entes susceptible de adquirir derechos y contraer obligaciones” Art. 30.

* Capacidad: Por aplicación de las nociones, podemos resumir la situación jurídica de la persona concebida en el seno materno, en la siguiente forma, ya atendiendo a su personalidad, ya considerando su capacidad:

1) Desde la personalidad, el concebido es “persona” para el derecho, pero ostenta esa investidura “sub-condictione”.

2) Desde la capacidad de hecho, es persona absolutamente incapaz (art. 54, inc. 1º), ya que no puede celebrar por sí mismo acto alguno, su representante es quien ejerce sus derechos.

3) Desde la capacidad de derecho, es persona de capacidad restringida, en principio goza de amplia capacidad para adquirir bienes, pero según la generalidad de la doctrina, no para obligarse.

* Representantes: Son representantes de las personas por nacer: sus padres, y a falta o incapacidad de éstos, lo curadores que se les nombre. 

* Art. 64 “Tiene lugar la representación de las personas por nacer, siempre que éstas hubieren de adquirir bienes por donación o herencia”.
La doctrina concuerda en enunciar una serie de hechos jurídicos que pueden dar lugar a la adquisición de bienes a favor de la persona por nacer, que son:

a) Bienes adquiridos por donación o herencia: en este punto no se encuentran dudas ante lo expresado por el art. 64. En este artículo sólo se trata del feto que puede tener bienes que adquirir por una donación o un testamento, y que necesita una representación protectora

b) Bienes adquiridos por vía de legado: tampoco hay dudas, porque el art. 3733 dice: “Pueden adquirir por testamento todos los que, estando concebidos al tiempo de la muerte del testador, no sean declarados por la ley incapaces o indignos”.

c) Bienes que se adquieren por el cargo impuesto a un tercero: toda persona puede imponer el cargo a otra en beneficio de una persona por nacer.

d) Acciones de estado: la persona por nacer dispone de las acciones pertinentes para acreditar el estado civil que le corresponde, como su filiación.

e) Alimentos: la persona por nacer tiene derecho a reclamar alimentos de sus parientes que sean deudores de esta prestación (art. 367 y ss.).

f) Daños y perjuicios por acto ilícito cometido contra sus parientes: la persona por nacer puede resultar damnificada por el hecho, y en tal caso tiene acción contra el responsable para obtener el resarcimiento de daño.

g) Daños y perjuicios por actos ilícitos cometidos contra ellos: la persona por nacer puede ser directamente damnificada por un acto ilícito y por aplicación de los principios generales debe admitirse su acción por resarcimiento de daño.

h) Derechos emergentes de leyes sociales: como las pensiones que en caso de muerte del trabajador conceden las leyes a favor de sus hijos.

i) Derechos provenientes de estipulaciones efectuadas por otros: es el caso de los seguros que no tienen discusión en la jurisprudencia francesa, y que no habría motivo para dudar de su procedencia en nuestro derecho.

j) Derechos accesorios a los bienes del concebido: las personas por nacer tienen a su favor los derechos que sean accesorios a los bienes recibidos por cualesquiera de las causas precedentes.

Las personas por nacer no pueden contraer obligaciones, no obstante lo cual hay casos en que puede ser sujeto de obligaciones:

- Cuando por razones de buena administración es indispensable vender, alquilar, etc. un bien del por nacer.

- Con motivo de las cargas que puedan pesar sobre sus bienes, el por nacer será sujeto pasivo de obligaciones.

- Con motivo de gastos urgentes de conservación de bienes, queda igualmente obligado como prestatario o por empleo útil.

* El art. 63 declara “Son personas por nacer las que no habiendo nacido están concebidas en el seno materno”.

Los tribunales de nuestro país siguieron la idea del Código, al establecer que desde su concepción, se reconoce la existencia de un ser que es titular de derechos y obligaciones. Marca el momento inicial de la vida humana y asimismo de reconocimiento de la personalidad jurídica del nuevo ser.
* Cesación de la representación: Según el art. 69 “Cesará la representación de las personas por nacer el día del parto, si el hijo nace con vida, y comenzará entonces la de los menores, o antes del parto cuando hubiere terminado el mayor plazo de duración del embarazo, según las disposiciones de este Código”.

Si nace muerto, se considera que nunca ha existido, y tampoco representado. Si nace vivo, en cuyo caso pasan a ser los mismos representantes –padres- a ser de los “menores”, y a los curadores se los llamara “tutores” de los ya menores.

Concluida la representación, el representante de ésta dará cuenta de su gestión a quienes resulten titulares de los bienes administrados, a menos que aquél sea el padre o madre del incapaz, y deba continuar en el desempeño de la administración a nombre de su hijo, en el carácter de éste de menor impúber.

8. - Clasifique y defina los hechos y los actos jurídicos.

                                                                                                                                       Actos jurídicos: Son       

                        Hechos externos: O hechos naturales                                                los actos realizados     
                         o accidentales, son aquellos cuya causa es extraña                             con el fin inmediato              
                         al hombre                                                                                             de producir la
                         (Por ejemplo: terremotos, tempestades,                                              adquisición, modifica-
                         inundaciones,  granizo, lluvia, etc.).                                                    ción, transferencia o

                                                                                                           Lícitos: Son los extinción de un dere-

                                                                                                           que la ley no      cho (art. 944).

                                                                                                           prohíbe, se 

                                                                                                           despliega 
                                                                                                           la libertad.          Actos lícitos propia- 

                                                                                                                                      mente dichos: no se                   

                                                         Voluntarios: Son realizados                                efectúan con el fin  
                                                         con discernimiento, intención                              anterior (por ejemplo:
                                                         y libertad.                                                             cultivar, pescar, etc.).
                                                                                                                            
HECHOS                                                                                          Ilícitos: Son actos         Delitos: El
JURIDICOS  Hechos Humanos:                                                    reprobados por la ley,   autor obra con
                        Son los que                                                                originan obligaciones    intención de         
                        provienen del                                                             de.                                 dañar.
                        hombre
                                                                                                                                                 Cuasidelitos: 


                           Son aquellos


                 obrados sin in-


      tención de 

  
                dañar.

                                                           Involuntarios: Son aquellos

                                                           actos realizados sin discernimiento, 

                                                           intención ni libertad.
* Según los artículos del Código Civil, los actos jurídicos se clasifican en:
A) Actos positivos y actos negativos: Para el art. 945 “Los actos jurídicos son positivos o negativos, según que sea necesaria la realización (compraventa, donde se entrega una cosa) u omisión, o abstracción, (obligación de no hacer) de un acto, para que un derecho comience o acabe”.

B) Actos unilaterales y bilaterales: Dice el art. 946: “Los actos jurídicos son unilaterales o bilaterales. Son unilaterales, cuando basta para formarlos la voluntad de una sola persona, como el testamento. Son bilaterales, cuando requieren el consentimiento unánime de dos o más personas (el matrimonio, contratos en general)”.

Como se ve, esta clasificación se basa en el número de voluntades que entran en la formación del acto, mientras que la clasificación de los contratos toma en cuenta el número de las partes obligadas. Contratos unilaterales: el contrato de mutuo, el depósito, la donación, etc., donde el obligado es solo una de las partes. Contratos bilaterales: compraventa, la locación, etc., donde las partes intervinientes quedan obligadas.

Todos los contratos, ya sean unilaterales o bilaterales son actos jurídicos bilaterales, pues para celebrarlo se requiere la voluntad de dos o más personas.

* Importancia de la clasificación: consiste en que la nulidad parcial (cláusula viciada) funciona respecto de los actos unilaterales (ejemplo: el testamento donde la nulidad de una parte no afecta el resto del testamento). La nulidad parcial puede funcionar excepcionalmente en los actos bilaterales.

En cuanto a la forma, los bilaterales requieren doble ejemplar, y los unilaterales no.

C) Actos entre vivos y de última voluntad: Dice el art. 947: “Los actos jurídicos cuya eficacia no depende del fallecimiento de aquellos de cuya voluntad emanan, se llaman en este código ‘actos entre vivos’, como son los contratos. Cuando no deben producir efecto sino después del fallecimiento de aquellos de cuya voluntad emanan, se denominan ‘disposiciones de última voluntad’, como son los testamentos”.

La diferencia entre unos y otros, radica en el comienzo de su existencia. Así, los actos entre vivos comienzan a existir desde su celebración (art. 951); en cambio, las disposiciones de última voluntad no existen sino a partir de la muerte del disponente, hasta entonces, llevan una vida potencial (art. 952). Pero en realidad ambos actos “existen” desde el momento de su celebración, cuando deben cumplir con los requisitos de forma.

* Importancia de la clasificación: los inhabilitados y los penados, no pueden celebrar actos entre vivos sin la conformidad del curador o juez, pero sí pueden disponer por testamento (acto de ultima voluntad).

Por otra parte, en la interpretación de los actos jurídicos prevalece la voluntad declarada en los actos entre vivos, y la voluntad real en los actos de última voluntad.

Otras Clasificaciones no enunciadas en el Código Civil:
D) Actos onerosos y gratuitos:

1) Actos onerosos: Las obligaciones son recíprocas. Son aquellos que confieren alguna ventaja a alguna de las partes que a su vez queda obligada a satisfacer determinada contraprestación (hay prestación y contraprestación). Por ejemplo: la compraventa, la locación, etc.

2) Actos gratuitos: Son los que benefician exclusivamente a una sola de las partes intervinientes, sin que ella quede obligada a contraprestación alguna, por ejemplo: la donación, el legado, etc.

La doctrina agrega los “neutros”, ya sean onerosos o gratuitos (mutuo, depósito, mandato, fianzas, etc.).

* Importancia de la clasificación: para Segovia, la clasificación es importante porque según sea la índole del acto se difiere en:

1) Capacidad: es más restringida para realizar actos gratuitos que para celebrar actos onerosos.

2) Posición de los acreedores: frente a los actos realizados por el deudor insolvente, es más cómoda si la índole de tales actos es gratuita, pues entonces no necesitan acreditar la mala fe del donatario o adquiriente de los bienes (acción revocatoria), extremo que sí es indispensable establecer respecto de los terceros adquirentes a título oneroso.

3) Garantía de evicción: no existe a favor del adquiriente en los actos gratuitos salvo pacto expreso, esta garantía implica la seguridad de que el derecho transmitido es legítimo, que viene respaldada por la obligación de indemnización.

4) No existe la protección de la nulidad para el tercero adquirente a título gratuito.
E) Actos formales y no formales:

1) Actos formales: Son aquellos cuya validez depende de la celebración bajo la forma exclusivamente indicada por la ley.

2) Actos no formales: Son aquellos cuya validez es independiente de la forma de celebración (art. 974).

F) Actos principales y accesorios:

1) Actos principales: Son aquellos cuya existencia no depende de la existencia de otro acto (arts. 523, 2327 y 2328).

2) Actos accesorios: Son aquellos cuya existencia depende de la existencia de otros a los cuales acceden. Estos actos siguen la suerte del principal. Ejemplo: la hipoteca, prenda, fianza, etc., dependen de otro acto principal, que es el crédito o mutuo. 

* Importancia de la clasificación: su importancia consiste en que el accesorio sigue la suerte del principal, pero no a la inversa. Ejemplo: si el acto principal es nulo (préstamo), la hipoteca también lo es. Pero, la hipoteca puede ser nula por defecto de forma, y no anular el préstamo.

G) Actos de administración y de disposición:

1) Actos de administración: Son los que tienden, por procedimientos normales, a la conservación y explotación del patrimonio, propio de su destino económico. Ejemplo: el empleo de las rentas, reparación de edificios, pago de deudas y cobro de créditos, reposición de mercadería, etc.
2) Actos de disposición (o de enajenación): Son los que introducen una modificación sustancial en el patrimonio, ya porque causa el desplazamiento de un valor integrante de la masa (venta de un inmueble), ya porque realiza la gestión patrimonial por procedimientos anormales (ventas que no hacen al giro normal del negocio; donaciones, etc.), que reportan algún riesgo para el mantenimiento del capital. No es un acto de disposición la enajenación de frutos.

Otro criterio no conceptual para distinguirlos es que los de disposición requieren “poder especial” en la representación convencional, o “autorización judicial” en la representación legal.

* Importancia de la clasificación: los representantes legales deben solicitar autorización judicial, y los representantes convencionales necesitan “poder especial” para los actos de disposición y no para los de administración. Los inhabilitados no pueden disponer de sus bienes por actos entre vivos, pero sí administrarlos, salvo disposición judicial en contrario.

H) Patrimoniales y extrapatrimoniales: según tengan o no por fin inmediato producir efectos en el patrimonio. 

 I) Causales y abstractos: los causales tienen una cusa-fin, y los abstractos circulan con                               independencia de su causa (pagaré).

9.- Defina nulidad. Distinga actos nulos de anulables.

Según la concepción clásica es una sanción legal que priva de sus efectos propios a un acto jurídico, en virtud de una causa existente en el momento de su celebración. Según Rivera es una sanción legal que priva a un acto jurídico de sus efectos propios o normales, por adolecer de defectos originarios, orgánicos (o intrínsecos) y esenciales, a través de un proceso de impugnación y declaración. El régimen de nulidad sólo se aplica a los actos jurídicos.

El acto nulo es aquel invalidado inmediatamente por la ley “expresamente”, según la fórmula confusa del art. 1038; es lo que ocurre cuando la imperfección del acto es taxativa, rígida, determinada, insusceptible de más o de menos, cuando existe en la misma dosis en todos los actos de la misma especie.

El acto anulable resulta invalidado por la sentencia del juez que, apoyada en el principio de sanción establecido en la ley, aniquila sus efectos. Sólo se lo tiene por nulo desde el día de la sentencia que lo anula, conforme lo dispone el art. 1046: “Los actos anulables se reputan válidos mientras no sean anulados; y sólo se tendrán por nulos desde el día de la sentencia que los anulase”.

Acto nulo: 

Art.1041: son nulos los actos jurídicos otorgados por personas absolutamente incapaces por su dependencia de una representación necesaria

- Art. 1042: son nulos los actos jurídicos otorgados por personas relativamente incapaces en cuanto al acto, o que dependiesen de la autorización del juez, o de un representante necesario

- Art. 1043: son nulos los actos otorgados por personas, a quienes el Código Civil le prohíbe el ejercicio del acto de que se tratase

- Art. 1044: son nulos los actos jurídicos en que los agentes hubiesen procedido con simulación o fraude presumido por la ley, o cuando fuese prohibido el objeto principal del acto, o cuando no tuviese la forma exclusivamente ordenada por la ley, o cuando dependiese para su validez de la forma instrumental y fuesen nulos los respectivos instrumentos.

Acto anulable:

- Art. 1045: son anulables los actos jurídicos, cuando sus agentes obrasen con una incapacidad accidental, como si por cualquier causa se hallasen privados de su razón, o cuando no fuere conocida su incapacidad impuesta por la ley al tiempo de firmarse el acto, o cuando la prohibición del objeto del acto no fuese conocida por la necesidad de alguna investigación de hecho, o cuando tuviesen el vicio de error, violencia, fraude, o simulación; y si dependiesen para su validez de la forma instrumental, y fuesen anulables los respectivos instrumentos.

10.- Describa la doctrina de los actos propios.
Esta teoría funciona cuando algún sujeto, de una misma relación o situación jurídica preexistente, pretende ejercitar o impugnar algún derecho en contradicción con una conducta o acto propio anterior, que era jurídicamente relevante y eficaz. Esta rectificación genera una contradicción que los tribunales han declarado inadmisible, dado que el obrar humano es valorable como antecedente, y un apartamiento de la conducta precedente resulta contraria a la buena fe.

Son requisitos para la aplicación de esta doctrina:

- Una relación o situación jurídica preexistente.

- Una conducta del sujeto jurídicamente relevante, que suscite en la otra parte una expectativa de comportamiento futuro.

- El ejercicio por el mismo sujeto y en la misma relación jurídica de una pretensión contradictoria con el acto propio o conducta anterior.

Efectos: Los jueces rechazan, aún de oficio, la pretensión contradictoria con el acto propio o conducta anterior.
11.- Desarrolle sobre la forma y la prueba de los actos jurídicos.

Forma: Es el cuarto y último elemento esencial de los actos jurídicos. Forma esencial, o forma en sentido amplio, es la manera como se exterioriza la voluntad del sujeto respecto del objeto a otros sujetos, en orden a la consecución del fin jurídico propuesto. No puede existir acto jurídico sin esta forma. Como resulta del art. 913, sin exteriorización de la voluntad del sujeto, no hay acto voluntario, sino propósito mental.

La forma legal es definida por el art. 973, que dice: “La forma es el conjunto de las prescripciones de la ley, respecto de las solemnidades que deben observarse al tiempo de la formación del acto jurídico; tales son: la escritura del acto, la presencia de testigos, que el acto sea hecho por escribano público, o por un oficial público, o con el concurso del juez del lugar”.  En nuestro derecho, el principio general establece la libertad de las formas en los actos jurídicos. Cuando la ley no exige una forma determinada para algún acto, los interesados pueden usar la forma que deseen.

La imposición puede emanar de la ley (forma legal propiamente dicha), o de la convención de las partes (forma convencional). Es un elemento del acto jurídico, contemporáneo al acto.

Prueba: Es el conjunto de medios mediante los cuales se demuestra la existencia de un hecho (documentos, confesión, reconocimiento de firma, pericias, etc.).

La prueba no es un elemento del acto jurídico, y puede ser posterior a éste.

La prueba puede referirse a cualquier hecho, no sólo a los actos jurídicos. Ejemplo: probar en un accidente de tránsito para accionar por daños.

La forma exterioriza la voluntad del sujeto, mientras que la prueba demuestra su existencia en caso de ser negada o desconocida.
12.- Defina persona jurídica.

Junto a las personas de existencia visible o naturales, el derecho considera también sujetos de derecho a personas morales o colectivas, las llamadas “personas jurídicas”. Personas jurídicas son las entidades ideales reconocidas como sujetos de derecho por la ley, tal como lo estipula el art. 32: “Todos los entes susceptibles de adquirir derechos, o contraer obligaciones, que no son personas de existencia visible, son personas de existencia ideal, o personas jurídicas”.
13.- Explique incapacidad de derecho y de hecho, ejemplifique para diferenciarlas.

* Incapacidad de Derecho: Mira el aspecto estático, es la falta de aptitud para ser titular de determinadas relaciones jurídicas. Es jurídica, no puede remediarse ni por el incapaz, ni por otra persona en su nombre.

Ejemplos:

- Los esposos no pueden contratar entre sí y tampoco pueden hacerse donaciones.

- Los jueces no pueden comprar bienes que estuviesen en litigio ante él, ni los empleados públicos o funcionarios los bienes estatales que administran.

- Los padres, tutores o curadores no pueden contratar con sus hijos que están bajo su patria potestad.

- Los clérigos no pueden ejercer el comercio.

- Los jueces no pueden ejercer la abogacía.

* Incapacidad de Hecho: Enfoca el aspecto dinámico, es la carencia de aptitud para ejercer por sí mismo los derechos y obligaciones que se tienen. Es la carencia de aptitudes de las personas para actuar por si mismas en la vida civil. . Hace a la posibilidad de ejercer un derecho que se tiene, pero a través de sus representantes legales. Es mas propio hablar de incapaces que de incapacidad.

* Distinción: Caracteres diferenciales entre las clases de incapacidad en razón: del fundamento, finalidad, remedio, sanción, grado y ley aplicable en el derecho internacional:

1) Incapacidad en razón del fundamento:

a) Incapacidad de hecho: se instituye en razón de una insuficiencia física o psicológica del sujeto para el pleno ejercicio de sus derechos. Reside en una insuficiencia del sujeto, adquiere un cierto carácter abstracto y se independiza de la razón que la motivó.

b) Incapacidad de derecho: se sustenta en razones de orden moral, se espera mantener las relaciones humanas en un nivel moralmente más saludable que si se permitiera lo que está prohibido, pero la incapacidad, luego de instituida por la ley, adquiere un carácter abstracto y se desentiende de las circunstancias reales de tal o cual persona.

2) Incapacidad en razón de la finalidad:

a) Incapacidad de hecho: se establece para amparar al sujeto, es una medida de protección.

b) Incapacidad de derecho: se instituye contra el incapaz, y para prevenir incorrecciones que pudieran intentarse.

3) Incapacidad en razón del remedio:

a) Incapacidad de hecho: se suple por la institución del representante.

b) Incapacidad de derecho: no es susceptible de remedio, pues sería contradictorio de la prohibición legal.

4) Incapacidad en razón de la sanción:

Una y otra incapacidad dan lugar a la nulidad del acto jurídico obrado en contravención de la ley, pero la nulidad funciona con un rigor muy distinto respecto de la incapacidad que se trate.

a) Incapacidad de hecho: la ley reacciona benignamente e impone a lo actuado una nulidad relativa (arts. 1048, 1049 y 1164).

b) Incapacidad de derecho: la ley reacciona rigurosamente, imponiéndole al acto obrado en contravención la sanción de nulidad absoluta.

5) Incapacidad en razón del grado:

a) Incapacidad de hecho: puede ser absoluta o relativa.

b) Incapacidad de derecho: no puede ser absoluta, porque importarían con ese alcance una destitución para el sujeto del carácter de “persona”, por lo demás, la incapacidad de derecho no integra una categoría genérica, ni puede darse un elenco completo de ellas, sino que están diseminadas en todo el Código.

6) ley aplicable en el derecho internacional:

Incapacidad de hecho: Ley del Domicilio.

Incapacidad de derecho: Ley Territorial.

* Ejemplo para distinguir incapacidad de hecho de la de derecho: Los menores son capaces de derecho, pues pueden ser titulares de los más diversos derechos, por ejemplo el de propiedad. Supongamos que el menor Jacinto Wash, tiene la lamentable pérdida de sus padres, de los cuales hereda una importante fábrica en funcionamiento. Ahora bien, su plena capacidad de derecho le permite ser titular del derecho de propiedad sobre la mencionada fábrica. Ahora bien, su menor edad, no le va a permitir ejercer por sí solo el derecho de propiedad, administrando la misma, disponiendo el devenir del negocio, etc. Esto pues carece de capacidad de hecho, por carecer del discernimiento suficiente que requiere la ley para el ejercicio de los derechos propios.

14.- Defina error como vicio de los actos voluntarios.

El error es el falso conocimiento que se tiene de una cosa; ignorancia es la ausencia de conocimiento acerca de algo. La ley los trata unilateralmente y producen idénticas consecuencias jurídicas. El error o ignorancia no es sólo causa de nulidad de los actos, sino también causa de inculpabilidad en la responsabilidad civil y penal. El error o ignorancia puede recaer sobre algún elemento de hecho relativo al acto o las circunstancias en que se realice (error de hecho), o bien puede versar sobre el régimen legal aplicable al acto o relación jurídica de que se trate (error de derecho).

* Error de hecho: Es el error o ignorancia que recae sobre algún elemento de hecho, sobre el estado de las cosas, que no se distinguen bien por fallas de los sentidos (haber visto u oído mal) o del intelecto (haber entendido mal). Relativo al acto o la circunstancia en que se realice.

* Error de derecho: Es el error que versa sobre el régimen legal aplicable al acto o relación jurídica de que se trate. El art. 20 dice: “La ignorancia de las leyes no sirve de excusa, si la excepción no está expresamente autorizada por la ley”. Esta regla reposa en el carácter obligatorio de la ley, que se presume conocida por todos a partir de su publicación (art. 2).

Si se admitiese la invocación de la ignorancia de la ley para hacer una excepción a la aplicabilidad de ella se quebraría su obligatoriedad y con ella el carácter normativo que le corresponde: la ley dejaría de ser derecho.

Estas consideraciones explican lo dispuesto por el art. 923: “La ignorancia de las leyes, o el error de derecho en ningún caso impedirá los efectos legales de los actos lícitos ni excusará la responsabilidad por los actos ilícitos”.
15.- Defina los siguientes vicios de los actos jurídicos: dolo, violencia, fraude, simulación.

* Dolo: En materia de vicios de la voluntad: el dolo designa las maniobras engañosas empleadas por una de las partes que vician la voluntad de la otra en la celebración del acto jurídico. Puede consistir en un acto positivo u omisivo, es decir que el dolo puede cometerse por acción u omisión. El art. 931 preceptúa: “Acción dolosa para conseguir la ejecución de un acto, es toda aserción de lo que es falso o disimulación de lo verdadero, cualquier artificio, astucia o maquinación que se emplee con ese fin”.

Lo característico del dolo como vicio de la voluntad reside en el engaño que se emplea para decidir a alguien a la realización de un acto jurídico. En suma, el dolo es cualquier forma de engaño que se utiliza para determinar a una persona a celebrar un acto jurídico.

* Violencia: Es la coerción grave, irresistible e injusta, ejercida sobre una persona para determinarla contra su voluntad a la realización de un acto jurídico.

* Simulación: Existe una noción vulgar que define a la simulación como el concierto de dos o más personas para dar a una cosa la apariencia de otra, siendo su finalidad el engaño. Ferrara la define como “la declaración de un contenido de voluntad no real, emitido conscientemente y de acuerdo entre las partes, para producir con fines de engaño la apariencia de un negocio jurídico que no existe o es distinto de aquél que realmente se ha llevado a cabo”.

Nuestro codificador nos da una noción descriptiva de la simulación en el art. 955: “La simulación tiene lugar cuando se encubre el carácter jurídico de un acto bajo la apariencia de otro, o cuando el acto contiene cláusulas que no son sinceras, o fechas que no son verdaderas, o cuando por él se constituyen o transmiten derechos a personas interpuestas, que no son aquellas para quienes en realidad se constituyen o transmiten”.

* Fraude: 1) Arauz Castex: El acto fraudulento de enajenación de bienes o de renuncia de adquirirlos, realizados a sabiendas de que causa o agrava la insolvencia del agente en perjuicio de sus acreedores. Por lo tanto, el fraude es un vicio de que adolece el acto, que alude a la malicia con que se ha realizado.

2) Llambías: Cuando una persona insolvente enajena bienes a fin de sustraerlos a la ejecución de sus acreedores.

Existen dos clases o formas de fraude:

* Fraude a los acreedores, que es un vicio propio de los actos jurídicos.

* Fraude a la ley, que no tiene regulación especifica en el Código Civil.

Fraude a los Acreedores, es el vicio que adolece a los actos válidos y reales (no simulado). Es la acción mediante la cual una persona agravó u origina su insolvencia, para evitar así el pago a sus acreedores. El vicio consiste en que el deudor no ha respetado la garantía de sus acreedores (recordamos que el patrimonio es la prenda común de los acreedores), obrando de mala fe al provocar o agravar su insolvencia, en perjuicio de los acreedores.
* Lesión: También llamada “lesión enorme”, se relaciona con el objeto de los actos jurídicos. Es el daño que en un acto jurídico a título oneroso, se deriva la falta de equivalencia entre lo que se da y lo que se recibe. 

La lesión no es un vicio de la voluntad, sino un vicio propio de los actos jurídicos, pues afecta la causa-fin moral. La victima da su consentimiento sin vicios, pero es explotada por el lesionante.
16.- Establezca los efectos del silencio en el derecho.

El silencio es no solo no hablar o callar, sino también no actuar ante una interrogación o acto.

No es manifestación de voluntad, no quiere decir que si, ni que no.

Contrariamente a lo expresado en el dicho vulgar, según el cual “el que calla otorga”, el silencio no constituye una manifestación de voluntad, sino en los supuestos excepcionales previstos por la ley.

El codificador ha sentado esta regla y consignado las excepciones en el art. 919, que expresa: “El silencio opuesto a actos, o a una interrogación, no es considerado como una manifestación de voluntad, conforme al acto o a la interrogación, sino en los casos en que haya una obligación de explicarse por la ley o por las relaciones de familia, o a causa de una relación entre el silencio actual y las declaraciones precedentes”.

Según este artículo, el silencio, por excepción, sí es manifestación de voluntad cuando:

- Exista obligación legal de explicarse (art. 919, inc. 1º y 1031). Ejemplo: si una persona es llamada por el Juez a reconocer su firma puesta en un documento privado; su silencio equivale a reconocer tácitamente la firma.

- Haya una relación entre el silencio actual y las declaraciones precedentes. Ejemplo: si un comerciante recibe periódicamente una mercadería determinada a un mismo precio y se le comunica que ese producto ha sufrido un incremento de precio, si el comerciante no manifiesta su voluntad de no recibir más el producto o rechazarlo, acepta tácitamente el nuevo precio.                                                                                                                                    

- Las partes convengan expresamente que el silencio sea tomado como declaración de voluntad.

- Haya obligación de explicarse proveniente de las relaciones de familia;

- Haya prevalencia de las condiciones externas o internas.
17.- Describa el principio de la irretroactividad de la ley. Indique su régimen en el Código Civil (art. 3).

En principio, las nuevas leyes rigen para las relaciones jurídicas que nazcan con posterioridad a su entrada en vigencia.

Art. 3.según ley 17711: “a partir de su entrada en vigencia, las leyes se aplicarán aún a las consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes. No tienen efecto retroactivo, sean o no de orden público, salvo disposición en contrario. La retroactividad establecida por la ley en ningún caso podrá afectar derechos amparados por garantías constitucionales. A los contratos en  curso de ejecución no son aplicables las nuevas leyes supletorias”.

Cuando dice: “A partir de su entrada en vigencia, las leyes se aplicarán aún a las consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes”, implica una aplicación inmediata de la nueva ley,  no solamente a las futuras relaciones y situaciones jurídicas, sino a los efectos futuros de relaciones ya existentes. Todo ello,  si la nueva ley es imperativa (Son las leyes que prevalecen sobre cualquier acuerdo de voluntades de las personas sujetas a ellas, deben cumplirse aun cuando ambas partes prefieran no hacerlo. En algunos casos asumen forma de mandatos o de prohibiciones, es decir que no pueden dejarlas sin efecto por voluntad de las partes).  

Las leyes no tienen carácter retroactivo (a menos que eso mismo sea dispuesto) puesto que no se pueden quitar derechos respaldados por garantías constitucionales. Cuando dice: “la retroactividad establecida por la ley en ningún caso podrá afectar derechos amparados por garantías constitucionales”, es una advertencia al supuesto caso de que la ley misma marque irretroactividad, en amparo de las garantías constitucionales.

Y cuando dice: “a los contratos en curso de ejecución no son aplicables las nuevas leyes supletorias” (cuando puede ser dejada sin efecto por voluntad de las partes). Aplicación de la anterior. Se aplican las imperativas.

El hecho de la retroactividad parte de 2 supuestos:

1- No se puede cambiar el pasado, que ocurrió conforme al régimen legal entonces imperante. 

2- Si se cambiare el pasado, se entraría entonces a una etapa de inseguridad jurídica.

Sin embargo, ha de advertirse que no compromete el principio irretroactividad de la ley, la aplicación inmediata de la nueva ley a los efectos de las relaciones jurídicas pendientes que requerían de la fecundación del tiempo para ser producidos. 
18.- Defina persona jurídica y clasifique los tipos de personas jurídicas.

Junto a las personas de existencia visible o naturales, el derecho considera también sujetos de derecho a personas morales o colectivas, las llamadas “personas jurídicas”. Personas jurídicas son las entidades ideales reconocidas como sujetos de derecho por la ley, tal como lo estipula el art. 32: “Todos los entes susceptibles de adquirir derechos, o contraer obligaciones, que no son personas de existencia visible, son personas de existencia ideal, o personas jurídicas”.
Clasificación: La personalidad ideal subsiste en sustratos muy diferentes, tales como el Estado, la Iglesia Católica; o de otra finalidad: las fundaciones, las sociedades civiles o comerciales, etc.

Tal diversidad de entes reconocidos como “personas” del derecho, exige una conveniente clasificación de ellos para advertir las semejanzas y diferencias de régimen que pueden existir entre los mismos. Nuestro codificador practica una clasificación de estas personas bastante deficiente, lo que ha dado lugar a divergencias doctrinarias. El criterio de distinción es el origen de la entidad, ya que las de carácter público son creadas por un acto estatal (excepto la iglesia), y las de carácter Privado nacen de la voluntad de sus miembros o fundador.
Según el art. 33: Las personas jurídicas pueden ser de carácter público o privado.

Tienen carácter público:

1. El Estado Nacional, las Provincias y los Municipios.

2. Las entidades autárquicas: que son organismos descentralizados encargados de ciertos servicios públicos, se los dota de patrimonio propio, se gobiernan por sí mismas, y gozan de personería de derecho público puesto que son del Estado.

3. La Iglesia Católica: sólo la católica es de derecho público. Las demás pueden constituir personas de derecho privado o simples asociaciones. Tiene Personera propia:

- La Iglesia Católica como institución universal.

- La Iglesia Católica como organización nacional

- Las Diócesis

- Las Parroquias. 

Asociaciones de Economía Mixta: son de derecho público porque tiene origen en una ley y responden fundamentalmente a intereses de orden público. Formadas por capitales del estado y de particulares.

- Autonomía: capacidad para dictarse sus propias normas o autorregularse.

- Autarquía: Capacidad para auto administrarse.

Otras personas de carácter público (no estatal) porque desempeñan funciones directa o indirectamente vinculas con el estado son: Colegio de Abogado, entidades de Obras Sociales, etc. Que se crean por ley y tienen autonomía funcional y autarquía financiera.

También, las Universidades Privadas, ya que se rigen específicamente por una ley, si bien deben conseguir personería jurídica como asociaciones o fundaciones.

Tienen carácter privado:

1. Las asociaciones y las fundaciones que tengan por principal objeto el bien común (sin fines de lucro), posean patrimonio propio, sean capaces por sus estatutos de adquirir bienes, no subsistan exclusivamente de asignaciones del Estado, y obtengan autorización para funcionar.

2. Las sociedades civiles y comerciales o entidades que conforme a la ley tengan capacidad para adquirir derechos y contraer obligaciones (con fines de lucro), aunque no requieran autorización expresa del Estado para funcionar. Se incluyen otras entidades, como por ejemplo: el consorcio de propiedad horizontal.

19.- Desarrolle y distinga nulidad absoluta y nulidad relativa.

La distinción finca en la transgresión del orden público: así, la nulidad absoluta afecta a los actos que pugnan con el orden público, en cambio, la nulidad relativa alcanza a los actos inválidos que, por entrar en conflicto con el orden público, son reprobados por la ley en resguardo de un interés particular.

* Nulidades absolutas: Se encuentran reguladas en el art. 1047, que dice: “La nulidad absoluta puede y debe ser declarada por el juez, aun sin petición de parte, cuando aparece manifiesta en el acto. Puede alegarse por todos los que tengan interés en hacerlo, excepto el que ha ejecutado el acto, sabiendo o debiendo saber el vicio que lo invalidaba. Puede también pedirse su declaración por el ministerio público, en el interés de la moral o de la ley. La nulidad absoluta no es susceptible de confirmación”. Sus caracteres son:

1) Debe ser declarada de oficio: según dice el art. 1047, cuando aparece manifiesta en el acto; la declaración de nulidad es un imperativo para el juez, siempre que la nulidad sea manifiesta, ya que si el acto es anulable, ésta no puede ser declarada de oficio.

2) Puede ser articulada por el Ministerio Público: el fiscal es titular de la acción de nulidad, ya que a él está confiada la defensa de la sociedad, la moral y las leyes.

3) Puede alegar por todo aquel que tenga un interés: la acción está abierta a favor de todo el mundo, pues la pretensión de cualquiera condice la directiva de la ley tendiente a aniquilar un acto que ella reprueba por violar el orden público, bastando que el interesado justifique si interés legítimo.

Esta facultad está vedada a quien ha ejecutado el acto sabiendo, o debiendo saber, el vicio que lo invalidaba. Pero si el acto no fue ejecutado, es admisible que la nulidad se oponga (excepción de nulidad) aún por la parte torpe, que no estaría fundado un derecho en su propia torpeza, sino conservando una situación legítima preexistente.

4) No es susceptible de confirmación: la disposición es enteramente lógica, pues si la nulidad absoluta es la sanción civil más rigurosa, instaurada en salvaguardia del orden público, no es admisible que ella pueda desaparecer por un mero designio en ese sentido.

* Nulidades relativas: Dice el art. 1048: “La nulidad relativa no puede ser declarada por el juez sino a pedimento de parte, ni puede pedirse su declaración por el ministerio público en el solo interés de la ley, ni puede alegarse sino por aquellos en cuyo beneficio la han establecido las leyes”. Sus características son:

1) Declaración a pedido de parte: pues la declaración de oficio sería contradictoria del sentido tutelar que asume esta nulidad; sólo al propio interesado o a su representante incumbe decidir si le conviene impugnar el acto u optar por su mantenimiento.

2) No puede pedirlo el Ministerio Público: porque la nulidad relativa no está instaurada en función del interés general; subsidiariamente podría el Ministerio de Menores pedir la declaración, en caso de negligencia por parte del representante del interesado.

3) Sólo puede alegarse por quienes tienen un beneficio establecido por ley: con lo que se sienta un principio fundamental que domina toda esta materia. En efecto, la nulidad relativa se funda en la protección de un interés particular; ella tiene un beneficiario, un destinatario en cuyo favor opera la sanción legal.

Las personas que pueden interponer la acción son: el representante legal y los sucesores universales; quienes no pueden interponerla son: los sucesores singulares y los terceros, pero en el caso de éstos últimos, los acreedores pueden ejercerla por vía de las acciones subrogatoria y revocatoria.

4) La nulidad relativa es subsanable por la confirmación del acto.
20.- Indique cómo se cuentan los intervalos del Derecho.

Todas las actividades humanas están encuadradas en el tiempo, razón por la cual el Código Civil debe fijar ciertas normas que correspondan al transcurso de los plazos. El artículo 23 dice: “Los días, meses y años se contarán para todos los efectos legales por el Calendario Gregoriano”. 

* Plazos en días: de acuerdo con el Art. 24: “El día es el intervalo entero que corre de media noche a media noche; y los plazos de días no se contaran de momento a momento, ni por horas, sino desde la media noche que termina el día de su fecha”. Ejemplo: El 3 de enero se obliga a pagar una deuda dentro de 10 días. El plazo comienza a correr el día 4 y vencerá el día 13 a las 24 hs. No incluye el día inicial, pero si se computa el día final completo. La excepción a esta norma es la mayoría de edad.

* Plazos en meses y años: A este respecto, establece el Art. 25 del Código: “Los plazos de mes o meses, de año o años, terminarán el día que los respectivos meses tengan el mismo número de día de su fecha. Así, un plazo que principie el 15 de un mes, terminará el 15 del mes correspondiente, cualquiera que sea el número de días que tengan los meses o el año. Ejemplo: La obligación firmada el 20 de febrero a un mes de plazo, vence del 20 de marzo, sea cual fuera la cantidad de días que tengan los meses.

En caso de que la fecha inicial del plazo no tenga día correspondiente en el mes de vencimiento, el Art. 26 establece que el último día del plazo será el último día de ese segundo mes. 

* Plazos en horas: el código no prevé que el plazo pueda ser de horas y se suscita la duda de si contará hora por hora o por día. Lo que debe de hacerse es investigar cuál ha sido la intención de las partes al fijar un término de horas. Se computan horas, si se fija hora de inicio. Corren a partir de la notificación por horas. Cuando el plazo de las horas no corresponda a días completos, el plazo vencería con la última hora de tal, sin esperar a las 24 horas del día del vencimiento.

* Plazo de semanas: el codificador tampoco prevé los plazos semanales, pero tratándose de un lapso intermedio entre días y meses, no parece extraño que por analogía el plazo de semanas debe ser regido por los mismos principios establecidos en los Arts. 25 y 26. Otros dicen que deben computarse por el nombre de los días (Ej. lunes a lunes).

* Medio mes: debe computarse 15 días.

* Ocho días: debe computarse 8 dais completos, y no una semana.

Todos estos plazos que acabamos de mencionar, en concordancia con el Art. 27 del código, serán continuos y completos, debiendo siempre terminar en la media noche del último día; y así los actos que deben ejecutarse en o dentro de cierto plazo, valen si se ejecutan antes de la media noche en que termina el último día del plazo.

Los feriados pueden detener el transcurso del plazo sólo si son feriados nacionales. 

Los plazos legales, contractuales o judiciales, son días corridos, incluyendo feriados (art 28), y completos (hasta las 24 hs.). Los plazos procesales se cuentan sólo días hábiles.

El artículo 29 dispone: “Las disposiciones de los artículos anteriores, serán aplicables a todos los plazos señalados por las leyes, por los jueces, o por las partes en los actos jurídicos, siempre que en las leyes o en esos actos no se disponga de otro modo”. Desde el art. 23 los plazos tienen carácter supletorio, es decir que las partes pueden convenir que los plazos se computen en forma distinta (calendario Juliano).

21.- Defina hechos lícitos e ilícitos. Defina acto jurídico.

* Hechos lícitos: Son los que la ley no prohíbe, se despliega la libertad. De la que puede resultar alguna adquisición, modificación, o extinción de derecho (art. 898). Los actos lícitos, a su vez se clasifican en:

- Actos jurídicos: tiene como fin inmediato producir efectos jurídicos, establecer entre las personas relación jurídica, crear, modificar, transferir o extinguir derechos. Art. 944. Ejemplos: contrato, testamento, etc.

- Actos lícitos propiamente dicho, o “simples actos lícitos”: son los realizados con fines prácticos, culturales, deportivos, etc., sin intención de producir un efecto jurídico. Es la Ley que por si sola produce el efecto. Ej. El que escribe un libro por diversión, adquiere derechos de autor.
* Hechos ilícitos: Son los actos voluntarios o involuntarios reprobados por las leyes, que causan un daño imputable al agente en razón de su dolo o culpa. Son actos contrarios a la ley que atribuyen responsabilidad subjetiva (dolo o culpa) u “objetiva” (riesgo, garantía, equidad). 

Son:

- Delitos: son los actos ilícitos realizados con la intención de dañar (dolo)

- Cuasidelitos: son actos ilícitos cuyo autor no ha actuado con intención de dañar, pero el daño se ha producido porque él ha actuado inexcusablemente con culpa o negligencia.

De esta clasificación general surge la diferencia entre un acto y un hecho jurídico. Mientras que el primero es ejecutado necesariamente por el hombre, el segundo no.

Todo acto jurídico queda comprendido dentro del género de hechos jurídicos; en cambio, no todo hecho jurídico es un acto jurídico.

Los actos jurídicos son lícitos, mientras que los hechos pueden no serlo.
* Acto jurídico: El art. 944 dice: “Son actos jurídicos los actos voluntarios lícitos, que tengan por fin inmediato, establecer entre las personas relaciones jurídicas, crear, modificar, transferir, conservar o aniquilar derechos”, es decir, que produzcan efectos jurídicos. Esta definición es una elaboración de la ciencia jurídica universal.

22.- Indique qué se entiende por acto jurídico. Defina sus modalidades: condición, plazo y cargo.

Se denominan modalidades a ciertos elementos accidentales que alteran los efectos normales de dichos actos, ya tornando incierta la existencia de los derechos respectivos, ya postergando su ejercicio, ya gravando con obligaciones accesorias su adquisición. El acto jurídico es simple y puro cuando no se encuentra sometido a condición, plazo o cargo. Y es modal cuando está sometido a alguna de estas modalidades.
Tipos de modalidades:

Las tres especies de modalidades, que corresponden a esta condición son, por su orden:

a) La condición;

b) El plazo;

c) El cargo.

* La Condición: Se utiliza para significar distintos presupuestos, en principio se usa para expresar los requisitos o elementos esenciales que debe reunir un acto o un escrito, el art. 1012 expresa: “La firma de las partes es una condición esencial para la existencia de todo acto bajo forma privada...”. Con igual alcance se alude a las condiciones de validez de los instrumentos públicos.

Por condiciones de actos se entienden las diversas cláusulas que integran su contenido. En un tercer sentido se emplea el vocablo en la locución jurídica de las personas” para aludir a la condición general de ellas ante el derecho.

Finalmente, en el sentido técnico con que se lo usa en esta materia, la condición es la cláusula por la cual se subordina la adquisición o la extinción de un derecho a la realización de un hecho incierto y futuro. Por extensión, también se llama condición al hecho por el cual depende el efecto jurídico previsto.

* El Plazo: Es una modalidad de los actos jurídicos por el cual se posterga el ejercicio de los derechos a que se refiere. Por extensión, se denomina plazo al lapso que media entre la celebración del acto y el acaecimiento de un hecho futuro y necesario, al cual está subordinado el ejercicio o la extinción de un derecho. Es la cláusula en virtud de la cual se difieren o limitan en el tiempo los actos jurídicos.

* El Cargo: El cargo es una obligación accesoria y excepcional que se impone al adquirente de un derecho. Por ejemplo, el legado con el cargo de mantener a cierto pariente del testador. Mackeeldey dice que se entiende por modo (denominación romana) a toda decisión onerosa por medio de la cual el que quiere mejorara a otro limita su promesa, exigiéndole y obligándole a una prestación en cambio de lo que recibe.
23.- Distinga instrumento público de instrumento privado.

* Instrumento Público: Son los instrumentos otorgados con las formalidades que la ley establece, en presencia de un oficial público, a quien la ley le confiere la facultad de autorizarlo. El elemento dominante es el oficial público, que con su autoridad da fe de la seriedad del acto, y es por ello que la ley les reconoce “autenticidad”. No es requisito para todos los instrumentos públicos, dado que hay algunos casos legales donde no intervienen. La doctrina moderna afirma que lo que confiere a un instrumento la calidad de “publico”, es su autenticidad reconocida por la ley, más que la intervención del oficial publico.

El codificador no ha consignado una definición legal del instrumento público, la noción expuesta, que cuenta con la adhesión de todos los autores, resulta de la abstracción de los elementos comunes que presentan los diversos instrumentos públicos enumerados en el art. 979.

* Instrumento Privado: Son aquellos documentos firmados por las partes sin intervención del oficial público alguno; su característica finca en esta redacción del documento efectuada entre particulares y sin la presencia de otras personas fuera de los propios interesados.

* Fuerza probatoria: En el examen de la fuerza probatoria de los instrumentos, tanto privados como públicos, es menester distinguir lo concerniente al instrumento considerado en sí mismo y lo relativo al contenido del instrumento.

En cuanto al primer aspecto, el instrumento privado no prueba per se (por sí), porque carece por sí mismo de autenticidad. Esta es la diferencia sustancial que separa los instrumentos públicos de los privados, pues mientras los primeros están revestidos de autenticidad por la intervención del oficial publico que les comunica su carácter peculiar (bastando su exhibición en juicio, sin necesidad de ser reconocido por la otra parte); mientras que los privados, pasados entre los particulares, carecen de autenticidad por sí, por no saber de antemano si emanan de la persona a quien se atribuyen. De ahí la necesidad de establecer previamente la autenticidad del instrumento para poder apreciar después la eficacia probatoria de su contenido. Necesitan ser reconocidos (expresa o tácitamente) por la parte a la que se le atribuye, o en su defecto, ser comprobada judicialmente la autenticidad de la firma mediante las correspondientes pericias.

Los Instrumentos públicos tienen fecha cierta por sí, que es la que figura en el instrumento, siendo su fuerza probatoria la misma en relación a las partes y terceros.

Los Instrumentos Privados, una vez reconocidos, si bien tienen entre las partes la misma fecha del documento, para oponerlos a terceros la fecha cierta se debe adquirir por uno de los medios establecidos por la ley, y si no se obtiene, es inoponible a terceros.

24.- Desarrolle demencia como incapacidad de hecho. Indique quiénes pueden pedir su declaración. ¿Se puede omitir en el juicio el examen médico? ¿Por qué? Indique qué sanción le corresponde a los actos obrados sin intervención de sus representantes.

Son incapaces por demencia, las personas que por causa de enfermedades mentales, no tienen aptitud para dirigir su persona o administrar sus bienes. En nuestro Código se denomina “dementes” a los enfermos mentales en general. Se prefiere llamar “insano” al enfermo mental no interdicto, y “demente” para los así declarados.

La enajenación mental es una causa de incapacidad de justificación obvia, pues si al ser humano se lo reconoce como agente eficiente de las consecuencias jurídicas, ello es por la posesión de sus facultades espirituales que lo caracterizan y distinguen de los demás animales.

Por consiguiente, cuando por una enfermedad mental u otra causa el sujeto no resulta dueño de sus actos, lógicamente debería retirársele la capacidad. El fundamento de la interdicción radica en la necesidad de proteger al sujeto inepto para el gobierno de su persona y de sus bienes.

Los fundamentos, en el Código, se encuentran en los arts. 141 y 469. El art. 141 dice: “se declararán incapaces por demencia, las personas que por causa de enfermedades mentales no tengan aptitud para dirigir su persona o administrar sus bienes”. A su vez, el art. 469 dispone: “Son incapaces de administrar sus bienes, el demente, aunque tenga intervalos lúcidos...”.

El plexo normativo da lugar a un margen de incertidumbre, ya que Salvat concluye que nuestro Código requiere para la declaración de demencia que la enfermedad de la persona la hiciera incapaz para administrar sus bienes; a su vez, Orgaz agrega la ineptitud del sujeto, a causa de su insanidad, para dirigir su conducta general como otro presupuesto para declarar la incapacidad.

* Petición: Vélez dispuso en el art. 142: “La declaración judicial de demencia no podrá hacerse sino a solicitud de parte...”. Entonces surge la pregunta ¿quién puede o no pedir la declaración de demencia? El punto está considerado en el art. 144, que dice: “Los que pueden pedir la declaración de demencia son:

1. El esposo o esposa no separados personalmente o divorciados vincularmente;

2. Los parientes del demente;

3. El Ministerio de Menores;

4. El respectivo cónsul, si el demente fuese extranjero;

5. Cualquier persona del pueblo, cuando el demente sea furioso, o incomode a sus vecinos”.

Haremos algunas observaciones respecto de las personas enunciadas en el artículo mencionado:

a) Cónyuge no separado personalmente o divorciado: el primer interesado en la protección es el cónyuge, por eso se le acuerda el derecho, y también el deber, para asumir el cuidado de la persona y los bienes del insano y con ello la dirección exclusiva de la familia.

b) Parientes: la ley no distingue la calidad del parentesco ni los grados, pero Llambías considera que quedan comprendidos los parientes susceptibles de producir algún efecto jurídico, es decir, el parentesco colateral hasta el cuarto grado y por afinidad hasta el segundo grado.

c) El Ministerio de Menores: este es uno de los casos en que la ley le confiere una función de representación de la persona que protege. Pero el insano no es un incapaz hasta que no se lo declare tal, de modo que esta atribución emana no de los principios generales de la representación promiscua, sino de este precepto legal que le confiere personería para suplir cualquier situación de desamparo del enfermo.

d) El cónsul del insano extranjero: esta disposición ha recibido la crítica de toda la doctrina, pues carece de toda justificación. Todos los extranjeros reciben en nuestro país un trato igualitario.

e) Cualquiera del pueblo: esta es otra disposición carente de justificación, pues se atribuye el derecho de denunciar la insanía a un extraño. En el supuesto que se trata, la persona no inviste la calidad de denunciante, ni tiene los derechos de tal, sino que pone en conocimiento a la autoridad judicial, y que se proceda a dar vista al Ministerio de Menores para que haga suya la denuncia.

Con respecto a quiénes no pueden pedir la declaración de demencia, se entiende que son los socios, los acreedores o los simples amigos del insano, debido al carácter taxativo del art. 144; pero existen excepciones: la denuncia del propio insano, hecho en estado de lucidez, la denuncia del mandatario del insano, y el tutor del menor insano.

* Examen y dictamen médico: Como hemos dicho, el Código, como un recaudo de la decisión a adoptarse, supedita la posible declaración de interdicción al examen de los facultativos (art. 142). Por consiguiente, no es posible omitir la revisación de los médicos, aún cuando pareciera innecesaria por tratarse de una persona ya internada en un hospicio: se trata de un elemento constitutivo y esencial del debido proceso legal.

En cuanto al modo de designación de los peritos médicos, es asunto sujeto a la respectiva ley local de procedimiento, pero se ha entendido que procede la designación de un perito adicional propuesto por el insano, su defensor o por el tutor, no así si es propuesto por el denunciante.

* En cuanto a la validez de los actos obrados por el demente, es necesario estudiar si fueron realizados antes o después de la interdicción:

- Actos anteriores a la interdicción: Son los actos de quien, con posterioridad a la celebración del acto, es declarado demente y, el juzgamiento de esos actos, acontece luego de la sentencia o interdicción. Es decir, si la demencia a la época del acto no era notoria (pública), sólo se puede anular acreditando que se trataba de un acto a título gratuito o que el contratante era de mala fe.

En el Código, la sentencia de interdicción también ejercía cierta influencia sobre el pasado, haciendo nacer un periodo de “sospecha”, aún durante el juicio antes de la sentencia. Por tanto, es razonable invalidar los actos jurídicos efectuados por el insano, con la sola prueba de que fueron realizados luego de ser públicamente conocida la enfermedad mental.

El antiguo art. 473 expresaba: “Los actos anteriores a la declaración de incapacidad podrán ser anulados, si la causa de interdicción declarada por el juez existía públicamente en la época en que los actos fueron ejecutados”, esta disposición introducía una diversidad de régimen probatorio de la causa de invalidez, según que al tiempo de la impugnación del acto promediara o no la interdicción del autor del acto.

En suma, quien impugnaba el acto podía optar por prescindir de la sentencia, probando la ausencia de discernimiento en el “momento” del acto; o invocar la sentencia de interdicción, probando dos extremos de la norma: 1) la enfermedad se remonta a la “época” de la celebración del acto; y 2) que la enfermedad existía “públicamente” por entonces.

Pero el párrafo introducido por la ley 17.711, desbarata el sistema de nulidades antes mencionado, al agregar al art. 473: “... Si la demencia no era notoria, la nulidad no puede hacerse valer, haya habido o no sentencia de incapacidad contra contratantes de buena fe y a título oneroso”.

- Actos posteriores a la interdicción: Como provienen de un sujeto carente de capacidad, los actos jurídicos otorgados por el demente interdicto son nulos (art. 1041). A esto se refiere el art. 472, que dice: “Si la sentencia que concluya el juicio, declarase incapaz al demandado, serán de ningún valor los actos posteriores de administración que el incapaz celebrase”.

El precepto sólo alude a los actos de administración, pero ello no quiere decir que tengan valor otra clase de actos, pues todos ellos quedarían impedidos por los arts. 1040 y 1041, es que a  disposición expresa que les de valor, deben ser reputados “nulos” todos los actos patrimoniales e inclusive los extrapatrimoniales, inclusive los actos “personalísimos”.

Se les aplica la segunda parte del art. 473 (al decir “haya habido o no sentencia de incapacidad”) y esto da oportunidad al contratante que pueda probar que la nulidad no le es oponible acreditando: 1) que la demencia no era notoria; y 2) que el acto era oneroso (la buena fe se presume).

La notoriedad es el conocimiento de la demencia por las personas que lo trataban en forma habitual, que habitan en el lugar donde se domicilia o vive el insano, aunque no fuese conocida por la persona contra la que se deduce la nulidad.

1) Para la mayor parte de la doctrina los actos otorgados por los dementes son inválidos, pero difieren en cuanto a la índole de la invalidez y en cuanto al carácter de la misma, según sean otorgados antes o después de la interdicción. Si son anteriores son “anulables” y de “nulidad relativa”; pero si fueron practicados luego de la interdicción son “nulos” y de “nulidad absoluta”. Si bien es exacta, carece de fundamento sobre el carácter de la nulidad según la fecha del acto.

2) Orgaz opina que la nulidad de los actos obrados por insanos es siempre absoluta, porque ambos casos fueron hechos por alguien carente de voluntad. Llambías piensa que no hay ausencia de voluntad, sino falta de discernimiento.

3) Para la doctrina y la jurisprudencia recientes, los actos de los insanos son siempre de nulidad relativa, sea que hayan sido obrados antes o después de la interdicción.

25.- Defina violencia como vicio de los actos voluntarios. Indique sus requisitos.  Indique qué sanción corresponde a los actos jurídicos viciados de violencia.

* Violencia: Es la coerción grave, irresistible e injusta, ejercida sobre una persona para determinarla contra su voluntad a la realización de un acto jurídico.

* La violencia asume dos formas:

a) Violencia física o fuerza: es una voluntad manifiesta bajo una presión física irresistible.

b) Violencia moral o intimidación: consiste en una amenaza de un sufrimiento futuro aunque inminente.

* Fuerza: Según el art. 936: “Habrá falta de libertad en los agentes, cuando se emplease contra ellos una fuerza (física) irresistible”. Si el sujeto es reducido al estado de mero instrumento pasivo de otro por el empleo inmediato de una presión material irresistible, no puede hablarse de acto.

Entonces, la acción ejecutada contra el mismo no puede ser imputada al agente aparente, sino al agente real. En suma, el acto obrado bajo un constreñimiento corporal es un acto jurídico inexistente por falta de sujeto, lo que queda al margen de la teoría de las nulidades. Para otro auto es un caso de acto anulable de nulidad relativa.

* Violencia moral. Intimidación: Según el art. 937: “Habrá intimidación, cuando se inspire a uno de los agentes por injustas amenazas, un temor fundado de sufrir un mal inminente y grave en su persona, libertad, honra o bienes, o de su cónyuge, descendientes o ascendientes, legítimos o ilegítimos”.

Cuando se ejerce la coerción descripta, la voluntad del sujeto no desaparece, pero ella está viciada por resultar afectada la libertad del agente. Como la violencia se ha manifestado perturbada en su libertad la ley acuerda al sujeto el derecho de hacer funcionar la sanción de nulidad.

Para que exista intimidación se requiere:

a) Amenaza injusta: la amenaza es promesa de causa, eventualmente, un mal a alguien. Si el que amenaza se limita a prometer el ejercicio de su derecho (de forma no abusiva), no hay vicio de violencia (art. 939). El ejercicio abusivo de un derecho configura una amenaza injusta. Las amenazas deben provenir de otra persona, debe ser personal, aunque provengan de personas sin discernimiento.

b) Temor fundado a sufrir un mal: Según el art. 938: “La intimidación no afectará la validez de los actos, sino cuando por la condición de la persona, su carácter, habitudes o sexo, pueda juzgarse que ha debido racionalmente hacerle una fuerte impresión”.

Se trata de un juicio eminentemente circunstancial: cuanto más débil fuere el carácter de la persona amenazada, más se justifica que acuda la ley a su auxilio, admitiendo el vicio de la violencia, y con ello la nulidad del acto jurídico realizado.

c) Mal inminente y grave: inminente alude a la ocurrencia del daño en un lapso breve, casi inmediato, que imposibilita a la víctima recurrir a la autoridad para paralizar la amenaza o defenderse de ella. La “proximidad” debe interpretarse en el sentido de que basta con que el mal sea de realización probable.

La gravedad del mal se refiere a su magnitud con relación al valor que para la persona tiene el bien sobre el cual pende la amenaza. Mientras más valga para el agente el bien amenazado, más grave será el mal que pueda sufrir la víctima, independiente de los medios utilizados.

d) Puede recaer sobre el cuerpo o sobre los bienes del agente: no solamente puede afectar al agente (integridad corporal, dignidad, patrimonio), sino que también puede afectar a su cónyuge, descendientes, ascendientes legítimos o ilegítimos.

En el caso de la amenaza a un extraño, la cuestión que se plantea es que si puede constituir violencia moral el mal con que se amenaza a un tercero extraño al agente. A este respecto Vélez, en la nota al art. 937 dice que el artículo no es limitativo, que una amenaza de violencia contra una tercera persona produce en el agente una violencia moral, un temor. Basta que le produzcan un temor reconocible aunque se trate de personas no enumeradas en la ley.

El sentido del artículo, es que en el caso de las personas queridas, la violencia ejercida contra uno de ellos, producirá el mismo efecto que si hubiere sido contra la parte, mientras que respecto de otras personas, los jueces podrán resolver por las circunstancias del acto.

e) Causa Determinante: la violencia debe ser la causa determinante del acto, pues si éste se hubiera producido igual (con o sin amenazas) no se configura vicio de la voluntad.

* Efectos y sanciones derivadas de la violencia. El vicio de la violencia puede aparecer en dos situaciones:

1) Si se reúnen los caracteres: procede la aplicación de dos sanciones distintas e independientes: 

- Nulidad del acto. 

- Indemnización de los daños y perjuicios (si hay daño, aunque no se reúna los requisitos de la violencia).

La violencia de por sí implica un ataque a un derecho de la personalidad (la libertad) lo que deriva en un daño moral. 

Ambas acciones pueden deducirse conjuntamente o sólo una de ellas. La victima puede mantener la validez del acto, y demandar sólo por daños y perjuicios

2) Si faltan uno o más requisitos: la nulidad está fuera de cuestión, pero siempre es viable la reparación del perjuicio que no habría sufrido el damnificado de no promediar aquella violencia.

26.- Indique qué se entiende por dolo como vicio de los actos voluntarios. Indique sus requisitos, explicando cada uno. Indique qué sanción corresponde a los actos jurídicos viciados de dolo.

* El dolo designa las maniobras engañosas empleadas por una de las partes que vician la voluntad de la otra en la celebración del acto jurídico. Puede consistir en un acto positivo u omisivo, es decir que el dolo puede cometerse por acción u omisión. El art. 931 preceptúa: “Acción dolosa para conseguir la ejecución de un acto, es toda aserción de lo que es falso o disimulación de lo verdadero, cualquier artificio, astucia o maquinación que se emplee con ese fin”. Lo característico del dolo como vicio de la voluntad reside en el engaño que se emplea para decidir a alguien a la realización de un acto jurídico. En suma, el dolo es cualquier forma de engaño que se utiliza para determinar a una persona a celebrar un acto jurídico.

* Requisitos: Los requisitos que el dolo debe reunir para ser un vicio de la voluntad y ser causa de anulación del acto están indicados en el art. 932, que dice: “Para que el dolo pueda ser medio de nulidad de un acto es preciso la reunión de las circunstancias siguientes:

1. Que haya sido grave;

2. Que haya sido la causa determinante de la acción;

3. Que haya ocasionado un daño importante;

4. Que no haya habido dolo por ambas partes”.

* Que sea grave: debe ser apto para engañar a una persona que pone el cuidado corriente en el manejo de sus asuntos (que la persona no haya podido evitar ser inducida al error). El engaño debe tener la suficiente identidad como para hacer caer en él a una persona medianamente determinada. La gravedad debe juzgarse en relación a la condición cultural de la victima.

* Debe ser causa determinante: es decir, debe ser un dolo principal. Se reputa tal el engaño sin el cual (dolo) el acto no se hubiese realizado. Para apreciar si el dolo empleado ha movido o no a la víctima a efectuar el acto procede atender a las circunstancias y condiciones personales de ésta.

* Que ocasione un daño importante (material o moral): de significación para la persona que lo sufre, de lo contrario no habrá lugar para una sanción tan grave como es la nulidad del acto. Hace a la importancia del daño o efectos del engaño.

* No debe ser recíproco: pues si así fuera, el quejoso podría ser, a su vez, acusado por el contrario. No debe haber dolo entrecruzado por ambas partes. La justicia no puede entrar a discutir sobre las trampas que emplean los inescrupulosos. Se diferencia del “dolo común”, en el que ambas partes se ponen de acuerdo para engañar a un tercero.

* Efectos y sanciones derivadas del dolo: Las sanciones con las cuales la ley previene la realización de acciones y omisiones dolosas, y procura su remedio cuando ocurren. Estas sanciones varían según que el dolo reúna o no los requisitos (legales) antes examinados:

Cuando el dolo reúne todas las características, da lugar a dos sanciones: 

- La nulidad: fundada en el vicio de la voluntad; de nulidad relativa.

- La indemnización de daños y perjuicios: fundamentado en el acto ilícito. No debe reunir los requisitos de los vicios de la voluntad, salvo el de no ser reciproco.

Ambas pueden tener sujeto pasivo diferente. Las dos funcionan acumulativa o alternativamente, a opción del interesado. La víctima del dolo puede optar por dejar subsistir el acto en la plenitud de su eficacia y reclamar al propio tiempo los daños y perjuicios que la comisión del dolo le ha causado, tornando el dolo principal en incidental.

Las acciones son independientes, y se diferencian en cuanto a su prescripción: la acción de nulidad prescribe a los dos años, en tanto que la acción de indemnización, en un momento era de un año, pero con la ley 17.711 se establece el lapso anterior para ambas acciones.

Si el dolo no reúne todos o algunos de los requisitos, no da lugar a la nulidad del acto, pero siempre el damnificado podrá recurrir a la acción resarcitoria, a menos que él también haya incurrido en dolo. Si bien el damnificado podrá recurrir al resarcimiento de los daños y perjuicios que sean imputables al dolo, no podrá discutirse la validez del acto.

Si el dolo es recíproco, Ninguna de las partes puede aducir la nulidad o reclamar la indemnización de los perjuicios, pues si el dolo propio impide que se pueda invocar el dolo del contrario para anular el acto, los mismos motivos de orden moral se oponen a la indemnización, ya que habría que entrar a discutir la malicia de las partes.

La sanción de nulidad que recae sobre el acto viciado por el dolo se funda en el falseamiento de la intención que padece la persona engañada, la cual sólo ha consentido en razón de ese engaño. Por otra parte, si el fundamento de la nulidad fuese el hecho ilícito, la nulidad tendría que ser absoluta, pero es relativa.

27.- Defina sociedad, asociación y fundación.

* Sociedades: Son aquellas que tienen fines de lucro (la asociación es sin fines de lucro). No requieren autorización estatal, ya que se las considera una persona jurídica, y como tal, puede adquirir derechos. Tiene patrimonio propio y forman una entidad distinta de los miembros que la componen. Es un contrato mediante el cual dos o más personas aportan bienes para lucrar con el conjunto y dividir las utilidades obtenidas (art. 1648). Pero es un contrato peculiar que da origen a un sujeto de derecho que no se confunde con cada uno de los socios, y que es titular del patrimonio constituido con los bienes aportados por éstos.

* Fundaciones: Fundaciones o “establecimientos públicos”, son personas jurídicas que se constituyen por instrumento público, o privado (certificado por escribano público), o por testamento. Es una organización para la realización de un fin altruista, reconocida como sujeto de derecho, y que no consiste en una unión de personas. Según el art. 1º, ley 19.836: “Las fundaciones... son personas jurídicas que se constituyen con un objeto de bien común, sin propósito de lucro, mediante el aporte (patrimonial) de una o más personas, destinado a hacer posible sus fines”. La personalidad jurídica de las fundaciones depende del reconocimiento estatal u otorgamiento de la personera jurídica mediante decreto.

La Personería Jurídica tiene efecto retroactivo sobre los actos que la fundación haya realizado antes de otorgarle la personería.

* Asociaciones: do a las asociaciones o corporaciones sin fines de lucro, es decir que no se reparten ganancias entre los socios. Según Enneccerus es “una unión estable de una pluralidad de personas, independientes de su existencia del cambio de miembros, que tiene una constitución corporativa y un nombre colectivo, cuyos bienes son administrados por los mismos miembros. La asociación tiene, por lo tanto, miembros y administración propia.

28.- Distinga incapacidad de hecho de inhabilitación. Defina ambos conceptos.                                     Ejemplifique.

* Distinción: El inhabilitado tiene discernimiento, pero requiere asistencia para algunos actos, pero es capaz de derecho y de hecho, pues puede actuar en lo que no esté exceptuado, el fundamento es el amparo de su familia; en cambio, el incapaz carece de discernimiento, su persona es sustituida por un curador o tutor y sólo conserva los derechos personalísimos y los actos exceptuados por ley.

* Incapacidad de hecho: Enfoca el aspecto dinámico, es la carencia de aptitud para ejercer por sí mismo los derechos y obligaciones que se tienen. Es la carencia de aptitudes de las personas para actuar por si mismas en la vida civil. . Hace a la posibilidad de ejercer un derecho que se tiene, pero a través de sus representantes legales. Es mas propio hablar de incapaces que de incapacidad

Ejemplo: Los menores son capaces de derecho, pues pueden ser titulares de los más diversos derechos, por ejemplo el de propiedad. Supongamos que el menor Jacinto Wash, tiene la lamentable pérdida de sus padres, de los cuales hereda una importante fábrica en funcionamiento. Ahora bien, su plena capacidad de derecho le permite ser titular del derecho de propiedad sobre la mencionada fábrica. Ahora bien, su menor edad, no le va a permitir ejercer por sí solo el derecho de propiedad, administrando la misma, disponiendo el devenir del negocio, etc. Esto pues carece de capacidad de hecho, por carecer del discernimiento suficiente que requiere la ley para el ejercicio de los derechos propios.

* Inhabilitados: Los inhabilitados constituyen una categoría especial en el Código Civil, introducida partir de la ley 17.711. Ellos no son incapaces, son inhabilitados.

Existe una gama muy grande de trastornos mentales que, aun conservando su mente intacta, padecen inferioridades físicas (parálisis, ceguera, mudez, senilidad, etc.) o de trastornos de la voluntad o conducta (ebrios, toxicómanos, pródigos, etc.), que no fueron considerados en el Código Civil antes de la Ley 17.711. En estos casos, las personas están en situación de inferioridad para realizar actos jurídicos. La ley 17.711 no los coloca en la misma situación de los incapaces, pero sí los inhabilita, es decir, que pueden, generalmente, administrar sus bienes, pero no disponer de ellos sin la conformidad del curador que se les nombre, bajo el régimen de asistencia. Es el medio técnico escogido por el derecho para suplir las deficiencias psíquicas que adolecen ciertas personas médicamente normales, cuando estos defectos pueden traducirse en perjuicios patrimoniales para el sujeto, y consiguientemente para su familia.
29.- Desarrolle sobre el vicio de error. Indique sus requisitos, describa cada uno. Ejemplifique. Indique la sanción que corresponde a los actos viciados de error.

* Ignorancia y Error: El error es el falso conocimiento que se tiene de una cosa; ignorancia es la ausencia de conocimiento acerca de algo. La ley los trata unilateralmente y producen idénticas consecuencias jurídicas. El error o ignorancia no es solo causa de nulidad de los actos, sino también causa de inculpabilidad en la responsabilidad civil y penal.

* Clasificación del error: El error o ignorancia puede recaer sobre algún elemento de hecho relativo al acto o las circunstancias en que se realice (error de hecho), o bien puede versar sobre el régimen legal aplicable al acto o relación jurídica de que se trate (error de derecho).

* Error de hecho: Es el error o ignorancia que recae sobre algún elemento de hecho, sobre el estado de las cosas, que no se distinguen bien por fallas de los sentidos (haber visto u oído mal) o del intelecto (haber entendido mal). Relativo al acto o la circunstancia en que se realice.

Clasificación:

Planiol dice que el error puede ser de tres clases:

a) Error radical o error obstáculo: no vician la voluntad, sino que la destruyen enteramente, puesto que impiden la formación del acto: son los que recaen sobre la naturaleza del acto (error in negotio), o sobre la identidad del objeto (error in corpore). En ambos casos, el acto obrado resulta un acto jurídico inexistente por el desencuentro ocurrido entre las voluntades intervinientes.

b) Error esencial: tienen una gravedad media, si bien no impide la formación del acto, da lugar a la sanción de nulidad a instancia de la parte cuya voluntad resultó viciada por el error: son los errores in personam e in substantia, en estos casos, los actos son nulos de nulidad relativa.

c) Error accidental: dejan el acto intacto y válido, son los que versan sobre las cualidades accidentales de la cosa, sobre su valor, los motivos individuales del acto, etc.

Sistema del Código: El codificador simplificó la clasificación precedente, haciendo una distinción entre error esencial y accidental. El codificador no proporciona un criterio conceptual de los que debe entenderse por “error esencial”, sino que adopta un criterio enunciativo indicando los diversos casos que corresponden a este tipo, tales son:

a) Error sobre la naturaleza del acto jurídico (art. 924): la “naturaleza” es lo que define a un acto como perteneciente a un tipo o categoría. Ejemplo: te presto un libro (comodato) y usted cree que se lo regalo (donación). Si se equivocaron en la denominación del acto, pero se celebró el acto que se quiso celebrar, no hay nulidad.

b) Error sobre la persona (art. 925): corresponde al error sobre la identidad (no sobre el nombre), y el error sobre las cualidades personales. Quien pretenda la nulidad invocando error en las cualidades del sujeto, tendrá que probar que las cualidades que él creía en el otro sujeto, no solo no las tenía, sino que eran determinantes para el acto (ejemplo: donación).

c) Error sobre el objeto del acto (art. 927): anula el acto el error respecto al objeto sobre que versase, habiéndose contratado una cosa individualmente diversa de aquélla sobre la cual se quería contratar, o sobre una cosa de diversa especie, o diversa cantidad, extensión o suma, o diverso hecho.

d) Error sobre la cualidad sustancial de la cosa (art. 926): el error sobre la causa principal del acto, o sobre la cualidad de la cosa que se ha tenido en la mira, vicia la manifestación de la voluntad, y deja sin efecto lo que en el acto se hubiere dispuesto.

e) Error sobre la causa principal del acto (art. 926): es decir, sobre los motivos determinantes del acto, que figuran expresa o tácitamente en la intención de  las partes. Ejemplo: si alquilo un local para poner un bar y el dueño cree que es para poner una farmacia.

* Error excluyente de la voluntad: Es el que recae sobre la naturaleza del acto jurídico cumplido o sobre la identidad del objeto, a esos casos se refieren los arts. 924 y 927. El art. 924 dice: “El error sobre la naturaleza del acto jurídico anula todo lo contenido en él”.

Por su parte, el art. 927 señala igual consecuencia, al decir: “Anula también el acto, el error respecto al objeto sobre que versare, habiéndose contratado una cosa individualmente diversa de aquella sobre la cual se quería contratar, o sobre una cosa de diversa especie, o sobre una diversa cantidad, extensión o suma, o sobre un diverso hecho”.

Esta sanción de nulidad es superflua y engañosa: superflua, porque aún cuando la ley nada dijera, no por ello el acto podría tener valor y bastaría con probar el error de una de las partes; engañosa, por cuanto la nulidad tiene su régimen legal especial, todo lo cual no tiene aplicación tratándose de actos jurídicos inexistentes.

* Error esencial: Es aquel que vicia la voluntad de quien lo padece, y por ende, da lugar a la anulación del acto.

a) Error sobre la persona: Se encuentra reglado por el art. 925, que dice: “Es también error esencial y anula el acto jurídico, el relativo a la persona, con la cual se forma la relación de derecho”.

Alcance: Con respecto al alcance del error sobre la persona de aquel con quien se contrata no vicia el consentimiento, porque la mayor parte de las veces se contrata en vista de un resultado y no de una persona. Pero nuestro codificador, aún admitiendo este presupuesto, ha preferido poner a cargo de quien pretende mantener la validez del acto, no obstante el error incurrido respecto de la persona, la prueba de que ésta es indiferente para el resultado del acto.

Según el Código, el impugnante ha de probar sólo el error, correspondiendo a su adversario probar, para que no prospere la anulación, que la consideración de la persona ha sido indiferente, y que el acto se habría celebrado igualmente de haberse sabido la verdadera identidad o cualidad de la persona.

Materia de error: En cuanto a la materia del error, éste debe versar sobre la identidad de la persona, como sobre las cualidades de ella. Pero tratándose de estas últimas ya no cabe la dualidad mencionada, y por otra, la consideración de ella como causa determinante de la celebración del acto, quien quiera impugnar el acto por esta última razón tendrá que demostrar que fueron las cualidades personales que suponía existentes en la otra parte las que lo determinaron a celebrar el acto. El error sobre el nombre de la persona, si no se traduce en un error de identidad es irrelevante y no afecta la validez del acto.

b) Error sobre la sustancia: Este tipo de error no debe confundirse con el error sobre la identidad el objeto, aquí la cosa es la misma que se tuvo presente al celebrar el acto, pero hay una falla en cuanto a la cualidad sustancial que se esperaba encontrar en ella (art. 926).

* Error accidental: Todo error, fuera de los mencionados por la ley como errores esenciales, es meramente accidental o indiferente. Llamado así porque no ejerce influencia alguna sobre la suerte del acto, no puede invalidarlo por no llegar a constituir un vicio de la voluntad. Entre los errores accidentales es posible mencionar:

1) El que versa sobre alguna calidad accidental de la cosa, o sobre algún accesorio de ella (art. 928).

2) El que versa sobre el valor de la cosa.

3) El que recae sobre la persona cuando la consideración de ella es indiferente.

4) El que incide sobre los motivos individuales que se tienen para celebrar el acto.

5) El error material o de pluma, que es rectificable.

6) El error de cálculo.

7) El error que verse sobre la inexacta designación del contrato.

8) El error que incide sobre el nombre o apellido de la contraparte si no hay equívoco sobre la identidad.

9) El que recae sobre el nombre o descripción de la cosa, si esta es la misma sobre la que se quería contratar.

* Error de derecho: Es el error que versa sobre el régimen legal aplicable al acto o relación jurídica de que se trate. El art. 20 dice: “La ignorancia de las leyes no sirve de excusa, si la excepción no está expresamente autorizada por la ley”. Esta regla reposa en el carácter obligatorio de la ley, que se presume conocida por todos a partir de su publicación (art. 2).

Si se admitiese la invocación de la ignorancia de la ley para hacer una excepción a la aplicabilidad de ella se quebraría su obligatoriedad y con ella el carácter normativo que le corresponde: la ley dejaría de ser derecho.

Estas consideraciones explican lo dispuesto por el art. 923: “La ignorancia de las leyes, o el error de derecho en ningún caso impedirá los efectos legales de los actos lícitos ni excusará la responsabilidad por los actos ilícitos”.

30.- Desarrolle sobre los sordomudos interdictos, indicando el procedimiento, los requisitos, quiénes pueden pedir su interdicción y qué tipo incapacidad tienen.

Los sordomudos pueden ser declarados incapaces sólo si no saben darse a entender por escrito. No es relevante si se pueden comunicar por signos u otros medios.

Los sordomudos están en una situación de dificultad para desenvolverse, por ello, en ocasiones, resulta beneficiosa su declaración de incapacidad, que tampoco es automática (al igual que los dementes), por lo tanto requiere declaración judicial, lo mismo que para la rehabilitación, en su caso. A diferencia de los dementes, los sordomudos pueden casarse y nunca pueden ser internados, en cambio los dementes de ser necesario, pueden ser internados en establecimientos psiquiátricos y no pueden casarse. En la noción vulgar, los sordomudos, son aquellos que están privados del habla a causa de su sordera de nacimiento. En el concepto jurídico son los que no pueden hablar con los demás ni oír lo que se les dice, sin atender al origen de su deficiencia.

Tal situación los coloca en una posición de inferioridad respecto de sus semejantes, motivo por el cual desde antiguo se ha creado para ellos un sistema de protección, por el que se los incapacitaba. Modernamente se escogen otros procedimientos para alcanzar el amparo de quienes padecen esas deficiencias.

Procedimiento: Para verificar la ineptitud de los sordomudos se sigue un régimen y procedimiento semejante al dispuesto con relación a los insanos (dementes), tal como lo determina el art. 154: “Para que tenga lugar la representación de los sordomudos, debe procederse como con respecto a los dementes; y después de la declaración oficial, debe observarse lo que queda dispuesto respecto a los dementes”.

Por tanto, para incapacitar a las personas que se encuentran en estas condiciones hay que recurrir a un procedimiento judicial de análogas características al estudiado anteriormente. Con la diferencia del examen médico, que debe ser más amplio.

Finalidad del examen médico: Su finalidad está relacionada con la misma sordomudez, así dice el art. 155: “El examen de los facultativos verificará si pueden darse a entender por escrito. Si no pudieren expresar su voluntad de ese modo, los médicos examinarán también si padecen de enfermedad mental que les impida dirigir su persona o administrar sus bienes y en tal caso se seguirá el trámite de incapacidad por demencia”. Para la cátedra debe declararse la incapacidad por ambas. En cuanto al valor del dictamen médico, su eficiencia legal es la misma que la que tiene el dictamen que versa sobre la demencia.

* Requisitos de la interdicción: Para pronunciar la incapacidad de estas personas debe comprobarse: 

a) que ellas son sordas; 

b) que no saben o no pueden darse a entender por escrito. 

La ley no exige que se acredite la ineptitud del sujeto para el gobierno de sí mismo y el manejo de sus bienes.

Personas que pueden solicitar la interdicción: Son las mismas que pueden solicitar la declaración de demencia, como lo determina el art. 156, que prescribe: “Las personas que pueden solicitar la declaración judicial de la incapacidad de los dementes, pueden pedir la de la incapacidad de los sordomudos”. Debe aclararse que en el caso no cabe la acción popular que puede esgrimir cualquier persona, tratándose de un insano furioso.

* Condición jurídica: El art. 54, inc. 4, declara absolutamente incapaces, al igual que los dementes, a los sordomudos que no saben darse a entender por escrito. Concordantemente el art. 153 dispone: “Los sordomudos serán habidos por incapaces para los actos de la vida civil, cuando fuesen tales que no puedan darse a entender por escrito”. La terminología del Código no es uniforme, pues cambia de fórmula por la frase “no saber leer ni escribir”. Basta que sean sordomudos analfabetos para que pueda declararse su incapacidad.

La identidad de “status jurídico”, con los dementes, no es total. Existen cuatro diferencias fundamentales:

1) Los sordomudos son responsables de sus hechos ilícitos, porque no están privados de discernimiento, son incapaces de “expresión” y no de “comprensión”, en cambio, los dementes son irresponsables.

2) Los sordomudos pueden adquirir por sí mismos la posesión de las cosas, desde los 10 años, manifestando su voluntad por medio de signos. En cambio los dementes, no.

3) Los sordomudos interdictos pueden casarse, si pueden expresar su voluntad inequívoca de alguna manera, aunque no sea por escrito

4) No pueden ser internados privándolos de su libertad.

Efectos de la interdicción: La sentencia tiene por efecto la supresión de la capacidad de que gozaba hasta el momento de pasar el pronunciamiento en autoridad de cosa juzgada. Desde entonces el sujeto queda en la condición de un absolutamente incapaz, cuya representación es asumida por el curador que ha de nombrársele en el mismo acto.

El curador extiende su representación a todos los actos de la vida civil (art. 62), con la exclusión de los actos personalísimos; por tanto, salvo expreso facultamiento (matrimonio, testamento), el sordomudo queda impedido de realizar los actos personalísimos, en forma absoluta.

31.- Explique qué se entiende por nulidad. Clasifique, ejemplifique.

* Según la concepción clásica es una sanción legal que priva de sus efectos propios a un acto jurídico, en virtud de una causa existente en el momento de su celebración. Según Rivera es una sanción legal que priva a un acto jurídico de sus efectos propios o normales, por adolecer de defectos originarios, orgánicos (o intrínsecos) y esenciales, a través de un proceso de impugnación y declaración. El régimen de nulidad sólo se aplica a los actos jurídicos.

* Clasificación:

+ Actos nulos y actos anulables: El acto nulo es aquel invalidado inmediatamente por la ley “expresamente”, según la fórmula confusa del art. 1038; es lo que ocurre cuando la imperfección del acto es taxativa, rígida, determinada, insusceptible de más o de menos, cuando existe en la misma dosis en todos los actos de la misma especie.

El acto anulable resulta invalidado por la sentencia del juez que, apoyada en el principio de sanción establecido en la ley, aniquila sus efectos. Sólo se lo tiene por nulo desde el día de la sentencia que lo anula, conforme lo dispone el art. 1046: “Los actos anulables se reputan válidos mientras no sean anulados; y sólo se tendrán por nulos desde el día de la sentencia que los anulase”.

Acto nulo: - Art.1041: son nulos los actos jurídicos otorgados por personas absolutamente incapaces por su dependencia de una representación necesaria

- Art. 1042: son nulos los actos jurídicos otorgados por personas relativamente incapaces en cuanto al acto, o que dependiesen de la autorización del juez, o de un representante necesario

- Art. 1043: son nulos los actos otorgados por personas, a quienes el Código Civil le prohíbe el ejercicio del acto de que se tratase

- Art. 1044: son nulos los actos jurídicos en que los agentes hubiesen procedido con simulación o fraude presumido por la ley, o cuando fuese prohibido el objeto principal del acto, o cuando no tuviese la forma exclusivamente ordenada por la ley, o cuando dependiese para su validez de la forma instrumental y fuesen nulos los respectivos instrumentos.

Acto anulable: - Art. 1045: son anulables los actos jurídicos, cuando sus agentes obrasen con una incapacidad accidental, como si por cualquier causa se hallasen privados de su razón, o cuando no fuere conocida su incapacidad impuesta por la ley al tiempo de firmarse el acto, o cuando la prohibición del objeto del acto no fuese conocida por la necesidad de alguna investigación de hecho, o cuando tuviesen el vicio de error, violencia, fraude, o simulación; y si dependiesen para su validez de la forma instrumental, y fuesen anulables los respectivos instrumentos.

+ Nulidad manifiesta y no manifiesta: El vicio que obsta la validez del acto puede estar patente (a la vista) en el mismo o, por el contrario, estar oculto (disimulado), de modo que se requiera una investigación para ponerlo en relieve. Esta clasificación comprende a los mismos actos incluidos en cada categoría de la clasificación siguiente. Los actos nulos son los que adolecen de nulidad manifiesta, o patente; los actos anulables son, en cambio, los de nulidad no manifiesta, o latente.

Se encuentran reguladas por el art. 1038: “La nulidad de un acto es manifiesta, cuando la ley expresamente lo ha declarado nulo, o le ha impuesto la pena de nulidad. Actos tales se reputan nulos aunque su nulidad no haya sido juzgada”.

Ejemplos para diferenciarlos:

* Una venta hecha por un sordomudo interdicto: el acto es nulo, no puede el juez disponer otra cosa que su nulidad y basta con acreditar la interdicción (es patente).

* una venta hecha por un sordomudo no interdicto, que no sabe darse a entender por escrito. En este caso habrá que probar que el firmante es sordomudo, que no sabe darse a entender por escrito y que la incapacidad existía al momento de otorgar el acto. El juez puede apreciar la prueba, valorando y sentenciando a favor o en contra de la nulidad.

+ Nulidad absoluta y relativa: Esta clasificación es independiente de la distinción de los actos en nulos y anulables, ello se advierte en el fundamento y su funcionamiento de una y otra clasificación. Por el sentido y la gravedad del defecto y, en consecuencia, por el interés afectado con el acto, la sanción será absoluta o relativa. Es absoluta si el acto padece de un defecto esencial y permanente, por su parte, es relativa si el acto, al otorgarse, padece de un vicio que no es absolutamente sustancial y no es perdurable.

- Criterios para su distinción y consecuencias de éstas: Las nulidades absolutas y relativas se diferencian en dos puntos:

- Fundamento: La nulidad absoluta se diferencia de la relativa por el mayor rigor de la sanción legal de invalidez, calidad que a su vez, depende de que el acto afectado entre (directa o indirectamente) o no en conflicto con el orden público o las buenas costumbres. Ejemplo: actos con objeto ilícito o inmoral; actos formales carentes de forma legal, etc.

La nulidad relativa, sólo se establece para protección (resguardo inmediato) de un interés particular. Ejemplo: Los obrados por incapaces de hecho; los viciado de error, dolo, violencia, simulación, lesión; etc.

- Funcionamiento: La intensidad de la sanción de nulidad determina quiénes pueden aducir la invalidez del acto, si el acto es confirmable y si la acción de nulidad es renunciable o prescriptible:

1) La declaración del vicio en el acto puede ser declarada de oficio en el caso de una nulidad absoluta (y manifiesta) (art. 1047); no así en las nulidades relativas (art. 1048).

2) Si la nulidad es absoluta puede ser alegada por cualquier interesado (art. 1047), no así las nulidades relativas (art. 1048).

3) Las nulidades absolutas pueden ser alegadas por el Ministerio Público (art. 1047), no así las nulidades relativas (art. 1048).

4) La nulidad relativa puede salvarse confirmando el acto viciado (art. 1048), en cambio, la nulidad absoluta no (art. 1047).

5) La acción de nulidad relativa puede renunciarse, no así la de nulidad absoluta (arts. 19 y 872).

6) La acción de nulidad relativa es prescriptible (10 años art. 4023, y 2 años arts. 4030 y 4031); por su parte, la acción de nulidad absoluta es imprescriptible.

+ Nulidades virtuales: Dice el art. 1037: “Los jueces no pueden declarar otras nulidades de los actos jurídicos que las que en este código se establecen”. Esta disposición plantea la llamada cuestión de las “nulidades implícitas”, es decir, si la sanción de nulidad deba estar formalmente expresada en el texto, o si el intérprete puede descubrir alguna incompatibilidad entre la norma y la eficacia de cierto acto jurídico, de manera que quede excluida tácitamente la validez de éste.

El texto del art. 1037 del Código Civil. Su fuente:
Este artículo tiene su fuente en el art. 786 del Esbozo de Freitas, en donde se requería que la nulidad estuviese “expresamente” contemplada en una ley para ser dictada.

Interpretación de la doctrina:
En la doctrina nacional se alzaron dos posturas antagónicas:

a) Según Segovia, Llerena, Salvat, Llambías: nuestro ordenamiento jurídico no rechaza las nulidades virtuales, de manera que la sanción de nulidad resulta establecida expresa o implícitamente por el Código. Salvat argumente que el artículo no exige que la sanción de nulidad esté consignada en términos sacramentales y expresos.

Por su parte, Llambías argumenta tres razones: la desaparición del adverbio “expresamente”, incluido en el Esbozo, de nuestro Código; el injustificado temor derivado de las nulidades virtuales, porque los jueces siempre han desentrañado causas no explícitas de nulidad; por último, la incompatibilidad evidente de algunos actos con el ordenamiento jurídico.

b) Según Machado, Lafaille y Moyano: en nuestro derecho no hay nulidades implícitas; Machado argumenta que la fuente del art. 1037 exigía la sanción expresa de la nulidad, por otro lado, dice que dejar en manos de los jueces la apreciación de las nulidades puede trastornar la legislación civil. Moyano argumenta que la fórmula del artículo habla de nulidades que la ley establece, pareciéndole obvio que las nulidades implícitas no se establecen.

+ Nulidades totales y parciales: Esta clasificación, de muy escasa importancia, se refiere a la extensión de la sanción de nulidad, respecto del contenido del acto. El art. 1039 dispone: “La nulidad de un acto jurídico puede ser completa o sólo parcial. La nulidad parcial de una disposición en el acto, no perjudica a las otras disposiciones válidas, siempre que sean separables”.

- La nulidad parcial: Para que pueda funcionar la nulidad parcial, se requiere que el contenido del acto sea susceptible de división, sin que destruya la esencia del conjunto, es una traslación del concepto de divisibilidad de las cosas establecido por el art. 2326. La aplicabilidad del precepto supone la existencia de actos jurídicos complejos, en cuyo conjunto pueden distinguirse diversos actos jurídicos, cada uno de los cuales tiene objeto o agentes propios. En tal caso se presenta el problema de establecer en qué grado la nulidad de uno de los factores puede comportar la nulidad del conjunto. Esta clasificación ofrece interés en materia testamentaria, en la cual la nulidad de un legado, o de una institución de herederos, y otra cláusula, deja, en principio, subsistentes las disposiciones exentas de vicios (arts. 3630 y 3730).

Pero otra cosa ocurre con los contratos, ya que sus cláusulas constituyen un conjunto. Lo que se quiere no es una parte u otra aislada, se quiere el todo, tal como fue ajustado, así las cláusulas son los elementos, la condición del acto. Excepcionalmente puede darse en los contratos como por ejemplo: cláusulas de irresponsabilidad, que pueden declararse nula en los contratos de adhesión (seguros) sin afectar el contrato; en los contratos de locación, una cláusula que establezca un plazo menor al legal, pero la locación se mantiene por el plazo mínimo legal; etc.
32.- Desarrolle sobre el vicio de lesión en los actos jurídicos. Indique sus requisitos. Ejemplifique. Indique la sanción que corresponde.

*También llamada “lesión enorme”, se relaciona con el objeto de los actos jurídicos. Es el daño que en un acto jurídico a título oneroso, se deriva la falta de equivalencia entre lo que se da y lo que se recibe. La lesión no es un vicio de la voluntad, sino un vicio propio de los actos jurídicos, pues afecta la causa-fin moral. La victima da su consentimiento sin vicios, pero es explotada por el lesionante.

* Requisitos:

Surgen tres requisitos con sus respectivas pruebas:

a) Desproporción injustificada y evidente en las prestaciones (elemento Objetivo): la desproporción la aprecia el juez. Debe exceder toda medida de lo que habitualmente ocurre en los negocios, sin relación con las oscilaciones del mercado. Debe ser medida con valores al momento de la celebración del acto. Correspondiendo a quien alega el vicio, la prueba de la desproporción exagerada e injustificable.

b) Estado de necesidad, ligereza o inexperiencia del lesionado (elemento subjetivo de la víctima): la necesidad, re refiere a la penuria económica o a las situaciones de peligro y presión moral. Son condiciones externas.

La inexperiencia, está vinculada a la ignorancia, es decir a la falta de conocimiento para comprender el acto que se realiza. Se trata de ignorancia específica sobre la materia que trata el acto, y no a una ignorancia genérica.

La ligereza, se refiere a una carencia patológica, traducida como “insuficiencia mental” o física de la persona. 

También debe ser probado a quien le incumbe la prueba.

c) Explotación del estado de inferioridad por el lesionante (elemento subjetivo del lesionante): el lesionante sólo se aprovecha pasivamente (sin dolo), explotando la situación de la               inferioridad de la victima. Se presume en el caso de notable desproporción de las prestaciones, el demandado debe probar que el acto no implica explotación.
* Efectos:

La victima por lesión tiene dos acciones:

* La de nulidad: el acto lesivo origina una nulidad relativa susceptible de confirmación, renuencia posterior, etc. 

* La de reajuste o modificación del contrato: el lesionado, como titular de la acción, puede dejar subsistir el acto reclamando un “reajuste equitativo del convenio”. También el demandado por nulidad del acto lesivo puede defenderse (convertir el juicio) ofreciendo el reajuste equitativo, al contestar la demanda , determinando la modalidad de reajuste o dejándolo a criterio del juez, lo que muestra la particularidad de esta nulidad, que puede quedar cubierta por la actitud que asuma el causante del vicio. 

Pero a la inversa, si el lesionado sólo demanda la revisión equitativa del convenio, no puede el demandado reconvenir por nulidad, porque no es titular de esta acción. Para medir la desproporción de las prestaciones, los cálculos deben hacerse según los valores al tiempo del acto, lo que explica porqué se trata de apreciar si existió una falla en el origen del acto, siendo incomputable, en general, una lesión sobreviviente. Pero la ley exige que subsista una desproporción en el momento de la demanda.

El importe del reajuste se determina en la sentencia, debiendo ser según la ley “un reajuste equitativo”, es decir un monto menor, dejando un margen propio del riesgo de las operaciones.

33.- Enumere quiénes pueden ser inhabilitados según el Código Civil (art. 152 bis). Indique qué actos no pueden realizar (por sí) los inhabilitados.

* Los inhabilitados se encuentran enumerados en el art. 152 bis que dice: “Podrá inhabilitarse judicialmente:

1: A quienes por embriaguez habitual o uso de estupefacientes estén expuestos a otorgar actos jurídicos perjudiciales a su persona o patrimonio.

2: A los disminuidos en sus facultades cuando sin llegar al supuesto previsto en el artículo 141 de este Código, el juez estime que del ejercicio de su plena capacidad pueda resultar presumiblemente daño a su persona o patrimonio.

3: A quienes por la prodigalidad en los actos de administración y disposición de sus bienes expusiesen a su familia a la pérdida del patrimonio...”. Sólo procederá en este caso la inhabilitación si la persona imputada tuviere cónyuge, ascendientes o descendientes y hubiere dilapidado una parte importante de su patrimonio. La acción para obtener esta inhabilitación sólo corresponderá al cónyuge, ascendientes y descendientes. 

Se nombrará un curador al inhabilitado y se aplicarán en lo pertinente las normas relativas a la declaración de incapacidad por demencia y rehabilitación. Sin la conformidad del curador los inhabilitados no podrán disponer de sus bienes por actos entre vivos. Los inhabilitados podrán otorgar por sí solos actos de administración, salvo los que limite la sentencia de inhabilitación teniendo en cuenta las circunstancias del caso.

1. Ebrios consuetudinarios y toxicómanos (alcohólicos y drogadictos).

2. Personas disminuidas en sus facultades (físicas, intelectuales y mentales).

3. Pródigos.

* La capacidad del inhabilitado se encuentra limitada por los actos determinados por la sentencia de inhabilitación, que no pueden hacerlos sin la conformidad del órgano contralor. En general se trata de actos de disposición, pues conllevan la modificación del patrimonio, fundamento del instituto. Veámoslos por separado:

Actos prohibidos

- No pueden disponer de sus bienes por actos entre vivos (los actos para después de muerto sí los puede realizar sin intervención del curador). Ahora bien, los actos entre vivos no los puede realizar si son de disposición: los actos de disposición son aquellos que implican un cambio o modificación sustancial en el patrimonio, por ejemplo, la venta de los bienes, la hipoteca sobre un inmueble, la compra de un auto, etc. Estos actos que sí exponen a un riesgo importante al patrimonio, es necesario que los realicen con conformidad del curador.

- No pueden aceptar ni repudiar herencia, salvo conformidad del curador.

- Suspensión del ejercicio de la patria potestad (salvo los pródigos), hasta que sea rehabilitado. 

Actos permitidos

- Actos de administración: al inhabilitado no se le afecta su capacidad de administrar sus bienes. Administrar quiere decir por ejemplo: hacer pagos, cobrar alquileres, contratar alquileres, realizar arreglos, reformas sobre sus bienes, etc. ¿Por qué se les mantiene esta posibilidad de administrar? Pues bien, ello es porque administrando no ponen en peligro sus bienes y al ser éste el fundamento de la inhabilitación, no se les prohíbe este tipo de actos. Ahora bien, puede haber algún acto excepcional de administración que ponga en peligro el patrimonio o que implique una pérdida grave, por ejemplo si el inhabilitado administra una fábrica y ésta incrementa notoriamente sus pérdidas y deudas a raíz de la conducta del inhabilitado y ello lo expone a la pérdida total de la fábrica. En esos casos excepcionales, el juez debe en la sentencia, especificar qué actos de administración le son prohibidos, pero insistimos: el principio general es que son actos permitidos.

34.- Desarrolle sobre el vicio de simulación. Indique las acciones posibles. Indique la sanción que corresponde a los actos simulados y sus efectos.

* Existe una noción vulgar que define a la simulación como el concierto de dos o más personas para dar a una cosa la apariencia de otra, siendo su finalidad el engaño. Ferrara la define como “la declaración de un contenido de voluntad no real, emitido conscientemente y de acuerdo entre las partes, para producir con fines de engaño la apariencia de un negocio jurídico que no existe o es distinto de aquél que realmente se ha llevado a cabo”.

Nuestro codificador nos da una noción descriptiva de la simulación en el art. 955: “La simulación tiene lugar cuando se encubre el carácter jurídico de un acto bajo la apariencia de otro, o cuando el acto contiene cláusulas que no son sinceras, o fechas que no son verdaderas, o cuando por él se constituyen o transmiten derechos a personas interpuestas, que no son aquellas para quienes en realidad se constituyen o transmiten”.

* Caracteres del acto simulado: La extraordinaria multitud de formas que suele adoptar la simulación hace difícil encontrar caracteres comunes a todas ellas, pero es posible delinear los más generales:

1) Declaración de la voluntad oculta (no real): que está reservada entre las partes y es la que expresa la verdadera voluntad de ellas. O sea, un acto aparente, detrás del cual se oculta la verdadera voluntad de las partes. Lo que da carácter de simulación es el “acuerdo simulatorio”, porque la discordancia entre la voluntad interna y la manifestación exterior, es “acordada” entre las partes.

2) Provocar un engaño: aunque el engaño sea inocente o inocuo por no producir daño, porque engañar no es sinónimo de perjudicar. El engaño no siempre supone un daño, puesto que algunas simulaciones son perfectamente inocuas. 

3) Común acuerdo entre las partes: se hace con el propósito de engañar a un tercero. Pero éste no es un requisito esencial de la simulación, a veces no existe acuerdo entre las partes, sino de una de ellas con un tercero para engañar a la otra parte. Se ha negado que en esta hipótesis exista simulación, pero esta opinión es insostenible, por el juego del art. 955.

* Clases de simulación:

La doctrina y el Código dividen la simulación en:

1) Simulación absoluta: Dice el art. 956: “La simulación es absoluta cuando se celebra un acto jurídico que nada tiene de real...”; es decir, las partes constituyen una pura apariencia, vacía de sustancia. Corrido el velo de la simulación, detrás no hay nada. En realidad, las partes no quieren realizar acto alguno. Ejemplo: la venta ficticia que hace de sus bienes el deudor para burlar a sus acreedores que se verán impedidos de hacer efectivos sus créditos hasta que la simulación se declare.

2) Simulación relativa: el art. 956 sigue diciendo: “... y relativa cuando se emplea para dar a un acto jurídico una apariencia que oculta su verdadero carácter”, encubre la verdadera naturaleza del acto. En tal supuesto, concurren dos actos, uno irreal o ficticio, que es el acto ostensible y simulado; el otro es el acto serio o disimulado (real). Este último con la intención de producir efectos jurídicos. Corrido el velo de la simulación, queda atrás otro acto. 

Pero entonces la inexistencia jurídica del acto simulado, con tal que no viole la ley, ni perjudique a terceros (art. 958). Esta sería “simulación relativa total”.

Ejemplo: venta que oculta una donación. Otro ejemplo, A desea ausentarse durante un tiempo largo, y para no trabar la eficiente administración de sus bienes, los vende ficticiamente al administrador B cuyas facultades no podrán ser así discutidas, cualquiera sea la índole de los actos que ulteriormente realice. De esta manera se presentarán simultáneamente dos actos: uno ficticio, inexistente, es la venta o acto simulado; el otro real, efectivo es el mandato o acto disimulado. Naturalmente las partes se regirán por este último.

En la simulación relativa parcial, lo simulado no es el acto en su totalidad, sino que lo fingido recae sobre uno de los elementos o cláusulas del contrato (precio, etc.), pero sin alterar la sustancia del acto. En estos casos de simulación parcial, los efectos son limitados, no conducen a la nulidad, pues entre las partes el resto del acto es real y debe cumplirse. Solo se acomoda el acto a las cláusulas reales.

3) Simulación lícita e ilícita: El art. 957 advierte: “La simulación no es reprobada por la ley cuando a nadie perjudica ni tiene un fin ilícito” (tal es el caso de los negocios fiduciarios, o de muchos actos en que el móvil de la ficción ha sido una razón de discreción, o inclusive de modestia). De ahí se sigue, “a contrario sensu”, que es ilícita cuando perjudica a terceros o cuando tiene otro fin ilícito. Como se ve, el carácter lícito o ilícito de la simulación depende del fin para el cual se emplea, aunque se ha dicho que la simulación en sí misma es neutra, ni buena ni mala, incolora.

* Acción de simulación: La acción de simulación es la que compete a las partes del acto simulado o a los terceros interesados, a fin de que se reconozca judicialmente la inexistencia del acto ostensible, y con ello queden desvanecidos los efectos que se imputan a dicho acto. La acción puede oponerse por vía de acción o por vía de excepción como defensa (arts. 1058), en juicio ordinario, ya que es la forma procesal más común y de mayores garantías, que sigue la tramitación de un juicio declarativo. En el caso de la simulación relativa se persigue la modificación de las cláusulas del acto.

- Acción entre las partes:

Cuando la simulación es lícita cada una de las partes tiene siempre la posibilidad de obtener la declaración e inexistencia del acto simulado. Este principio se deduce de la propia naturaleza de acto simulado.

Otra cosa ocurre tratándose de la simulación ilícita, pues no constituye un recurso legítimo al que puedan acudir las partes (art. 959). La doctrina y la jurisprudencia han visto en ello una regla general pero no absoluta, en concordancia con otras que se apoyan en la prohibición de invocar la propia torpeza.

Esta última comprensión se funda principalmente en el art. 960, que autoriza a los jueces para conocer el contradocumento y la simulación, cuando ésta fuere lícita y el contradocumento se hiciese para dejar sin efecto el acto simulado.

En suma, como regla general, las partes carecen de acción alguna el uno contra el otro si se trata de simulación ilícita. Por excepción, la tienen si ellas no se proponen consumar el acto ilícito, ni aprovecharse de él, sino repararlo destruyendo las apariencias lesivas de los derechos ajenos.

La ley 17.711, mediante la reforma al art. 959, aclaró el sistema legal en los siguientes términos: “Los que hubieren simulado..., no pueden ejercer acción alguna el uno contra el otro, sobre la simulación, salvo que la acción tenga por objeto dejar sin efecto el acto y las partes no puedan obtener ningún beneficio de la anulación”.

. Prueba. El contradocumento: Según una doctrina muy difundida, las partes del acto simulado no pueden, en principio, probar la simulación sino mediante el respectivo contradocumento, entendiendo por tal la constancia escrita del verdadero carácter del acto simulado.

. Exigibilidad: La exigencia del contradocumento intenta apoyarse en las subsiguientes consideraciones:

1) Sería una exigencia de la estabilidad jurídica, que podría resultar quebrantada por una fácil admisión de pruebas destinadas a desvirtuar los contratos más seriamente formalizados.

2) Se alega la fe que merecen los instrumentos públicos, y por extensión, los privados (art. 1026), para deducir esa calidad, la imposibilidad en que se encontrarían las partes de probar en contra del instrumento donde consta el acto simulado.

3) Se invoca lo dispuesto por el art. 960, que dice: “Si hubiere sobre la simulación un contradocumento firmado por alguna de las partes, para dejar sin efecto el acto simulado, cuando éste hubiera sido ilícito, o cuando fuere lícito, explicando o restringiendo el acto precedente, los jueces pueden conocer sobre él y sobre la simulación, si el contradocumento no contuviese algo contra la prohibición de las leyes, o contra los derechos de un tercero.

Sólo podrá prescindirse del contradocumento para admitir la acción, si mediaran circunstancias que hagan inequívoca la existencia de la simulación”.

Por su parte, el art. 996 establece: “El contenido de un instrumento público puede ser modificado o quedar sin efecto alguno por un contra-instrumento público o privado que los interesados otorguen; pero el contradocumento privado no tendrá ningún efecto contra los sucesores a título singular, ni tampoco lo tendrá la contraescritura pública, si su contenido no está anotado en la escritura matriz, y en la copia por la cual hubiese obrado el tercero”.

4) Finalmente, se aplica el régimen probatorio en materia de contratos, exigiéndose la prueba escrita (arts. 1191 y 1192), opinión no compartida por Llambías.

La ley 17.711 hizo el siguiente agregado al art. 960 “...Sólo podrá prescindirse del contradocumento para admitir la acción, si mediaran circunstancias que hagan inequívoca la existencia de la simulación”. Esto significa que aún cuando entre las partes la procedencia de la acción de simulación está subordinada a la exhibición del respectivo contradocumento, ese principio no es absoluto. La clave del asunto está en lo inequívoco de la convicción que se puede transmitir al juez acerca de la simulación denunciada. En la práctica ello significa que la ausencia del contradocumento hace presumir la sinceridad del acto mientras no se pruebe inequívocamente lo contrario.

. Efectos: La declaración judicial de la simulación verifica la inexistencia del acto, carente de un consentimiento efectivo, con todas las consecuencias materiales que corresponden a esta sinceración de los hechos. Naturalmente, esas consecuencias serán diversas según la especie de simulación empleada. Si se trata de una simulación absoluta, la declaración deja a las partes en la misma situación jurídica preexistente a la simulación (sus derechos deben retrotraerse al estado en que se hallaban antes del acto simulado), no pudiendo invocar el art. 1053, para conservar los frutos recibidos de la cosa, ya que esta norma tiene en cuenta los actos anulables, lo que no reviste la simulación. Tratándose de una simulación relativa total, la declaración judicial desvanecerá el acto simulado, pero, al mismo tiempo, dará eficacia al acto oculto (real), con todos sus efectos, siempre que el acto real no sea declarado nulo. Si la simulación era relativa parcial, solo se acomoda la cláusula impugnada a la realidad, con todos sus efectos. En todos los casos, el accionante puede demandar los daños y perjuicios emergentes del acto ilícito.

- Acción ejercida por terceros: Debemos tener en cuenta si la simulación es lícita o ilícita. Si la simulación es lícita los terceros carecen de acción para verificar la inexistencia del acto simulado, pues sin interés no hay acción. En cambio, cuando ella es ilícita, los terceros pueden demandar la declaración de simulación, es el ejemplo de los acreedores del aparente enajenador de bienes. Por lo tanto, sólo procede cuando la simulación es ilícita.

La acción de simulación compete a los terceros interesados por derecho propio y no por vía de subrogación. De aquí surgen dos consecuencias importantes:

a) El demandado no puede hacer valer contra el accionante de las defensas que tuviese contra la otra parte; por el contrario, podría aducir esas defensas si el demandante ejerce la acción subrogatoria en nombre de su deudor.

b) El demandante puede recurrir a toda clase de medios de prueba para comprobar la simulación; en cambio, si actuase por vía de acción subrogatoria, en principio, debería aportar la prueba del contradocumento, a menos que las circunstancias hagan inequívoca la simulación.

. Carácter: La acción de simulación ejercida por los terceros reviste el carácter de acción patrimonial. En efecto, quien demanda la simulación busca la verificación de que tales o cuales bienes subsisten en el patrimonio de su deudor, pese a la apariencia contraria.

Con ello, se procura la reconstrucción de la prenda de los acreedores, constituida por el patrimonio del deudor, a fin de hacer factible el cobro del crédito de que se trata. El carácter patrimonial de la acción justifica que ella pueda ejercerse por toda clase de acreedores.

. Efectos:

La simulación da lugar a dos consecuencias principales:

1) En primer lugar, la declaración de la simulación verifica la inexistencia del acto ostensible. Aquí se sigue la posibilidad de que los acreedores del enajenante ficticio ejecuten los bienes de su deudor, que no han salido del patrimonio de éste (en el caso de que los bienes hayan sido enajenados, deben ser restituidos). Por otra parte, esta posibilidad favorece a todos los acreedores del enajenante aparente y no sólo al que ha promovido el juicio de simulación.

2) En segundo lugar, la simulación ilícita constituye una especie de acto ilícito que compromete la responsabilidad de los autores del acto simulado por los daños y perjuicios sufridos por los terceros a consecuencia de la maniobra engañosa.

Esta responsabilidad se hace efectiva especialmente cuando la declaración de inexistencia del acto simulado es infructuosa por haber sido enajenados los bienes del propietario aparente. La responsabilidad de las partes del acto simulado es solidaria, como corresponde a la calidad de autores de un delito civil (art. 1077 y 1081).

* Subadquirientes: La acción de simulación no tiene efecto sobre el subadquirente a titulo oneroso de buena fe. Pero si el subadquirente fuera a titulo gratuito, la nulidad por simulación del acto le es oponible y debe restituir el bien.

35.- Explique el régimen jurídico del menor emancipado, indicando los modos de emancipación. Indique qué actos pueden realizar libremente los menores emancipados, los actos que pueden realizar con autorización judicial y los actos que no pueden realizar ni siquiera con autorización judicial.

Es la institución por la cual los menores de edad quedan liberados de la incapacidad que pesa sobre ellos con anticipación a la mayoría de edad. Es una declaración anticipada de capacidad restringida.

Los supuestos de emancipación civil son:

a) Por matrimonio: si el menor se casa a los 18 años los varones y las mujeres a los 16 años.

b) Por habilitación de edad: cuando con su consentimiento y por decisión de quienes ejercen sobre ellos alguna autoridad, el menor se ve investido de plena capacidad.

* Emancipación por matrimonio: Es la que adquiere una persona menor de edad, cuando contrae matrimonio. El fundamento de la emancipación radica en la incompatibilidad del estado de esposo con la sujeción del mismo a la patria potestad o tutela. Además, para quien asumió la responsabilidad de fundar una familia debe desenvolverse sin trabas en el orden patrimonial. El matrimonio extingue automáticamente la patria potestad. Es “legal”, es decir que opera de pleno derecho, sin necesidad de declaración especial.

Requisitos: Los requisitos para adquirir la emancipación son:

a) Tener edad hábil para contraer nupcias, que es de 18 años para el varón y de 16 para la mujer;

b) Haber celebrado matrimonio, según el art. 131.

La autorización de los representantes legales para casarse (que se requiere aunque los menores estén emancipados por habilitación de edad), no es un requisito para emanciparse. La única sanción que prevé la ley para estos casos, es que no tendrán hasta los 21 años la administración y disposición de los bienes recibidos o que recibieren a titulo gratuito, continuando respecto de ellos el régimen legal vigente de los menores (patria potestad).

* Emancipación por habilitación de edad: Llamada también emancipación “dativa” (la puede obtener el menor a los 18 años de edad). De lo dicho en el art. 131, se pueden extraer cinco requisitos, los cuales se pueden agrupar en:

a) Requisitos materiales: que se refiere a las personas requeridas, que son:

1) Consentimiento del menor: la doctrina y la jurisprudencia han visto la conveniencia de exigir el consentimiento del menor, pues su omisión entraña el peligro de colocarlo al frente de una serie de responsabilidades frente a las cuales puede no sentirse capacitado.

2) Voluntad paterna: la cual debe entenderse el consentimiento de ambos padres (patria potestad). El menor no esta habilitado para solicitar al juez su propia emancipación.

3) Sentencia (habilitación) judicial: a pedido del tutor o del curador.

b) Requisitos formales: se refieren al instrumento y su inscripción:

1) Instrumento público: en el caso de habilitación paterna, que deberá inscribirse en el Registro Público.

2) Sentencia judicial: también debe ser registrada en el citado Registro. Y a partir de ahí es oponible a terceros.

Si el menor está bajo tutela, la autorización debe darla el juez, ya sea a pedido del tutor o del propio menor, y la sentencia debe inscribirse en el registro civil para que tenga efectos contra terceros.

* Régimen Jurídico: La emancipación causa la extinción de la patria potestad y de la tutela, así como de la incapacidad que pesaba sobre el menor. Pero a pesar de esto, la situación del emancipado no es la misma que la del mayor de edad, pues si bien ambos gozan de plena capacidad, el emancipado ve modificada su capacidad por los arts. 134 y 135.

Por lo expuesto podemos decir que el emancipado es capaz por regla general, e incapaz por excepción, respecto de ciertos actos patrimoniales.

- Prohibiciones absolutas: El nuevo art. 134 dice: Los emancipados no pueden ni con autorización judicial:

1. Aprobar cuentas de sus tutores y darles finiquito: el tutor, ante la emancipación debe dar cuentas de todo lo hecho durante sus funciones y definir la situación patrimonial del menor. El menor debe dar su conformidad a esta rendición. Pero, para evitar que el menor, bajo influencia moral del tutor, se vea obligado a prestar conformidad, la aprobación de la rendición deberá hacerla el juez de la tutela.

2. Hacer donación de bienes que hubiesen recibido a título gratuito.

3. Afianzar obligaciones.

4. No pueden ser fiadores: comprende la prohibición de constituir garantías reales por obligaciones de terceros.

Algunos autores consideran que los menores emancipados son inhábiles para el desempeño de la tutela y la curatela (art. 389, inc. 1º). Llambías comparte la opinión de Borda en el sentido de que tal prohibición no alcanza a los menores emancipados que están habilitados para todos los actos de la vida civil, salvo los expresamente exceptuados.

- Prohibiciones relativas: Son relativas porque la prohibición puede evitarse con la conformidad del cónyuge mayor de edad o, en su defecto, con autorización judicial aplicándose el régimen de asistencia.

El art. 135 dice: “Los emancipados adquieren capacidad de administración y disposición de sus bienes, pero respecto de los adquiridos por título gratuito antes o después de la emancipación, sólo tendrán la administración; para disponer de ellos deberán solicitar autorización judicial, salvo que mediase acuerdo de ambos cónyuges y uno de éstos fuere mayor de edad”.

El sistema elaborado significa para los emancipados un completo desamparo, para Llambías habría sido más prudente no abandonar la enunciación de restricciones que contenía el antiguo art. 135 (venta o hipoteca de bienes, enajenación de títulos o acciones, actuación en pleito civil, etc.). No obstante, hay una restricción precisa que subsiste y que es la cesión de crédito (art. 1440).

- Criterio para acordar la autorización judicial: Según el art. 136: “La autorización judicial no será dada sino en caso de absoluta necesidad o de ventaja evidente, y las ventas que se hicieren de sus bienes, serán siempre en pública subasta”.

Este precepto contiene una directiva para los jueces, indicándoles que no deben acordar su autorización sino cuando la necesidad de realizar el acto en cuestión fuere “absoluta” o la ventaja para los intereses del emancipado fuere “evidente”. En cuanto a la forma de llevar a cabo la enajenación de bienes, será imperativa la subasta judicial, y sólo cuando mediaren graves razones podrá optarse por la venta privada.

En síntesis, y tendiendo en cuenta que el menor emancipado es básicamente capaz y puede realizar todos los actos que no le fueren prohibidos, podemos remarcar que pueden administrar todos sus bienes, aun los adquiridos a titulo gratuito. 

En cuanto a los actos de disposición, pueden disponer de todos los bienes adquiridos a titulo oneroso. Si son adquiridos a titulo gratuito, podrá disponer de ellos si media acuerdo del otro cónyuge mayor de edad o autorización judicial; debiéndose recordar que no se puede donar lo recibido a titulo gratuito, ni aun con autorización judicial.

Los menores emancipados no pueden aceptar o repudiar herencias sin autorización del cónyuge mayor o el juez.

36.- Desarrolle sobre el vicio de fraude. Indique la acción que corresponde. Indique la sanción que corresponde a los actos fraudulentos y sus efectos.

* 1) Arauz Castex: El acto fraudulento de enajenación de bienes o de renuncia de adquirirlos, realizados a sabiendas de que causa o agrava la insolvencia del agente en perjuicio de sus acreedores. Por lo tanto, el fraude es un vicio de que adolece el acto, que alude a la malicia con que se ha realizado.

2) Llambías: Cuando una persona insolvente enajena bienes a fin de sustraerlos a la ejecución de sus acreedores.

Existen dos clases o formas de fraude:

1) Fraude a los acreedores, que es un vicio propio de los actos jurídicos.

2) Fraude a la ley, que no tiene regulación especifica en el Código Civil.

Fraude a los Acreedores, es el vicio que adolece a los actos válidos y reales (no simulado). Es la acción mediante la cual una persona agravó u origina su insolvencia, para evitar así el pago a sus acreedores. El vicio consiste en que el deudor no ha respetado la garantía de sus acreedores (recordamos que el patrimonio es la prenda común de los acreedores), obrando de mala fe al provocar o agravar su insolvencia, en perjuicio de los acreedores.

* Acción revocatoria: También llamada “pauliana”, tiene por fin obtener que se revoque el acto en la medida necesaria para hacer efectivo el crédito del impugnante, quien podrá ejecutar dicho bien. Contrariamente a lo que muchas veces se dice, la acción revocatoria no constituye una acción de nulidad. El acto fraudulento es perfectamente válido y eficaz, tanto respecto de las partes como de los terceros en general. Sólo frente a ciertas personas, los acreedores anteriores del enajenante de los bienes, el acto deja de ser eficaz, pudiendo tales personas prescindir de su realización, como si ello no hubiera ocurrido.

Este desdoblamiento del acto jurídico que mantiene su validez y eficacia, salvo respecto de las personas autorizadas para impugnarlo, se reconoce en la doctrina con el término de “inoponibilidad”, diciéndose que el acto fraudulento no es inválido, sino que no se puede oponer a los acreedores del enajenante.

* Efectos. Distintos Casos: Como hecho previsto, el acto pasible de la acción revocatoria, aunque en sí mismo válido y eficaz, es inoponible a los acreedores perjudicados, los cuales pueden comportarse como si tal acto no se hubiera efectuado. De aquí se siguen diversas consecuencias:

a) Los acreedores a quienes favorece la revocación, pueden ejecutar los bienes enajenados por el deudor a fin de obtener con el producido de ellos la satisfacción de su crédito (el monto). Si quedase algún saldo, éste pertenecería al adquirente de los bienes, que los ha adquirido mediante un acto válido.

b) De la revocación sólo se aprovecha el acreedor demandante, no así los otros acreedores, aunque hubieran estado en condiciones de promover la demanda respectiva (art. 965).

c) Todavía surge el derecho del dueño actual de los bienes, para detener (paralizar) la acción revocatoria de los acreedores, de satisfacer el crédito de los que se hubiesen presentado, o dando fianzas suficientes sobre el pago íntegro de su crédito, si los bienes del deudor no alcanzaren a satisfacerlos (art. 966).

d) Puede ocurrir que la acción revocatoria, aunque viable contra los primeros adquirentes de los bienes, ya no lo sea contra el propietario actual. En previsión de esa hipótesis la ley responsabiliza a los adquirentes de mala fe por los daños y perjuicios que sufriere el acreedor, en razón de haberse presado aquellos a una maniobra delictuosa (art. 972).

e) En las relaciones entre el deudor y el adquirente, el acto impugnado es enteramente eficaz (la revocación no importa la nulidad del acto, sino su oponibilidad a los acreedores impugnantes). Una vez satisfechas las deudas del acreedor impugnante, el acto mantiene sus efectos entre las partes celebrantes y acreedores posteriores. El adquirente despojado del inmueble, por efecto de la ejecución del acreedor, puede reclamar contra su autor el importe utilizado para satisfacer el crédito de aquél.

37.- Enumere los incapaces de hecho. Describa el régimen jurídico de los incapaces de hecho, explicando en qué consiste su incapacidad, qué actos pueden (o no pueden) realizar y describa el régimen de representación. 

* Los incapaces de hecho se dividen en incapaces de hecho absolutos: es decir que no pueden ejercer por sí mismos ningún acto y en incapaces de hecho relativos: por regla general no pueden ejercer actos por sí mismos, pero por excepción pueden realizar algunos a pesar de su incapacidad, que deben estar expresamente autorizadas por la ley. Art. 55 CC menores adultos.

Los incapaces de HECHO absolutos son:

1) Las personas por nacer.

2) Los menores impúberes (desde nacidos hasta los catorce años).

3) Los dementes.

4) Los sordomudos que no saben darse a entender por escrito.

Los incapaces de HECHO relativos son:

1) Los menores adultos (de 14 a 21 años).

El esquema planteado por el Código Civil es sencillo. Los incapaces de hecho tienen siempre un representante, que es quien ejerce en su nombre sus derechos, hasta que recuperen la capacidad: ya sea por una curación y rehabilitación (por ejemplo dementes) o bien por cumplir la edad de 21 años, cuando los menores recobran su plena capacidad.

Pero mientras dure la incapacidad, no pueden ejercer sus derechos sino a través de sus representantes.

En el caso de los menores y de las personas por nacer, los representantes son los padres, lógicamente, salvo imposibilidad. En ese caso, el juez (al igual que a los dementes y sordomudos) les nombra un tutor o curador que los representa y cuida sus intereses.

En general se eligen parientes cercanos, siempre mirando el mayor beneficio del incapaz.

En el caso de las incapacidades de derecho, ellas no se suplen por representantes, por que no se trata de una imposibilidad de ejercicio, se trata de la titularidad. Las incapacidades de derecho, están impuestas en beneficio de intereses generales o particulares pero que hacen a cuestiones morales o de justicia. Son verdaderas incompatibilidades para ciertos actos que no se eliminan simplemente por ejecutarlos por otros. En el ejemplo del juez, que no puede ejercer la abogacía por su condición de magistrado, si éste la ejerciese igualmente, a través de un representante en su nombre, ello no dejaría de ser contrario a la ley.

* Representación: Tiene lugar cuando se designa una persona para que sustituya al incapaz en el ejercicio de los derechos de éste, y realice los actos para los cuales el titular está legalmente impedido; el representante actúa por su propia iniciativa a “nombre y cuenta” del representado, sin concurso de la voluntad de éste. La voluntad del representante es la que prevalece, aunque no coincida con la del representado. 

* Caracteres. La representación presenta los siguientes caracteres:

a) Legal: porque proviene de ley (arts. 56 y 58) y no de la voluntad del incapaz, las representaciones voluntarias, surgen de la elección del representado, por ejemplo: el mandatario.

b) Necesaria: porque no puede prescindirse de ella, lógicamente la representación constituye la clave del mismo y es inherente a él, el carácter necesario del representante legal está consignado en el art. 56.

c) Dual y conjunta: esto significa que está conferida a dos representantes, en cada caso, que son el representante legal individual y el representante promiscuo; la representación es conjunta, en cuanto se inviste no indistinta y separadamente por ambos representantes, sino conjuntamente por ellos.

d) Controlada jurídicamente: en cuanto está sujeta a la aprobación judicial, ya que los actos son inválidos sin ella, se trata de la finalización de la gestión del representante.

c) Universal: abarca todos los actos de la vida civil del representado, salvo las estipuladas en el art. 62.

* Menores:

- Actos que pueden realizarse según las edades

. Sin límite de edad:

- Pequeños contratos de la vida civil. Ejemplo: hacer compras de poco monto, viajar en medios de transporte público pagando el viaje, comprar boletos para espectáculos públicos, y otros actos semejantes, cuya realización queda autorizada por la fuerza de la costumbre.

- Contratar suministros que le sean de urgente necesidad, si está ausente de la casa paterna (art. 269).

- Casarse con dispensa judicial de la edad.

- Trabajar en empresas familiares.

- Ser mandatario (Borda dice que para ser mandatario hay que tener discernimiento, o sea, 14 años).

. A los 10 años:

- Adquirir por sí mismo la posesión de las cosas (art. 2393).

- Son responsables civilmente por los actos ilícitos que se cometan (relacionado con el discernimiento y no con la capacidad).

- Puede, con autorización paterna, ejercer oficio, profesión o industria desde los 12 años de edad (art. 275 y art. 1º, ley 1.317).

. A los 14 años:

1. Sin necesidad de autorización:

- Defenderse en juicio criminal (art. 286). Para querella sigue siendo incapaz.

- Reconocer hijos extramatrimoniales (art. 286)

- Estar en juicio laboral, como actor o demandado.

- Demandar a sus padres por alimentos, con asistencia de un tutor o Ministerio de Menores.

- Ser testigo en juicio civil y laboral (art. 426 CPN)

- Recibir cosas en “deposito necesario”, o sea en caso de peligro o fuerza mayor.

- Afiliarse a sindicatos, actuar en el fuero del trabajo (art. 37 dec.-ley 32.347/44).

2. Con autorización de sus padres:

- Ejercer empleo, oficio, profesión o industria.

- Estar en juicio civil

- Dejar la casa de sus progenitores a salir al extranjero

- Pueden enrolarse en el ejército y entrar en comunidades religiosas desde la edad que fijen las respectivas reglamentaciones (art. 275).

. A los 16 años:

- La mujer casarse con autorización de los padres o venia judicial, y al emanciparse tiene plena capacidad laboral (art. 166, inc. 5, según ley 23.515).

- Pueden extraer fondos de la Caja Nacional de Ahorro y Seguro (art. 6, ley 9527).

. A los 18 años:

1. Sin necesidad de autorización:

- Plena capacidad laboral y profesional (art. 128).

- Otorgar testamento (art. 3614).

- Pedir en el registro civil se agregue a su nombre el apellido materno o el segundo apellido paterno.

- Ser dador de órganos o materia anatómico para transplantes.

- Ejercer derechos públicos.

2. Con Autorización:

- El hombre, casarse.

- Ser emancipados por habilitación de edad.

- Ejercer el comercio (art. 10 y 11 Co. Co.). 

Otros actos permitidos a los menores adultos:

- Pueden contraer obligaciones naturales (art. 515);

- Pueden celebrar contratos concernientes a su empleo (art. 283);

- Pueden actuar como mandatarios, pero pueden alegar la nulidad para excluir su responsabilidad (arts. 1897 y 1898);

- Puede obligarse como depositario en caso de depósito necesario (art. 2228).

. Menores con titulo profesional

El nuevo art. 128 dice: “... Desde los dieciocho años el menor puede celebrar contrato de trabajo en actividad honesta sin consentimiento ni autorización de su representante, quedando a salvo al respecto las normas del derecho laboral. El menor que hubiere obtenido título habilitante para el ejercicio de una profesión podrá ejercerla por cuenta propia sin necesidad de previa autorización.

En los dos supuestos precedentes, el menor puede administrar y disponer libremente los bienes que adquiere con el producto de su trabajo y estar en juicio civil o penal por acciones vinculadas a ellos”.

La capacidad profesional con titulo habilitante no requiere límite de edad. Se obtiene desde que se logra el titulo, aunque sean antes de los 18 años. Porque sería contradictorio otorgarle el titulo y prohibirle trabajar.

Se refiere a cualquier titulo que habilite para el ejercicio de una actividad especializada (perito mercantil, maestro, maestro mayor de obras, etc.).

Los menores con título profesional, al igual que los que tienen plena capacidad laboral a los 18 años, tienen la libre administración de lo obtenido con el fruto de su trabajo, y pueden estar en juicio civil o criminal en relación con esos bienes. En cuanto a los efectos de la capacidad, ella hace surgir un fondo de bienes o peculio, que tiene un régimen separado dentro del patrimonio del menor (patrimonio “especial”), diferenciado de otros bienes obtenidos por otros títulos (donación, herencia, legado, juego, que continúan bajo administración de los padres) y que es confiado a su libre administración y disposición.

. Capacidad comercial: Llamada “emancipación comercial dativa”. Es la que se otorga al menor de edad a fin de habilitarlo sólo para el ejercicio del comercio (siguen siendo incapaces (menores adultos) y sujetos a la patria potestad o tutela). En esta materia se ha abandonado todo lo relativo a ella al Código de Comercio, lo que éste Código hizo fue ocuparse de la publicidad del instituto, y también de introducir legislaciones excepcionales apropiadas respecto del menor comerciante.

38.- Indique cuándo se produce el fin de la existencia de las personas físicas.
El art. 103 dice: “Termina la existencia de las personas por la muerte natural de ellas...”.
En cuanto al concepto médico, resulta generalmente aceptada la definición que dice que la muerte es el cese definitivo e irreversible de las funciones autónomas (pulmón, corazón, y cerebro) y de la oxigenación viscerotisular (órganos y tejidos) con pérdida de las relaciones sujeto-mundo circundante y de la condición de ente humano de existencia visible.

La ley de transplantes 24.193, establece un concepto de muerte en su art. 23 que dice: “El fallecimiento de una persona se considerará tal cuando se verifiquen de modo acumulativo los siguientes signos, que deberán persistir ininterrumpidamente seis horas después de su constatación conjunta:

a) Ausencia irreversible de respuesta cerebral, con pérdida absoluta de conciencia;

b) Ausencia de respiración espontánea;

c) Ausencia de reflejos cefálicos y constatación de pupilas fijas no reactivas;

d) inactividad encefálica corroborada por medios técnicos y/o instrumentales adecuados a las diversas situaciones clínicas...

La verificación de los signos referidos en el inciso d) no será necesaria en el caso de paro cardíacorespiratorio total e irreversible
39.- Desarrolle ausencia con presunción de fallecimiento. Explique los efectos de la misma con respecto a los bienes del ausente y con respecto al matrimonio. Indique qué se entiende por prenotación y cuánto dura este período.

* Es la desaparición de una persona del lugar de su domicilio o residencia “en la República”, en circunstancias de tiempo o de peligro tales que hacen asumir su muerte, sin importar si ha dejado o no apoderado o bienes en estado de abandono. No requiere previamente de la declaración de ausencia.

Si tuviese domicilio o residencia fuera de la Republica, nuestros jueces no tienen competencia, a diferencia de la declaración de ausencia, que aunque resida en el exterior, puede efectuarse si tiene bienes en la República. Los efectos de ésta institución no sólo afectan a los bienes (como en el caso de  la ausencia declarada), sino que sus efectos también pueden ser extramatrimoniales (aptitud nupcial). Tiene los efectos generales propios de la muerte.

El derecho no puede dejar de computar la situación que se presenta cuando una persona se ausenta del lugar de su domicilio o residencia y transcurre un lapso más o menos prolongado sin dar noticia alguna de su existencia. En tales casos, es dable presumir el fallecimiento del sujeto ausente. En tales condiciones, y llenados los precisos recaudos que la ley prevé, se tiene al ausente por difunto, proyectándose esta presunción sobre las diferentes relaciones jurídicas que afectan al desaparecido.

*Casos: La causa de la presunción es su ausencia del lugar de su domicilio o residencia, calificada por la falta de noticias durante un lapso más o menos prolongado. Con esos elementos, el legislador ha enunciado tres situaciones posibles:

1) Caso ordinario: Se requiere simplemente la prolongación de aquella situación (ausencia sin noticia o hecho positivo que indica que vivía) durante tres años. Esto lo prevé el art. 22, ley 14.394, que dice: “La ausencia de una persona del lugar de su domicilio o residencia en la república, haya o no dejado apoderado, sin que de ellas se tenga noticias por el término de tres años, causa la presunción de su fallecimiento. Ese plazo será contado desde la fecha de la última noticia que se tuvo de la existencia del ausente”.

En el supuesto general que contempla la disposición transcripta, no concurre ninguna circunstancia especial que indique la sospecha de muerte, pero esta probabilidad se induce del sólo transcurso del tiempo de la ausencia sin noticia alguna del desaparecido.

2) Caso extraordinario genérico: Se requiere que el desaparecido haya estado en el lugar de un incendio, terremoto, secuestro u otro suceso semejante, susceptible de ocasionar la muerte; o haya participado de una empresa que implique el mismo riesgo. En tal caso la presunción se causa por el transcurso de dos años.

Se justifica la reducción del lapso, respecto del caso anterior, en razón de la mayor probabilidad de muerte que surge de aquellas circunstancias. Este caso comprende diversas hipótesis, contempladas en el art. 23, ley citada, que dice: “Se presume también el fallecimiento de un ausente:

- Cuando se hubiere encontrado en el lugar de un incendio, terremoto, acción de guerra y otro suceso semejante, susceptible de ocasionar la muerte, o hubiere participado en una empresa que implique el mismo riesgo y no se tuviere noticias de él por el término de dos años, contados desde el día en que ocurrió, o pudo haber ocurrido el suceso...”.

3) Caso extraordinario específico: Se presenta cuando el desaparecido ha estado en una nave o aeronave naufragada o perdida. La presunción se causa por el transcurso, carente de noticias, de sólo seis meses.

Aquí se contempla un hecho concreto y preciso, al respecto, el art. 23, inc. 2 dice: “Se presume también el fallecimiento de un ausente:...

- Si encontrándose en una nave o aeronave naufragada o perdida, no se tuviere noticia de su existencia por el término de seis meses desde el día en que el suceso ocurrió o pudo haber ocurrido”.

La reducción del plazo está justificada por la máxima probabilidad de muerte que se induce de la ausencia de noticias sobre el desaparecido. Con todo, por la posibilidad de búsquedas más prolongadas, en selvas o montañas, para Llambías es preferible el plazo de un año que marcaban los proyectos de reforma anteriores.

* Efectos de la declaración de fallecimiento presunto: Las consecuencias de la declaración de fallecimiento presunto son, en general, las que derivan de la muerte efectiva de las personas. Es que la “presunción de la ley” es otro modo de establecer en el orden jurídico el hecho de la muerte. Consiguientemente, la muerte puede ser “comprobada” legalmente, o “presumida” por la ley. Pero el principio de equiparación no es absoluto, la “presunción” de fallecimiento se diferencia de la muerte “comprobada” en cuanto a la disolubilidad del matrimonio, en cuanto al régimen de los bienes y en cuanto a las derivaciones que provoca la eventual reaparición del presuntamente fallecido.

* En el matrimonio:

- Subsistencia del vínculo:

En tanto que la muerte de alguno de los cónyuges es causa de disolución del matrimonio (art. 23, inc. 1), la presunción es causa de disolubilidad de la unión, tal como resultaba del art. 31, ley 14.394, que decía: “La declaración de ausencia con presunción de fallecimiento autoriza al otro cónyuge a contraer nuevo matrimonio, quedando disuelto el vínculo matrimonial al contraerse estas segundas nupcias”.

En el sistema del Código, la ausencia con presunción del fallecimiento no disolvía el matrimonio ni daba lugar a su disolución (art. 223, derogado por ley 2393), sólo habilita al otro cónyuge a volver a casarse, pero mientras no se case, el matrimonio subsiste.

Con ello, el desaparecido quedaba en una situación ambigua, pues se lo reputaba vivo con respecto al matrimonio y muerto para otros efectos, como la sociedad conyugal (art. 123).

Tal disparidad no resultaba justificada; si la ley presumía la muerte del desaparecido, ésta debía proyectarse sobre todas las relaciones jurídicas, sin que hubiese excepciones. Pero por tratarse de una presunción “juris tantum”, quedaría desvirtuada con la comprobación de la existencia ulterior del desaparecido.

Con la ley 23.515 se incorpora un precepto en el actual art. 213, que no deroga al art. 31, ley 14.394, pero que lo sustituye al preceptuar: “El vínculo matrimonial se disuelve:... 2) Por el matrimonio que contrajere el cónyuge del declarado ausente con presunción del fallecimiento...”. Aún cuando esta norma nada dice sobre la reaparición del ausente, debe entenderse que subsiste la segunda unión. La reaparición del ausente, no causara la nulidad del nuevo matrimonio.

El cónyuge, para casarse en nuevas nupcias, debe presentar ante el Registro Civil copia legalizada de la sentencia de fallecimiento presunto.
- Aptitud nupcial:

Arauz Castex observa que la ley 14.394 no impide de una manera absoluta que se alegue la invalidez de la segunda unión, cuando se produce la reaparición de ausente. La ley se limita a declarar que la reaparición no causará automáticamente la nulidad, confirmando la disolución del primer vínculo.

Pero esto no imposibilita que el primer cónyuge ponga en movimiento una causal de nulidad del segundo matrimonio; así, luego de la reaparición, se puede, por parte del ausente o de los contrayentes de la segunda unión, articular la anulabilidad del segundo matrimonio.

El ausente puede aducir que los requisitos de la declaración de su fallecimiento hubieren sido falsamente invocados o demostrados. En cambio, cualquiera de los contrayentes debe demostrar que el acto fue celebrado basándose en un hecho que resultó falso.

La Ley 14394 del C.C. habilita a casarse, y no anula, en caso de aparición del ausente, el nuevo matrimonio.

* Efectos sobre los bienes: La declaración del fallecimiento presunto causa la apertura de su sucesión, es decir, los bienes que componen el haber hereditario son transferidos a quienes fuesen sucesores a la fecha de la muerte presunta. En ese sentido, dice el art. 28, ley 14.394: “Dictada la declaratoria, el juez mandará abrir, si existiese, el testamento que hubiese dejado el desaparecido. Los herederos al día presuntivo del fallecimiento y los legatarios, o sus sucesores, recibirán los bienes del ausente, previa formación del inventario”. La entrega de bienes ha de hacerse por quienes hasta ese momento detentaren los bienes, debiendo dar razón de los bienes que habiendo estado bajo su administración no existiesen al tiempo de la entrega.

. Derecho a los bienes:

Inventario:

Como dice el art. 28, tiene derecho a recibir los bienes del presuntamente fallecido “... los herederos al día presuntivo del fallecimiento y los legatarios, o sus sucesores,..., previa formación del inventario”.

Si bien el art. 18 sólo menciona a quiénes pueden recibir los bienes a título de sucesores. Pero puede haber otras personas que tuviesen algún derecho subordinado a la muerte del causante, por ejemplo un donatario, los acreedores de los sucesores o legatarios, etc.

Como vimos, la entrega de los bienes debe hacerse “previa formación de inventario” (art. 28). Inventario es la relación detallada de los bienes que componen el patrimonio del presunto muerto. Sobre la forma de hacerlo, la ley nada dice, pero rigen los principios de la sucesión “mortis causa”.

En principio, debe hacerse por intermedio de escribano público y con la presencia de los interesados, pero como constituye una garantía de restitución de los bienes del desaparecido, en el caso de que reaparezca, no deben dispensarse de las formalidades legales por el sólo acuerdo de los herederos.

La posesión que éstos adquieres sobre los bienes es “imperfecta”, porque esta sujeta a condición resolutoria de que aparezca el ausente, y a un periodo de indisponibilidad de los bienes.
. Indisponibilidad de los bienes:

La autorización judicial:

Otra de las garantías otorgadas por la ley, finca en la indisponibilidad de los bienes por parte de los sucesores del presunto muerto, hasta el transcurso de un lapso de cinco años desde el día presuntivo del fallecimiento, llamado: “periodo de prenotación”.

Conforme al art. 28: “... el dominio de los bienes del presunto fallecido se inscribirá en el registro correspondiente (inmueble, automotor, etc.), con la prenotación del caso, a nombre de los herederos o legatarios que podrán hacer partición de los mismos, pero no enajenarlos ni gravarlos sin autorización judicial”.

Esta restricción obliga a los sucesores a conservar el patrimonio del desaparecido sin efectuar disposiciones de bienes; cuando ello sea necesario es indispensable obtener la previa autorización del juez, caso contrario, lo actuado sería nulo de nulidad relativa (art. 1042) (puede ser reafirmado por el reaparecido), aunque la nulidad relativa es oponible a terceros adquirientes a titulo oneroso o de buena fe.

Cuando los bienes se inscriben en el registro, se deja aclarado que dichos bienes provienen de una sucesión abierta a raíz de una declaración de fallecimiento presunto.

La prenotación es una garantía respecto de los bienes inmuebles o de los muebles registrables, pero no respecto de los muebles no registrables. Antes de la ley 14394, los herederos entregaban una fianza, para garantizar que administrarían los bienes sin enajenarlos.

. La autorización judicial:

La ley autoriza la enajenación o gravamen de las cosas comprendidas en el “dominio pernotado”, mediante la autorización judicial, pero no suministra un criterio para conceder la autorización.

Para poder fijar el criterio adecuado ha de partirse de la idea que la indisponibilidad que la ley les impone a los sucesores del muerto presunto impone una garantía para éste en caso de su reaparición. Por esto, la autorización no debe ser concedida cuando el acto sólo consulte el interés de los titulares de los bienes.

La autorización judicial se otorga sólo en casos excepcionales (bienes perecederos o que pierdan aceleradamente valor). 

. Partición:

Como dice el art. 28, no obstante carecer los sucesores de la facultad de “disponer” de los bienes recibidos, pueden hacer partición de los mismos entre ellos. Se la comprende porque, siendo la partición declarativa, y no atributiva de derechos, se considera que los bienes han pasado directamente del causante a cada adjudicatario, por tanto, la partición no importa la disposición de los bienes.

. La sociedad conyugal:

Los bienes gananciales:

La declaración del fallecimiento presunto, como vimos, no disuelve la sociedad conyugal “ipso iure”. Se trata de una excepción de la regla general de presunción de fallecimiento sobre las relaciones pendientes que tenía el desaparecido.

La parte final del art. 30, ley 14.394, posterga la extinción de la sociedad conyugal hasta el transcurso de cinco años del día presuntivo del fallecimiento. Pendiente el plazo, los bienes del ausente siguen una suerte distinta, según sean propios o gananciales. Los propios del presunto muerto son los que éste ya tenía adquiridos cuando contrajo matrimonio, o son adquiridos ulteriormente a título de donación, herencia o legado, y que entran en el acervo sucesorio de aquél.

Los bienes gananciales son los pertenecientes a la sociedad conyugal que tenía constituido el presunto muerto con su cónyuge, quedan al margen de la transmisión sucesoria y sujetos a la suerte de la misma sociedad conyugal, la cual puede prolongar su existencia hasta la expiración del plazo de 5 años.

Eventualmente puede adelantarse la extinción de la sociedad conyugal, ello ocurre:

1) Cuando tiene lugar la disolución del matrimonio del presunto muerto: el nuevo régimen permite al presunto viudo contraer nuevas nupcias, hecho que permite la disolución del matrimonio anteriormente contraído.

2) Cuando la esposa, luego de la declaración, opta por la disolución: cuando el presunto muerto es el marido, la ley concede a la esposa la posibilidad de optar por la continuidad de la sociedad conyugal o por su inmediata disolución, sin necesidad de esperar el periodo de prenotación, ni de contraer nuevo matrimonio (art. 1307).

Si la mujer optase por continuar la sociedad conyugal, a ella le corresponde la administración de la misma (art. 1309). Por lo demás, aún optando por esa alternativa, en cualquier momento puede pedir la disolución, pero no podrá retractarse (art. 1308).

. Momento de la liquidación

No hay coincidencia entre la fecha del día presuntivo de fallecimiento, con el de la disolución de la sociedad conyugal, pues mientras la primera es invariable, y consta en la sentencia que declara el fallecimiento presunto, la segunda depende de varias posibilidades:

1) El solo transcurso del periodo de prenotación;

2) La disolución anticipada resultante de una segunda nupcia del presunto viudo o viuda;

3) La disolución anticipada por la que optare la presunta viuda.

La discordancia expresa, plantea algunos interrogantes sobre las personas que habrán de recibir los bienes gananciales, y sobre la fecha de computación de tales bienes para efectuar la liquidación y adjudicación de ellos:

En cuanto al primer punto, la solución es clara, descontada la mitad de las gananciales del presunto viudo, a título de socio, el resto pertenece a los herederos y legatarios del presunto fallecido, entre los cuales podrá contarse el cónyuge.

En cuanto al segundo punto, la solución es más oscura, pareciera que disolviéndose la sociedad en un momento posterior al día presuntivo y de la declaración, hasta la disolución se beneficiarán los sucesores del muerto presunto.

Pero de aceptarse esa solución ocurrirá que el cónyuge supérstite continuará como socio, no del presunto fallecido, sino de sus sucesores de éste, con la particularidad que las adquisiciones del cónyuge incrementarían el haber de la sociedad, no así las adquisiciones de los sucesores.

Esto obliga a dejar de lado el día de disolución, en el cómputo del capital y tomar la fecha del fallecimiento presunto del desaparecido para ese efecto. Por consiguiente, los ingresos posteriores a esa fecha, le corresponden al cónyuge exclusivamente.

En cuanto a los egresos, de los bienes gananciales entre la fecha del fallecimiento presunto y la fecha de disolución de la sociedad conyugal, cuadra hacer una distinción: los egresos anteriores a la declaratoria, no comprometen la responsabilidad del presunto viudo, quien ha podido efectuar la administración de los bines gananciales, libremente y sin obligación de rendir cuenta a nadie.

En cambio, los egresos posteriores a la declaratoria están sujetos a la rendición de cuentas a favor de los sucesores, que vienen a quedar asociados al cónyuge supérstite; pudiendo el cónyuge descontar de esos bienes los gastos relativos al hogar, la educación de los hijos, etc. (art. 6, ley 11.357).

* Se llama "prenotación" a una anotación que se hace en el Registro de la Propiedad, en virtud de la cual un heredero no puede disponer ni gravar los bienes del ausente no obstante hallarse inscritos a su nombre. El período de prenotación es también llamado de la indisponibilidad relativa o del dominio imperfecto,  y dura hasta la reaparición del "ausente" o de un heredero con mejor derecho. Puede ocurrir que luego de entregados los bienes a los herederos, reaparezca el ausente o se presente un heredero con mejor o igual derecho que los que se hallan en posesión de la herencia, como sería el heredero instituido en un testamento descubierto posteriormente a la partición, etc. Estas personas podrán reclamar la entrega de los bienes o la partición que les corresponda en los mismos.

Frutos y productos: Si bien los herederos están obligados a devolver los bienes, hacen suyos los frutos percibidos durante el tiempo que duró la posesión de buena fe. Los de mala fe, están obligados a devolver los frutos percibidos también los que por su culpa hubieran dejado de percibir.

 El llamado “periodo de prenotación”, durante el cual los titulares actuales de los bienes que componían el acervo hereditario, carecen de facultades de disposición, a menos que concurra la autorización judicial, tiene una duración relativamente corta.

Al respecto, dice el art. 30, ley 14.394: “Transcurridos cinco años desde el día presuntivo del fallecimiento, u ochenta años desde el nacimiento de la persona (lo que primero ocurra), quedará sin efecto la prenotación prescripta, pudiendo desde ese momento disponerse libremente de los bienes. Queda concluida y podrá liquidarse la sociedad conyugal”.

40.- Actos Nulos y Anulables. Explique y desarrolle.
* Actos nulos en razón del sujeto

Para que el sujeto pueda expresar válidamente su voluntad, es menester que esté dotado de capacidad, tal como lo preceptúa el art. 1040: “El acto jurídico para ser válido, debe ser otorgado por persona capaz de cambiar el estado de su derecho”. Así, la nulidad puede corresponder por:

1) Carencia de capacidad de hecho: El Código distingue dos categorías de personas, según que su incapacidad sea absoluta o relativa. El art. 1041 dice: “Son nulos los actos jurídicos otorgados por personas absolutamente incapaces por su dependencia de una representación necesaria”. El artículo es incorrecto, pues las personas no son incapaces por depender de una representación, sino por su insuficiencia de discernimiento, presumido por ley.

Por su parte, el art. 1042 agrega: “Son también nulos los actos jurídicos otorgados por personas relativamente incapaces en cuanto al acto, o que dependiesen de la autorización del juez, o de un representante necesario”. Es evidente que se refiere a los menores adultos; toda posible confusión se elimina con la consulta a la fuente de la disposición legal, el Esbozo de Freitas.

2) Capacidad de hecho restringida: El art. 1042, segunda frase, dice: “Son también nulos los actos jurídicos otorgados por personas... dependiesen de la autorización del juez...”. En esta disposición quedan incluidas dos categorías de actos: aquellos otorgados por personas de capacidad de hecho restringida, en exceso de la misma, y los obrados por los representantes necesarios de los incapaces, en exceso de las facultades conferidas por la ley.

En ambos casos, la intervención judicial está prevista como un medio de contralor de la conveniencia del acto, a fin que sea completada, con la anuencia del juez, la voluntad del otorgante. La autorización judicial no es un requisito de forma, sino un elemento integrante de la capacidad del sujeto o de la representación requerida por la ley.

Finalmente, el art. 1042 concluye: “Son también nulos los actos jurídicos otorgados por personas... que dependiesen... de un representante necesario”. Esta disposición contempla aquellos supuestos en que la ley permite la actuación personal del incapaz, siempre que concurra la voluntad complementaria del respectivo representante, ya que la falta de esa conformidad causa la nulidad del acto.

3) Incapacidad de derecho: El art. 1043 dice: “Son igualmente nulos los actos otorgados por personas, a quienes por este código se prohíbe el ejercicio del acto de que se tratare”. Pese a esta confusa redacción del precepto, es indudable que aquí se trata de los incapaces de derecho, que no están impedidos para el ejercicio, sino para el goce, título o adquisición de derecho. Quedan comprendidos en este artículo:

a) La hipoteca constituida por una sociedad anónima a favor de la esposa de uno de los directores, ya que éstos están impedidos de contratar.

b) La conformidad prestada por el ex incapaz, a las cuentas de su ex curador, otorgando dentro del mes siguiente de la rehabilitación, en contra de lo prescripto por el art. 465, operable de acuerdo al art. 475.

c) El poder otorgado a favor del hijo del escribano autorizante del acto, en cuyo caso juega la incapacidad de derecho consignada por el art. 985.

d) La compra de un negocio efectuada por el mandatario de uno de los vendedores contra lo dispuesto en el art. 1918.

* Actos nulos en razón del objeto

La ineficacia del acto, por este motivo, tiene lugar cuando la ley presume, sin admitir prueba en contrario, la realización del fraude o simulación, o cuando sencillamente prohíbe el objeto del acto:

1) Simulación o fraude presumidos legalmente: El art. 1044 dispone: “Son nulos los actos jurídicos en que los agentes hubiesen procedido con simulación o fraude presumido por la ley...”. En estos casos es inútil que se intente probar contra la simulación, la efectiva realidad del acto; o contra el fraude, la buena fe de las partes. Obsta a ello la presunción juris et de jure de la ley, que fija definitivamente la índole del acto celebrado.

2) Objeto prohibido: Para que el acto sea válido, es menester que el objeto sea lícito, es decir, que no recaiga sobre el contenido del acto ninguna prohibición de la ley; por eso el art. 1044 dice: “Son nulos los actos jurídicos... cuando fuese prohibido el objeto principal del acto...”.

Las prohibiciones concernientes al objeto del acto están enunciadas de un modo genérico en la disposición del art. 953, que reviste la mayor trascendencia. Jurisprudencialmente los fallos se agrupan en dos grupos: los que miran el aspecto ilícito del contenido del acto y los que contemplan el contenido moral del acto jurídico.

* Actos nulos en razón de la forma

Esta puede resultar de la omisión de la forma establecida por la ley, si depende de la forma instrumental o si viene del mismo instrumento:

1) Omisión de la forma exclusiva: El art. 1044 continúa diciendo: “Son nulos los actos jurídicos... cuando no tuviese la forma exclusivamente ordenada por la ley...”. El texto se refiere a los actos formales, solemnes o no, pudiendo nombrarse:

a) El testamento destituido de formas legales (art. 3632).

b) El matrimonio celebrado ante persona carente de la investidura (art. 172).

c) El nombramiento del tutor dativo que no hicieren los padres en escritura pública o testamento (art. 383).

d) La transmisión o constitución de derechos reales sobre inmuebles que no se hiciere en escritura pública (art. 1184, inc. 1º).

2) Nulidad refleja: El art. 1044 concluye: “Son nulos los actos jurídicos... cuando dependiese para su validez de la forma instrumental, y fuesen nulos los respectivos instrumentos”. Esta parte del artículo queda comprendida dentro de la anterior, pues si el instrumento es nulo, es porque no se llenaron las formas exigidas por la ley.

Existen situaciones en que el acto y el instrumento se consideran independiente uno de otro, por lo que la nulidad de uno no afecta al otro, pero en este caso en particular la nulidad del instrumento arrastra la nulidad del acto instrumentado, es la nulidad refleja. Lo contrario no es correcto.

3) Nulidad de los instrumentos: Nuestro Código no contempla esta hipótesis, pero aplicando al caso el criterio de distinción de los actos nulos y anulables, podemos mencionar como instrumentos nulos los siguientes:

a) Los instrumentos públicos otorgados ante oficial público incapaz o incompetente (arts. 980 y 981).

b) Los instrumentos públicos otorgados ante oficial público interesado en el acto (art. 985), siempre que el interés surja del instrumento, caso contrario, el instrumento es anulable.

c) Los instrumentos públicos otorgados sin llenar las formas prescriptas por las leyes, bajo pena de nulidad.

d) Las escrituras públicas no efectuadas en el protocolo, o sin orden cronológico, o carentes de las indicaciones establecidas en el art. 1004.

e) Los instrumentos privados carentes del doble ejemplar, cuando la pluralidad de los originales corresponde.

* Actos anulables en razón del sujeto:

El art. 1045 contempla tres situaciones diversas en las que el elemento esencial del acto jurídico, constituido por el sujeto, aparece afectado o viciado. Ellos son:

1) Incapacidad natural o accidental: Comienza diciendo el art. 1045: “Son anulables los actos jurídicos, cuando sus agentes obraren con una incapacidad accidental, como si por cualquiera causa se hallasen privados de su razón...”. Para Llambías, Vélez empleó una terminología errónea, ya que la capacidad es una aptitud legal, y la naturaleza provee al sujeto de aptitudes psíquicas que la ley toma en cuanta para determinar su capacidad.

Otra crítica que hace Llambías sobre la terminología usada en el Código, es la llamada “incapacidad accidental”, que es desacertada y contradictoria, porque predica una incapacidad de personas que son capaces pese al accidente mentado, y que seguirán siéndolo hasta que la incapacidad sea declarada por ley, tal es el caso de personas que obran con falta de discernimiento.

Los casos comprendidos son:

a) Los actos jurídicos otorgados por insanos no interdictos.

b) Los actos jurídicos efectuados por sordomudos que no supiesen darse a entender por escrito, no interdictos.

c) Los actos jurídicos realizados en estado de delirio febril, sonambulismo o hipnotismo.

d) Los actos jurídicos efectuados en estado de embriaguez completa, sin perjuicio de la responsabilidad del agente si llegó a ese estado voluntariamente (art. 1070).

e) Los actos jurídicos realizados bajo el efecto de fuertes emociones de miedo, terror, cólera o venganza.

Con relación a los anulables obrados en estado de enajenación mental, cuadra señalar la diversidad de régimen probatorio que determinaba el Código, según que el autor del acto hubiera sido o no ulteriormente declarado demente:

a) Alienado no interdicto: el impugnante debía probar que en el momento del otorgamiento, el agente estaba privado de su razón (arts. 900 y 1045); el acto podía haberse celebrado en un intervalo lúcido, siendo entonces el acto válido.

b) Alienado interdicto: cuando se impugna la validez de un acto otorgado por un insano ulteriormente interdicto, no era menester la prueba del estado de enajenación mental, en el momento del otorgamiento, sino que basta acreditar que la causa de la interdicción existía y era públicamente conocida en la época del otorgamiento. Esta diferencia quedó zanjada por el agregado que hizo la ley 17.711 al art. 473, que exige la notoriedad de la demencia.

2) Incapacidad de derecho ignorada: Dice el art. 1045, cláusula segunda: ““Son anulables los actos jurídicos... cuando no fuere conocida su incapacidad impuesta por la ley al tiempo de firmarse el acto...”. Entonces, la validez deriva de la falla de aptitud del agente para ser titular del derecho de que se trata. Pero el desconocimiento es el aspecto específico de esta invalidez, que exige la intervención judicial para pronunciar la nulidad, después de efectuada la aclaración pertinente acerca de la capacidad del agente.

Para Llambías, basándose en Freitas, el art. 1045 sólo alude a la incapacidad de derecho, porque la capacidad de hecho no puede depender de una investigación esclarecedora, pues no es asunto que pueda dar lugar a dudas. Pero de ordinario el incapaz de derecho trata de ocultar su situación, que es el caso que aquí se regula.

3) Vicios de la voluntad: Dispone el art. 1045, cláusula cuarta: “Son anulables los actos jurídicos... cuando tuviesen el vicio de error, violencia, fraude o simulación...”. Este precepto incluye por una parte a los actos que adolecen de un vicio de la voluntad (error, violencia, dolo), y por la otra, los actos que exhiben ciertas particularidades (fraude, simulación, lesión), por las cuales en interés de los terceros, y aún del propio interesado la ley admite la impugnación de dichos actos:

a) Vicios de la voluntad: aunque aparece omitido el dolo, se trata de una omisión voluntaria, pues es claro que los actos viciados por dolo son anulables, y no nulos como determinaba el antiguo art. 954, modificado por la ley 17.711.

b) Fraude y simulación: El codificador los menciona, erróneamente, como causa de anulabilidad, cuando en verdad no tienen ese carácter: en el caso del fraude, éste se causa de inoponibilidad y no de invalidez; en el caso de la simulación, tampoco es una causa de invalidez, sino la falta de existencia del acto.

* Actos anulables en razón del objeto:

Dice el art. 1045, cláusula tercera: “Son anulables los actos... cuando la prohibición del objeto del acto no fuese conocida por la necesidad de alguna investigación de hecho...”. Se advierte que este precepto abarca todos aquellos actos que padecen de una falla o vicio de la misma índole que la de los actos previstas en el art. 1044, cláusula segunda, con la salvedad de que en estos actos el carácter ostensible del acto permite a la ley disponer de su nulificación.

En los casos del art. 1045, el carácter latente de los vicios, impone al legislador la necesidad de remitir la aplicación de la sanción de invalidez al criterio del juez, si éste aprecia que la falla denunciada existe y que incide sobre lo “principal” del objeto del acto, como para arrastrar su ineficacia.

* Actos anulables en razón de la forma

El art. 1045, in fine, dice: “Son anulables los actos jurídicos... si dependiesen para su validez de la forma instrumental, y fuesen anulables los respectivos instrumentos”.

Condiciona la vigencia de la disposición, el carácter formal del acto instrumentado, cuando la formalidad consiste en la celebración por escrito. De otra manera, la anulabilidad del instrumento dejará incólume al acto instrumentado que pueda probarse por un medio de prueba distinto del instrumento viciado.

Si la formalidad instrumental es condición de la validez del acto instrumentado, la causa que pueda originar la anulación del instrumento, reacciona sobre el acto mismo, erigiéndose en causa eventual de la anulación de dicho acto, así el vicio se traslada del instrumento al acto mismo.

41.- Bienes y Cosas: explique el concepto. Desarrolle la Clasificación de las cosas.

* Conceptos respectivos y sistema del Código Civil: Es muy diversa la terminología que al respecto siguen el Código Francés y sus comentaristas por una parte, y nuestro Código por la otra. Para los autores franceses “cosa” es todo lo que existe y que cae bajo la acción de los sentidos, en tanto que “bienes” son las cosas que tienen un valor económico.

Para nuestro Código, la relación se invierte: el género es el “bien”, y la especie la “cosa”. Es cierto que los bienes comprenden tanto en el derecho francés como en el argentino los mismos objetos, a saber: los objetos materiales e inmateriales susceptibles de valor económico (acepción genérica). Pero en cambio, las cosas tienen un significado enteramente distinto, mucho más restringido en nuestro Código.

Según el art. 2311: “Se llaman cosas en este Código, los objetos materiales susceptibles de tener un valor...”, agregando el art. 2312: “Los objetos inmateriales susceptibles de valor, e igualmente las cosas, se llaman ‘bienes’...”, o sea, los derechos patrimoniales (acepción restringida).

En síntesis, al comparar la terminología entre ambos derechos, vemos que los autores franceses consideran a los bienes como parte de un todo que son las cosas, en tanto el derecho argentino invierte esta relación de género-especie.

- Concepto de cosa: La ley 17.711, introdujo una leve variante en el concepto de cosa y ha efectuado un agregado al art. 2311, que dice: “Se llaman cosas en este Código, los objetos materiales susceptibles de tener un valor.

Las disposiciones referentes a las cosas son aplicables a la energía y a las fuerzas naturales susceptibles de apropiación” (energía eléctrica, hidroeléctrica, atómica), que si bien son incorpóreas, constituyen materia.

Si se compara la definición del art. 2311 con la anterior, se advierte el cambio de “objeto corporal” por el de “objeto material”. En cuanto a la energía y a las fuerzas naturales susceptibles de aprobación, se ha discutido si ellas tienen el carácter de cosas o bienes, la ley se pronuncia implícitamente por lo primero.

* Clasificación de las cosas:

- Cosas inmuebles: son aquellas que están fijas en un lugar determinado, no pudiendo ser trasladadas a otro lugar. Por su parte, cosas muebles son las que tienen la propiedad de ser trasladadas de un lugar a otro, ya sea que se muevan por sí mismas, o que lo hagan por una fuerza exterior a ellas (art. 2318).

. Causas por las que tienen uno u otro carácter:

- Cosas inmuebles

Pueden serlo por su naturaleza, por accesión o por su carácter representativo:

a) Por su naturaleza: están contempladas en el art. 2314, que dice: “Son inmuebles por su naturaleza las cosas que se encuentran por sí mismas inmovilizadas, como el suelo y todas las partes sólidas o fluidas que forman su superficie y profundidad: todo lo que está incorporado al suelo de una manera orgánica, y todo lo que se encuentra bajo el suelo sin el hecho del hombre”. Ejemplo: lagos, ríos, minas, etc.

b) Por accesión: existen dos clases de accesión:

* Accesión física: dice el art. 2315: “Son inmuebles por accesión las cosas muebles que se encuentran realmente inmovilizadas por su adhesión física al suelo, con tal que esta adhesión tenga el carácter de perpetuidad”, y la cosa adherida no debe tomar en cuenta la profesión del propietario. Ejemplo: edificio, ventanas, puertas, pozos de petróleo.

* Por destino o accesión moral: tiene lugar cuando las cosas muebles son afectadas al servicio y explotación del fundo, de manera de formar con él una unidad económica, como dice el art. 2316: “Son también inmuebles las cosas muebles que se encuentran puestas intencionalmente, como accesorias de un inmueble, por el propietario de éste, sin estarlo físicamente”. Deben estar al servio del inmueble y no de las personas que lo habitan. Ejemplo: arados y útiles de labranza.

c) Por su carácter representativo: dice el art. 2317: “Son inmuebles por su carácter representativo los instrumentos públicos de donde constare la adquisición de derechos reales sobre bienes inmuebles, con exclusión de los derechos reales de hipoteca y anticresis”. Esta categoría es contradictoria, ya que resulta poco razonable estimar los instrumentos públicos como cosas inmuebles desde que no son cosas, jurídicamente hablando, ni son inmuebles. La doctrina sostiene que esta diferencia es un error dado que lo que vale son los derechos, y no los papeles que no tienen valor económico en sí mismos.

- Cosas muebles

Revisten esta calidad, ya por su propia naturaleza, ya por su carácter representativo, pero contrariamente a la suposición que surge del art. 2313 no hay cosas muebles por accesión.

a) Por su naturaleza: a esto se refiere el art. 2318, que dice: “Son cosas muebles las que puedan transportarse de un lugar a otro, sea moviéndose por sí mismas, sea que sólo se muevan por una fuerza externa, con excepción de las que sean accesorias a los inmuebles”. Ejemplo: Construcción sobre superficie provisoria, etc.

b) Por su carácter representativo: se refiere el art. 2319 in fine, diciendo que “Son también muebles... todos los instrumentos públicos o privados de donde constare la adquisición de derechos personales”. Esta categoría presenta los mismos reparos que vimos en las cosas inmuebles por su carácter representativo.

- Semovientes y locomóviles

Son una clase especial de cosas muebles:

a) Semovientes: Son cosas muebles que tienen la propiedad de moverse por sí mismos. Ejemplo: ganado. 

El codificador, por una omisión difícilmente comprensible, dejó a los semovientes en la misma condición jurídica que las demás cosas muebles; pero en la práctica, por la fuerza del derecho consuetudinario, los ganados no se enajenan por simple tradición, y se utiliza el sistema de marcas y señales.

Este sistema, aunque claramente avanza sobre las disposiciones del Código, se impone por la necesidad de resguardar una riqueza nacional como es la explotación ganadera ha prevalecido sobre consideraciones puramente teóricas.

b) Locomóviles: Se denominan locomóviles los artefactos rodantes de propulsión propia. Ejemplo: automóviles, camiones, etc.

La escasa difusión de los locomóviles en la época de sanción del Código, hizo que no fueran contemplados, por lo que están sometidos al régimen común de las cosas.

Como en el caso de los semovientes se ha insinuado en el orden provincial, la tendencia a crear un registro especial para los automóviles, asó con fines fiscales y de policía de la propiedad, las provincias y los municipios han establecido registros de automotores y han hecho obligatoria la inscripción de cualquier transferencia de dominio.

Posteriormente, después de la sanción del decreto-ley 6582/58, ratificado por ley 14.467, el sistema de constitución y transferencia del dominio sobre automóviles quedó modificado. En efecto, el art. 1º, establece: “La transmisión de dominio de los automotores deberá formalizarse por instrumento público o privado y sólo producirá efecto entre las partes y con relación a terceros desde la fecha de su inscripción en el Registro de Propiedad del Automotor”.

- Cosas fungibles y no fungibles:

Según el art. 2324: “Son cosas fungibles aquellas en que todo individuo de la especie equivale a otro individuo de la misma especie, y que pueden sustituirse las unas por las otras de la misma calidad y en igual cantidad”. Ejemplo: vino, trigo, televisión, libro, etc.

Cosas no fungibles, son aquellos que no pueden sustituirse unas a otras, porque están dotadas de características propias que impiden que puedan ser reemplazados por otra de la misma especie. Ejemplo: Inmueble, caballo de carrera, etc.

La calidad de “fungible” no proviene tanto de la naturaleza de la cosa, cuanto de la intención de las partes. Por eso, cosas que son generalmente fungibles, pueden dejar de serlo en situaciones peculiares, por ejemplo cosas de valor sentimental.

- Cosas consumibles y no consumibles:

Dice el art. 2325: “Son cosas consumibles aquellas cuya existencia termina con el primer uso (dinero) y las que terminan para quien deja de poseerlas por no distinguirse en su individualidad. Son cosas no consumibles las que no dejan de existir por el primer uso que de ellas se hace, aunque sean susceptibles de consumirse o de deteriorarse después de algún tiempo” (ropa, automóviles, etc.). Las cosas consumibles no pueden ser usadas sin ser consumidas. Su primer uso produce su extinción natural o la extinción de nuestro derecho sobre ellas.
Paralelo con las cosas fungibles: A menudo, las cosas fungibles son también consumibles, con todo, conceptualmente la confusión no es posible, ya que pueden existir cosas que, siendo fungibles, no son consumibles.
- Cosas divisibles e indivisibles:

Para el art. 2326: “Son cosas divisibles, aquellas que sin ser destruidas enteramente pueden ser divididas en porciones reales, cada una de las cuales forma un todo homogéneo y análogo tanto a las otras partes como a la cosa misma...”. Ejemplo: tierra, dinero, etc.

Las cosas indivisibles no están definidas por el codificador, pero es claro que, oponiéndose a las divisibles, son las que carecen de la calidad que se reconoce en éstas. Cabe hacer notar que el criterio de divisibilidad es económico aún cuando la división material sea o no factible. Por ende, se consideran indivisibles si la partición o división material convirtiese en antieconómico el uso o aprovechamiento de la cosa. Ejemplo: piedras preciosas.
- El dinero:

Con relación al dinero, ha de distinguirse su concepto económico y su concepto jurídico:

1) Desde el punto de vista económico: para Cassel es todo medio de pago generalmente aceptado y reconocido.

2) Desde el punto de vista jurídico: el dinero tiene un significado más restringido, siendo el concepto de dinero: la unidad ideal de valor creada por el Estado y a los medios concretos de pagos representativos de esa unidad.

Bajo este enfoque, el dinero es una cosa mueble, fungible consumible y divisible, en relación con la unidad ideal de la cual la pieza de dinero es expresión de múltiplo o submúltiplo. Además, se caracteriza por tener curso forzoso y numeralidad.

- Cosas principales y accesorias

Puede haber entre las cosas, no obstante su individualidad, cierta relación que las vincule de tal manera que no sea posible concebir la existencia de algunas de ellas, sin la existencia de otras. Según el art. 2327: “Son cosas principales las que puedan existir para sí mismas y por sí mismas”. Se determina por la finalidad de la unión, o por su valor económico o su volumen. Ejemplo: en un cuadro, la tela es principal y el marco accesorio; anillo, la piedra principal, y el engarce accesorio.
Por el contrario, el art. 2328 dice: “Son cosas accesorias aquellas cuya existencia y naturaleza son determinadas por otra cosa, de la cual dependen, o a la cual están adheridas”. De ahí que las cosas accesorias no tengan un régimen propio y autónomo, sino que deban seguir la suerte de la cosa principal. Son cosas unidas con el mismo fin, en relación a la subordinación una de la otra.
- Frutos y productos:

Una clase de frutos se considera cosas accesorias respecto de las cosas que los producen; otros, en cambio, se identifican con estas mismas cosas. Los frutos son las cosas nuevas que regular y periódicamente produce una cosa existente, sin alteración ni disminución de su sustancia. Ejemplo: frutos, cosechas, crías, etc.

Los productos son las cosas que se extraen de una cosa existente, la cual no se vuelve a producir, y queda disminuida o alterada en su sustancia, a consecuencia de la separación de aquellos, pudiendo incluso agotarse. Los productos nunca se reputan accesorios de la cosa de la cual se extraen. Ejemplo: petróleo en un yacimiento, piedras en una cantera, etc.

- Clases de frutos

Los frutos se dividen en:

1) Frutos naturales: son los que la cosa produce espontáneamente, naturalmente, y sin intervención principal del hombre. Ejemplo: cría de animales, la miel, la leche, etc.

2) Frutos industriales: son los que la cosa produce a raíz de la industria o trabajo de la tierra, o sea, mediante la acción principal del hombre. 

3) Frutos civiles: son las rentas provenientes del uso o del goce de las cosas que se ha concedido a otro, así como las que se obtienen en el carácter de salario correspondiente al trabajo, o de honorarios compensatorios (art. 2330), renta, intereses de capital, etc.

Los frutos naturales e industriales no son accesorios de la cosa que los produce, porque están unidos a esta cosa y forman un todo con ella (art. 2329); en cambio los frutos civiles se consideran accesorios de las cosas que los origina (art. 2330).

- Cosas adheridas al suelo y a otros inmuebles

Sobre este respecto el Código dice:

* Artículo 2331: “Las cosas que natural o artificialmente estén adheridas al suelo, son cosas accesorias del suelo”.

* Artículo 2332: “Las cosas que están adheridas a las cosas adherentes al suelo, como a los predios rústicos o urbanos, son accesorias a los predios”.

En cuanto a las cosas adheridas a otros inmuebles, surgen dos artículos:

* Artículo 2315: “Son inmuebles por accesión las cosas muebles que se encuentran realmente inmovilizadas por su adhesión física al suelo, con tal que esta adhesión tenga el carácter de perpetuidad”.

* Artículo 2316: “Son también inmuebles las cosas muebles que se encuentran puestas intencionalmente, como accesorias de un inmueble, por el propietario de éste, sin estarlo físicamente”.

- Cosas dentro y fuera del comercio:

Expresa el art. 2336: “Están en el comercio todas las cosas cuya enajenación no fuere expresamente prohibida o dependiente de una autorización pública”. Por el contrario, están fuera del comercio las cosas cuya enajenación fuese prohibida o dependiese de una autorización pública. Para nuestro Código, la clasificación no finca en la posibilidad de apropiación, puesto que las cosas se encuentran en esa situación, sino en la posibilidad de enajenar las cosas.

- La inalienabilidad absoluta y relativa:

1) Inalienabilidad absoluta: el art. 2337 dice: “Las cosas están fuera del comercio, o por su inenajenabilidad absoluta o por su inenajenabilidad relativa.

Son absolutamente inenajenables:

1. Las cosas cuya venta o enajenación fuere expresamente prohibida por la ley.

2. Las cosas cuya enajenación se hubiere prohibido por actos entre vivos y disposiciones de última voluntad, en cuanto este código permita tales prohibiciones”.

Esta disposición se refiere a aquellas cosas cuyo dominio está vedad a los particulares, no es, según Segovia, un impedimento para venderlas, por lo que las cosas no estarían fuera del comercio. Ejemplo: bien de familia, indemnización por accidente de trabajo, etc. 

2) Inalienabilidad relativa: el art. 2338 expresa: “Son relativamente inenajenables las que necesiten una autorización previa para su enajenación”. Por ejemplo, los bienes privados de Estado, los bienes de los incapaces, las cosas habidas gratuitamente por los menores emancipados, etc.

- Cosas registrables y no registrables:

Por regla, todos los inmuebles son cosas registrables, puesto que necesariamente deben matricularse, esto es, incorporarse al Registro de Propiedad, a los efectos de tener control de transferencias, notificación de embargos, etc.

En cambio, los muebles no son registrables, por excepción, algunos deben ser inscriptos en registros esenciales que corresponden a ciertas categorías de cosas, tales como los registros de autos, aeronaves, buques, etc.; estos registros pueden ser llevados por el Estado, nacional o provincial, o por entidades privadas, por ejemplo: el registro de caballos pura sangre, la acciones de sociedades anónimas, etc.

* Las cosas en relación a las personas

- Según el carácter que envisten sus propietarios, pueden ser:

. Bienes del estado:

a) Bienes públicos (art. 2340): están afectados al uso de una comunidad, existe la posibilidad de goce general y directo de los bienes por todos los ciudadanos. Son inalienables, inembargables, inejecutables y de uso gratuito. El estado puede conceder su uso exclusivo bajo ciertas condiciones. Ejemplo: mares territoriales, museos, etc.

b) Bienes del dominio privado (art. 2342): el estado tiene sobre sus bienes privados derecho de propiedad al igual que cualquier particular. Sus facultades y obligaciones al respecto se rigen por las disposiciones del Código Civil. Por lo general son prescriptibles y embargables, salvo alguna excepción. Ejemplo: las tierras que carecen de dueño; las minas de oro, plata, etc.; ferrocarriles, muros, plazas, etc.

. Bienes municipales. Art. 244

Los que el estado o estados provinciales han puesto bajo el dominio de los municipios. Son enajenables, al igual que los bienes públicos del estado.

- Bienes de la iglesia católica. Art. 2345

Nos referimos a los bienes de la Iglesia Católica como persona de carácter público, comprendiendo a sus subdivisiones o pluralidad de personas jurídicas diferenciables (iglesia católica nacional, diócesis, iglesias, parroquias, etc.) siendo sus créditos y deudas independientes de cada una de ellas. 

Sus bienes afectados directa o indirectamente a los fines propios de la Iglesia son in enajenables, inembargables, imprescriptibles y su disponibilidad solo puede decretarse de conformidad con el derecho canónico, que requiere la autorización eclesiástica previa.

. Iglesia no católica. Art. 2346

Son Personas Jurídicas de derecho privado si obtuvieron personería jurídica. Sus bienes, incluso los relativos al culto, se pueden enajenar o embargar como los de cualquier persona jurídica, y de acuerdo con sus estatutos.

. Bienes particulares. Art. 2347 a 2350

Todos los que no pertenecen al estado o a la Iglesia Católica. Ejemplo: fuentes y caminos hechos en sus predios por particulares.

Cosas susceptibles de apropiación privada: Art. 2342

Apropiación, como medio de adquisición de dominio, que consiste en la aprehensión de las cosas muebles sin dueño o abandonadas, hecho por persona capaz con ánimo de apropiársela. Ejemplo: conchas que arroja el mar.

42.- Prescripción. Caducidad. Comparación y diferencias entre una y otra. Clasificación de los términos de Caducidad.
* La prescripción es el medio por el cual, en ciertas condiciones, el transcurso del tiempo opera la adquisición o modificación sustancial de algún derecho.

Nuestro concepto (Llambías) difiere en parte del que define el propio codificador en su art. 3947, pero refleja más exactamente la verdadera realidad jurídica.

Según el precepto citado, la prescripción es un medio de adquirir un derecho, o de liberarse de una obligación por el transcurso del tiempo. Según Llambías, esta fórmula presenta varias fallas. Por lo pronto aparenta servir para la adquisición de cualquier derecho y limitarse a la extinción de los derechos creditorios, únicamente. Lo exacto es, en cambio, lo contrario, ya que la prescripción adquisitiva sólo funciona respecto de algunos derechos reales, y la prescripción extintiva no opera sólo sobre las obligaciones sino sobre toda clase de derechos en general.

Además, tampoco es exacto que la prescripción extinga los derechos creditorios, liberando al respectivo deudor: la verdad es que sólo se extingue la acción judicial correspondiente, quedando el derecho relegado a la mínima eficiencia de la obligación natural (arts. 515, 516 y 518). Por esto, Llambías dice que la prescripción modifica sustancialmente el derecho sobre el cual incide, ya que al hacerle perder al titular la posibilidad de ejercerlo en justicia, queda la relación jurídica respectiva, aunque subsistente, reducida a una mínima consistencia.

Prescripción adquisitiva y extintiva

Tal como ha quedado caracterizada y conforme al alcance del concepto definido en el art. 2099, la prescripción desempeña una doble función en el derecho: es un modo de adquisición de un derecho y un medio de extinción de las acciones correspondientes a los derechos en general. 

* Prescripción adquisitiva: La prescripción es adquisitiva está regulada en el art. 3948: "la prescripción para adquirir, es un derecho por el cual el poseedor de una cosa inmueble, adquiere la propiedad de ella por la continuación de la posesión, durante el tiempo fijado por la ley". Es también llamada usucapión.

- Caracteres

La prescripción adquisitiva presenta los siguientes caracteres:

1) Se aplica a cosas inmuebles en general, y a ciertas cosas muebles, a saber, las que fueren robadas o perdidas (art. 4016 bis); 

2) Se refiere a los derechos reales de goce (art. 4015); 

3) requiere la conjugación del factor tiempo fijado por la ley en cada caso, con la posesión continuada de la cosa. 

Esta institución, denominada "prescripción adquisitiva" o "usucapión", se estudia en los tratados de Derechos Reales.

. Sobre cosas Inmuebles

- Si el poseedor es de buena fe, prescribe la propiedad a los 10 años (prescripción breve o corta). - Si el poseedor es de mala fe, prescribe la propiedad a los 20 años (prescripción larga).

. Sobre cosas Muebles

- Si el poseedor es de buena fe y a titulo oneroso, y la cosa no es robada ni perdida, la propiedad se adquiere inmediatamente.

- Si el poseedor es de buena fe y la cosa es robada o perdida, la propiedad se prescribe a los 2 o 3 años, según se la cosa es registrable.

- Si la cosa muebles es robada o perdida, y el poseedor es de mala fe, prescribe la propiedad a los 20 años.

* Prescripción extintiva o liberatoria

El art. 3949 la define así: "La prescripción liberatoria es una excepción para repeler una acción por el solo hecho que el que la entabla, ha dejado durante un lapso de tiempo de intentarla, o de ejercer el derecho al cual ella se refiere". Es la que extingue la acción del acreedor para exigir el cumplimiento de la obligación. El titular de la acción pierde el derecho a ejercerla si no hizo uso de ella durante un tiempo que indica la ley.

- Caracteres

La prescripción liberatoria presenta los siguientes caracteres:

1) Se aplica a toda clase de bienes y derechos, que la ley no haya exceptuado; 

2) Requiere la conjugación del factor tiempo con la inacción del titular durante el período designado por la ley.

La obligación no se extingue, lo que se extingue es la acción judicial para reclamar su cumplimiento.

Los términos varían según las distintas acciones:

- Prescriben a los 20 años: la petición de partición de herencia contra el heredero; y la acción para pedir la restitución de la prenda.

- Prescriben a los 10 años: las acciones personales con deuda exigible, salvo disposición especial; la acción para demanda la nulidad; la acción del cónyuge y descendientes del fallecido presunto para hacer valer sus derechos, etc.

- Prescriben a los 5 años: el derecho de abogados a cobrar sus honorarios en relación a pleitos no terminados; la acción para anular un acto con vicio de lesión, etc.

- Prescriben a los 2 años: acción por impugnación de la filiación; la acción de nulidad por vicios de violencia, intimidación, dolo, error, falsa causa y simulación, etc.

- Prescriben al año (1 año): acción revocatoria; revocación de legado o donación, etc.

Existen también plazos menores: de 6, 3 y dos meses.

Ambas clases de prescripciones presentan los siguientes puntos de contacto

a) Ambas instituciones responden al mismo fundamento.

b) Ambas son de orden público.

c) Ambas pueden verse afectadas por idénticas causas de suspensión e interrupción.

* Suspensión: El tiempo de prescripción, a raíz de una causa legal, se detiene, es decir, el tiempo de la prescripción deja de correr. 

La suspensión consiste en la detención del tiempo útil para prescribir por causas concomitantes o sobrevinientes al nacimiento de la acción en curso de prescripción. Mientras actúa la causa que opera la suspensión, el lapso que transcurre es inútil para prescribir, pero en cuanto dicha causa cesa de obrar, el curso de la prescripción se reanuda, sumándose al período transcurrido con anterioridad a la suspensión (art. 3983).

* Interrupción: La interrupción de la prescripción inutiliza el lapso transcurrido hasta ese momento. Consiguientemente, acaecido un hecho interruptivo de la prescripción, se requerirá el transcurso de un nuevo período completo sin poderse acumular el tiempo anterior (art. 3998).

De lo expuesto resulta la diferencia que separa a la interrupción de la suspensión. Mientras ésta mantiene la eficacia de la prescripción pendiente, si bien detenida en su curso, la interrupción produce un efecto más intenso, borrando por completo el tiempo transcurrido.

Todo el tiempo de prescripción transcurrido, se borra. Es decir, todo queda como si nunca hubiese corrido el tiempo de la prescripción. Aniquila totalmente el tiempo transcurrido en la prescripción.

* Caducidad: No obstante su gran semejanza, es menester distinguir la prescripción de la caducidad. La caducidad es un modo de extinción de ciertos derechos en razón de la omisión de su ejercicio por su titular durante el plazo prefijado por la ley o la voluntad de los particulares. 

Con relación a los derechos a que se refiere la caducidad, la oportunidad de su ejercicio constituye una circunstancia esencial. Si en general los derechos acuerdan un cúmulo de prerrogativas que pueden ser actuadas opcionalmente por su titular en el tiempo que éste estima oportuno, por el contrario hay ciertos derechos que no acuerdan a su titular esa facilidad, sino al contrario, caducan cuando no se ejercen en un término fijo. Se trata de pretensiones a cuyo ejercicio se señala un término preciso, que nacen originariamente con esa limitación de tiempo, de modo que no se pueden hacer valer después de transcurrido el plazo respectivo.

* Comparación con la prescripción: Por lo pronto, la semejanza sustancial de ambas instituciones consiste en que ambas funcionan mediante el transcurso del tiempo. La caducidad tiene, al igual que la prescripción liberatoria, efectos extinguidos, a raíz de la inactividad del titular y transcurso del tiempo. 

Pero las diferencias son varias:

- La caducidad extingue el derecho, en tanto que la prescripción no extingue el derecho, sino la acción judicial correspondiente.

Ésta, que es la diferencia esencial, muestra cómo la caducidad produce un efecto más intenso. El derecho caduco carece ya de toda existencia, mientras el derecho prescripto sobrevive, disminuido en su eficiencia, en el carácter de obligación natural.

- La prescripción es una institución general que afecta a toda clase de derechos, de modo que para que ella no funcione se requiere la norma excepcional que exima de la prescripción a tal o cual acción determinada. A la inversa, la caducidad no es una institución general, sino particular de ciertos derechos, los cuales nacen con una vida limitada en el tiempo.

- La prescripción puede verse suspendida o interrumpida en su curso, en tanto que la caducidad no. Es que para esta última es tan esencial el ejercicio del derecho en un tiempo preciso, que no se concibe que el término pueda prolongarse en obsequio a circunstancias particulares de alguien, tales como imposibilidad de hecho para actuar, incapacidad no suplida por la representación adecuada, etc.

- En cuanto al origen y fundamento, la prescripción siempre proviene exclusivamente de la ley, interesada en liquidar las situaciones pendientes en un tiempo razonable, para que la inacción o el abandono de los titulares de derechos no incida desfavorablemente en las relaciones sociales trabadas en una época ulterior, en la que las personas pueden ya haber destruido la documentación referente a los pagos u otros medios de extinción del pretendido derecho. La caducidad, por el contrario, no se origina sólo en la ley, sino que puede resultar de la convención de los particulares. Pero en cualquier caso, no se funda en aquella necesidad de orden social, sino en la peculiar índole del derecho sujeto al término prefijado el cual no se puede concebir más allá de ese mismo término.

- Ambas instituciones suelen diferenciarse porque los plazos de prescripción son de ordinario relativamente prolongados (de hasta 20 años), mientras que los términos de caducidad son, por lo general, muy reducidos. Esa misma diversa duración de los lapsos respectivos condice con el fundamento de una y otra institución.

* Clasificación de los términos de caducidad:

Los términos de caducidad se dividen, según su origen, en:

- Legales: están establecidos en la propia ley. El derecho a impugnar legitimación de un hijo recién nacido, caduca a los 60 días de producido el parto; el derecho a recuperar un inmueble por pacto de compra venta, caduca a los 3 años; los efectos de la inscripción de la hipoteca, caduca a los 20 años; el usufructo de la persona de existencia ideal, caduca a los 20 años.

- Convencionales: son contenidos en actos jurídicos particulares. Ejemplo: contratos de seguro en los que es corriente fijar plazos de esa índole para denunciar los siniestros, requerir el pago del premio o indemnización, etc.

A su vez, los términos de caducidad legales se clasifican en:

- Civiles: el desconocimiento de legitimidad del hijo (art. 1381); la inscripción retroactiva de la hipoteca (art. 3137); el derecho de renunciar a la herencia en el plazo de 30 días, luego de hecho el inventario (nuevo art. 3366), etc.

- Procesales: Los términos procesales son numerosísimos, tales como los referentes a la contestación de la demanda; la deducción de excepciones dilatorias; la interposición de recursos de apelación, nulidad y revocatoria; periodo de prueba; expresión de agravios, etc.

Esa clasificación es según la disciplina jurídica a que correspondan.

Los términos procesales se dividen en:

- Perentorios: son aquellos cuyo vencimiento por sí solo causa la pérdida del derecho inactuado.

- No perentorios: son aquellos que requieren para producir ese efecto el acuse de rebeldía de la contraparte y la consiguiente declaración judicial, después de lo cual ya no podrá hacerse valer el derecho que se ha dejado de usar. Por eso son términos de caducidad.

43.- Confirmación: concepto. Requisitos. Clases.

* Concepto: Es un acto jurídico mediante el cual se expurga a otro acto jurídico inválido del vicio de que adolecía y en razón del cual era pasible de nulidad (Llambías). Para Arauz Castex el nuevo acto debe provenir de la misma persona que fue parte del acto confirmado (por sí o por representación legal) y apunta a convalidarlo y no a reemplazarlo.

El concepto de confirmación proviene de lo dispuesto por el art. 1059, que dice: “La confirmación es el acto jurídico por el cual una persona hace desaparecer los vicios de otro acto que se halla sujeto a una acción de nulidad”. Se elimina la impugnabilidad misma. Se trata de un acto jurídico unilateral en que basta la voluntad del titular de la acción de nulidad.

* Requisitos

. Los requisitos de fondo son tres:

- El acto de confirmación sólo puede otorgarlo el titular de la acción de nulidad.

- Que haya cesado la causa que originaba la incapacidad.

- Que el acto confirmatorio no adolezca a su vez de vicios que lo tornen nulo.

. Formas:

Atendiendo a su forma, puede ser:

1) Confirmación expresa: Es la que se realiza por escrito. Llambías coincide con Borda en que no hay confirmación expresa verbal. Consiguientemente, la confirmación expresa se constituye en un acto formal (art. 1061).

El art. 1061 establece: “La confirmación puede ser expresa o tácita. El instrumento de confirmación expresa, debe contener, bajo pena de nulidad: 1. La sustancia del acto que se quiere confirmar; 2. el vicio de que adolecía; y 3. la manifestación de la intención de repararlo”.

La confirmación debe ser de la misma forma que el acto a confirmar, tal como prescribe el art. 1062: “La forma del instrumento de confirmación debe ser la misma y con las mismas solemnidades que estén exclusivamente establecidas para el acto que se confirma”.

En cuanto a la sanción aplicable por la omisión de la forma adecuada, se ha entendido que es la nulidad del instrumento; pero Llambías distingue según que el acto sea o no formal: en el primer corresponde la nulidad de la confirmación (art. 1044, cláusula tercera), en cambio, si el acto a confirmar no es formal, ésta puede probarse por cualquier medio de prueba.

2) Confirmación tácita: o consolidación indirecta. No exige forma alguna. Según el art. 1063: “La confirmación tácita es la que resulta de la ejecución voluntaria, total o parcial, del acto sujeto a una acción de nulidad”. Dos observaciones caben al respecto: primero, para que el efecto convalidatorio se produzca es menester que la ejecución del acto inválido sea voluntaria, no forzada; segundo, el artículo indica la forma típica de confirmación tácita, pero ello no excluye otras formas que induzcan asertivamente la intención de confirmar el acto inválido. Según lo dicho, sólo pueden confirmarse los actos no formales, por el contrario, siendo el acto inválido formal, la confirmación tácita carece de función convalidatoria.
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